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I. HACIA UNA IDENTIFICACIÓN DEL 
NEOCONSTITUCIONALISMO 


ada cierto tiempo quedamos atrapados en una red de ilusión cuando aparece 

un neologismo jurídico. Son tantas las patologías de la ciencia jurídica que casi 

siempre suena a panacea. Es una ilusión permanente. Sin embargo, muy pocas 
veces esta ilusión se sostiene en el tiempo. En la mayoría de casos son modas que se 
agotan en un suspiro. Levantan polvaredas de expectativas que son efímeras e 
intrascendentes. Casi siempre su aporte es mínimo. Pasa esa golondrina y sigue 
nevando. 


Uno de los términos que asoma hoy con gran protagonismo es el de 
Neoconstitucionalismo. Este nombre ha hecho fortuna en los últimos años. Aunque 
aparece con gran solvencia y crédito no nos animamos a prior: a extenderle un cheque 
en blanco. Y es que los conceptos vanguardistas en el Derecho no siempre han sido 
tales, sino que muchas veces se tratan de una etiqueta vistosa que cubre un viejo 
envase. Como postula Paolo Comanducci' esta nueva concepción del Derecho 
despierta siempre una interrogante fundada sobre su real naturaleza. La duda es 
siempre la antesala de su estudio. Los temores surgen inmediatamente. ¿Es realmente 
una nueva institución que asoma ante los nuevos desafíos del Derecho? ¿No será sólo 
un nuevo ropaje que viste anatomías de viejas instituciones? Tratar de encontrar una 
respuesta es el propósito de las siguientes líneas. El neoconstitucionalismo viene 
siendo estudiado en Europa y América. Su ruta virtuosa viene marcada de norte a sur. 
Prieto Sanchís en España y Miguel Carbonell en América son sus principales 
auspiciadores y difusores. Desde inicios de siglo son los guías de esta expedición. 


Empero, no existe unanimidad respecto a su nombre de pila. Manuel Atienza se 
resiste a utilizar este término y prefiere hablar de postpositivismo. Luigi Ferrajoli 
también evita utilizar esta novísima nomenclatura. En el Perú ya se ha oído sobre esta 
institución y se han leído numerosos escritos. Pretendemos sumarnos a ellos. Ojalá, al 
final de esta página consigamos nuestro propósito. 


¿De qué hablamos cuando mencionamos Neoconstitucionalismo? Sin mayor esfuerzo 
el nombre sugiere que estamos ante un nuevo paradigma constitucional. El sólo rótulo 
ejerce una presión en el sentido de que algo ha cambiado en el espectro del 
constitucionalismo clásico. Es más, uno tiene aprensiones por escribir de todo aquello 


1 COMANDUCCL Paolo. “Formas de (neo)constitucionalismo: un análisis metateórico”, 
Isonomía 16 (2002) . 
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que haga más sana y robusta nuestra ciencia de estudio. Pero nos puede saltar la 
realidad mostrándonos que seguimos en la misma rémora. Igual, de la discusión 
brota la luz. 


Más allá de las posiciones encontradas siempre quedará un sedimento para futuros 
aportes. Gustavo Zagrebelsky? en el prefacio de su más reciente obra afirma: “Más allá 
de las apariencias, la duda no es en absoluto contraria a la verdad. En cierto sentido implica 
su afirmación, un homenaje a la verdad”. Nos soportaremos en esta frase para alcanzar 
nuestro propósito. 


Lo que es difícil negar es que estamos viviendo una metamorfosis en el Derecho. 
Hasta los últimos segundos del siglo pasado la frase más común en la enseñanza del 
Derecho era “el principio de legalidad”. El derecho se reducía a la normatividad. Y 
aún, en el perigeo del positivismo este concepto permaneció empotrado hasta hace 
una década en el subconsciente forense. Hoy el estribillo reza diferente: “Según el 
Tribunal Constitucional...” y lo que sigue es un dogma de fe. Una verdad 
incontrovertible. Si algún juez osara apartarse de lo establecido por el Alto Tribunal, 
se vienen los indios. 


Es notoria la mutación. Hasta en la forma. Si antes la estrategia para demostrar un 
conocimiento vasto en determinada materia era recitar artículos de las leyes de 
memoria (“(...) el artículo 1969* del Código Civil que al pie de la letra dice...”), hoy 
esto pasa por el conocimiento de la jurisprudencia (En el expediente 0728-2008- 
PHC/TC caso Giuliana Flor de María Llamoja Hilares el supremo intérprete de la 
Constitución señaló...). Una jurisprudencia constitucional que en el Perú no está 
sistematizada ni oportunamente publicada, constituye un desafío mayúsculo su 
conocimiento. Y es aquí donde pretendemos aportar. 


Las manifestaciones son múltiples y justifican el prefijo neo que se ha adosado al 
constitucionalismo clásico: 


1. Se ha desarrollado un apogeo de la argumentación jurídica y una nueva Teoría 
general del Derecho. 


Una de las características de estos tiempos es que la Constitución ha comenzado a 
hablar -y en algunos casos gritar- su contenido jurídico. Y, como este contenido no es 
expreso en el texto constitucional en el sentido positivista, requiere de que ese 
contenido sea desarrollado por la jurisprudencia. Esta situación ha originado una 
auténtica carga en los órganos jurisdiccionales: tiene el privilegio de tener la última 
palabra en materia constitucional y en el Derecho en general, pero al mismo tiempo 
sus decisiones requieren de una justificación superlativa. Sus decisiones son 
irrecurribles, mas el desafío lo tienen consigo mismo, esto es, la búsqueda de que las 
buenas razones expresadas deben ser inderrotables. La inexistencia de una única 


2 ZAGREBELSKY, Gustavo. Contra la ética de la verdad. Editorial Trotta. Madrid. 2010. 
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respuesta correcta, les da cierto crédito, pero no tienen demasiada capacidad de 
maniobra en caso de error. 


Entonces la argumentación jurídica y el razonamiento jurídico se han puesto a la 
vanguardia de las disciplinas que se requieren cultivar para estos tiempos. No son 
pocas las referencias a Dworkin, Alexy, Nino y compañía para justificar los fallos 
constitucionales. Y cada vez es más común la recurrencia la test de proporcionalidad. 


El corolario de todo lo mencionado es el nacimiento de una nueva Teoría del Derecho 
que abandona las formas basadas exclusivamente en reglas y con un positivismo 
tatuado, por una teoría de los principios y las directrices. Es el tránsito de la norma 
legal por la jurisprudencia. Es en este último aspecto que asoman las gruesas formas 
de desconfianza. Una dictadura o gobierno de los jueces sería cambiar de patología en 
nuestro Derecho pero, igual, seguiría enfermo. La tarea es la de siempre: buscar el 
equilibrio. 


2. La aparición de una nueva teoría general del proceso. 


Aunque existe un avance progresivo aún no es suficiente. El profesional del Derecho 
en el Perú no termina entender que un proceso constitucional es muy distinto a los 
procesos legales u ordinarios. Y no precisamente por su trámite sin audiencias o 
plazos cortísimos, sino que estas dos características son precisamente consecuencias 
de su naturaleza particular: las pretensiones que se discuten son sobre derechos 
fundamentales y valores constitucionales. Si a esto le agregamos que la norma 
procesal está por debajo de la norma sustantiva (la Constitución) entonces, será más 
fácil comprender que el actuar del Tribunal Constitucional y, así, poder ejercer un 
control desde la academia. De lo contrario toda crítica sólo será una charla de café o 
comentario de bodega. 


Tal vez la manifestación más importante sean las sentencias atípicas que resultan de 
los procesos constitucionales. La posibilidad de moderar sus efectos en el tiempo 
(vacatio sentenciae) o que la labor jurisdiccional se fusiones con la labor legislativa 
(precedentes vinculantes y sentencias normativas) constituyen las caras visibles que 
identifican el neoconstitucionalismo. 


3. Las mutaciones constitucionales sobrepasan a las reformas constitucionales 


Durante el imperio de la legalidad, el remedio para la obsolescencia y el 
anquilosamiento del texto constitucional era únicamente la reforma constitucional. Y 
era un parto realizarlo. La marca registrada de las constituciones del siglo XX es — 
pues siguen vigentes casi todas- la rigidez casi absoluta. Esto ha cedido paso a una 
forma de transformación informal, según la cual el texto constitucional permanece 
intacto, sin embargo su interpretación es distinta: la mutación constitucional. Otro 
rasgo que ha traído el advenimiento de esta época del constitucionalismo es que los 
conceptos mutan más allá de su texto. 
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4. Asoma la necesidad de renovar el diccionario jurídico con la aparición de 
neologismos 


Efectivamente, es altamente probable que un Diccionario Constitucional de la década 
pasada se vea hoy desactualizado por el desborde de neologismos que ha traído el 
neoconstitucionalismo. Términos como overruling, holding, amicus curiae, bloque de 
constitucionalidad, cross constitucionalismo, autonomía procesal, entre otros, están 
entrando al vocabulario forense nacional. Aunque en puntitas de pie. 


Creemos que con esto, estamos en condiciones decir que el neoconstitucionalismo ha 
llegado al Perú. Ha sido plenamente identificado. Empero, hasta hoy el estudio y 
desarrollo de este fenómeno ha sido inorgánico, desordenado y confuso por parte del 
Tribunal Constitucional peruano. El propósito de este centenar de páginas es, 
precisamente, analizar y sistematizar la jurisprudencia constitucional con respecto al 
fenómeno jurídico que envuelve al Derecho hoy. Por ello, el rótulo del manual que 
tiene entre manos “EL  NEOCONSTITUCIONALISMO, una mirada 
jurisprudencial”, refleja un esfuerzo por glosar las principales características de este 
nuevo paradigma constitucional a partir de la principal fuente del Derecho 
Constitucional: la jurisprudencia constitucional. 
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II. EL TRÁNSITO DEL ESTADO 

LEGAL DE DERECHO AL 

ESTADO CONSTITUCIONAL 

DE DERECHO: UN NUEVO ESCENARIO 


Cada vez que se intenta explicar este nuevo escenario en el que se desarrolla el 
Derecho en general y el peruano en particular, encontramos que la razón está en la 
alteración sufrida por el gravicentro del sistema jurídico internacional: La 
Constitución como norma jurídica, en reemplazo de la norma legal. 


Nos explicamos. No es que la Constitución no haya estado presente en el bicentenario 
imperio de la legalidad. Siempre estuvo ahí. Lo que ocurre es que su presencia 
siempre fue política. Asuntos como el control interpoderes, la responsabilidad de los 
altos funcionarios, las facultades, la organización estatal y los límites del presidente 
de la República, entre otros, fueron el foco de atención del debate constitucional. Se 
entendía a los textos constitucionales como normas de distinta naturaleza a los 
códigos y demás normas. Su carácter incompleto e impreciso y su lenguaje declarativo 
respecto a los derechos, abonaban esta concepción. Quedó empotrado en las mentes 
jurídicas el concepto que de la Constitución se tuvo en sus orígenes: documento ligado 
a la distribución del poder. Hasta hoy se mantiene su rótulo originario: Constitución 
Política del Perú. 


Y es que el amanecer del constitucionalismo coincidió con la era de la codificación y 
la convicción de la sinonimia absoluta entre ley y derecho. A esto habría que sumarle 
la gruesa sombra de desprestigio y desconfianza hacia los jueces que dejó la 
revolución francesa y que, a su vez, puso zancos a la estatura del legislador. Esto fue 
así hasta hace una década. El advenimiento del nuevo siglo trajo también el concepto 
de Constitución como norma jurídica. En realidad, sólo se hizo visible. Desde la 
segunda postguerra es que las constituciones de los Estados tenían un ADN diferente. 
El tránsito de la Constitución en reemplazo de la ley fue un parto largo y difícil. Fue 
media centuria que tuvo que transcurrir para que lo que inicialmente eran 
manifestaciones aisladas, casi aventureras, se convirtieran en verdaderas piedras 
angulares de todo Estado que se preciara de democrático y constitucional. 


El tránsito del Estado Legal al Estado Constitucional de Derecho se advierte de 
múltiples formas. Sin embargo, postulamos tres manifestaciones de este nueva postal 
estatal: la existencia de límites materiales al legislador, la existencia de una 
Constitución normativa o la supremacía de la Constitución Jurídica y la real eficacia 
de los derechos fundamentales. Veamos cómo se han dado cada una de ellas: 
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1. La existencia de límites materiales al legislador. Hemos pasado de un legislador 
omnipotente a otro limitado por parámetros que son establecidos por el TC. En el 
Estado Legal de Derecho, se concebía que le legislador al tener legitimidad 
democrática directa —había sido elegido por voto universal- era el legitimado 
indiscutido para desarrollar un labor legisferante que raramente era cuestionada. 
Hoy, en un Estado Constitucional de Derecho, el legislador es vigilado con lupa desde 
la gestación normativa hasta después de muerta: inconstitucionalidad de normas 
derogadas. Por si no alcanzara, debemos añadirle las sentencias exhortativas 
persuasivas y vinculantes en la que el Tribunal Constitucional tiene iniciativa 
legislativa. Y hay más: en las sentencias manipulativas y los precedentes 
constitucionales vinculantes, el TC desarrolla una labor legisladora positiva. 


2. La existencia de una Constitución normativa o la supremacía de la Constitución 
Jurídica. La complejidad del neoconstitucionalismo no sólo radica en los trastornos 
que ocasiona en el status quo jurídico, sino en que —a diferencia de la norma legal, 
generalmente completa, precisa y acabada- el texto constitucional que se constituye en 
la medida de todas las cosas en el Derecho es una norma especialísima: incompleta, 
imprecisa e inacabada. No en pocas veces, vacía de contenido. Y, una vez más, hace su 
aparición el protagonista excluyente de la película: el Tribunal Constitucional. Esto 
explica que sus decisiones se hayan convertido en la principal fuente del Derecho 
Constitucional. 


Y aquí hay que detenernos para hacer reconocerle al supremo intérprete de la 
Constitución su aporte al desarrollo del Derecho peruano: el desarrollo dogmatico del 
contenido de cada uno de los derechos fundamentales, la delimitación de 
competencias de los órganos constitucionales autónomos y el desarrollo de una 
doctrina jurisprudencial sin precedentes, constituyen sus más notorios logros. El 
Derecho en el Perú, se divide en un antes y un después del Tribunal Constitucional. 
Lamentablemente, en más de una ocasión, las decisiones del TC han producido un 
terremoto de 7 grados en la escala de Richter en toda la geografía del Derecho 
peruano’. Y siempre con epicentro en la esquina de los jirones Ancash y Azángaro en 
la Lima histórica. 


3 qee 
Casos emblemáticos son: 


e STC Reynaldo Armando Shols Pérez (09332-2006-PA/TC): Se reconoce jurisprudencialmente 
dos nuevos tipos de familia no contemplados en el Código Civil: las monopaternales y las 
reinstituidas, familiastras o ensambladas. Se establece que en estas últimas, los hijos de uno se 
reputan hijos del otro para todo lo que les favorezca. Se cayeron bibliotecas enteras de Derecho 
de Familia. 


e STC Ramón Hernando Salazar Yarlenque (03741-2004-AA/TC): Se crea el Control Difuso 
Administrativo y se establece que los precedentes constitucionales vinculan a todos los poderes 
estatales. Esta revolucionaria decisión tiene una argumentación que se sostiene con saliva: se 
justifica el control difuso de la administración pública porque al igual que la jurisdicción porque 
“ambas se deben a la Constitución”. 
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3. La real eficacia de los derechos fundamentales. El estado de gracia que hoy viven 
los derechos fundamentales en el mapamundi occidental ha pasado por dos estadios 
anteriores: su reconocimiento y protección. 


Demos una primera mirada a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional a estas 
manifestaciones del tránsito de la legalidad a la constitucionalidad. 


1. LÍMITES MATERIALES AL LEGISLADOR 


EXP. N.° 0489-2006-PHC/TC 


RAFAEL CÁCERES NEYRA Y OTROS 


24. Los límites que caracterizan al órgano reformador pueden ser formales y 
materiales, siendo los límites formales aquellos referidos a todos y cada uno de los 
requisitos objetivamente reconocidos por la Constitución para que la reforma 
prospere. A su vez, los límites materiales se refieren a los contenidos de la 
Constitución; con ellos no se indica la presencia de condicionamientos de tipo 
procedimental, sino algo mucho más trascendente: la presencia de parámetros de 
identidad o esencia constitucional, inmunes a toda posibilidad de reforma. Y es que 
aunque toda Constitución se caracteriza por ser un cuerpo normativo integral donde 
cada disposición cumple un determinado rol, ciertas cláusulas asumen una función 
que resulta mucho más vital u omnicomprensiva que las del resto. Se trata de los 
valores materiales y principios fundamentales que dan identidad o que constituyen la 
esencia del texto constitucional (la primacía de la persona, la dignidad, la vida, la 
igualdad, el Estado de Derecho, la separación de poderes, etc.). Sin ellos, la 
Constitución sería un texto formalmente supremo pero, en cambio, materialmente 
vacío de sentido. [Cfr. 014-2002-AI/TC]. 


e STC Walter Gaspar Chacón Málaga (03509-2009-PHC/TC): Excluye al procesado del 
proceso penal por haberse vulnerado el derecho al plazo razonable. Esta razón no está 
contemplada en la normatividad correspondiente, máxime si se trata de un proceso penal. 


e STC Alfredo Jalilie Awapara (04053-2007-PHC/TC): Convalida un cuestionado indulto con 
el argumento de “como es de público conocimiento”. La argumentación jurídica se fue de 
vacaciones al Colca y con pareja. 


e STC Teodorico Bernabé Montoya o “El Frontón” (03173-2008-PHC/TC): En un exceso de 
formalismo y sin ejercer su tan anunciada autonomía procesal, convalidó una resolución del 
Poder Judicial que desacataba una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
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25. Los límites materiales, entonces, están constituidos por aquellos principios 
supremos del ordenamiento constitucional que no pueden ser modificados por la obra 
del poder reformador de la Constitución. En consecuencia, la reforma que no observe 
dichos límites, o simplemente los ignore, resultará ilegítima en términos 
constitucionales. 


EXP. N° 0025-2005-PI/TC y 0026-2005-PI/TC 


COLEGIO DE ABOGADOS DE AREQUIPA Y OTRO 


97. El legislador detenta en el ejercicio de su función una libertad de configuración 
que le habilita adoptar cualquier medio para alcanzar el objetivo propuesto. La 
adopción de los medios que considere conveniente es, así, consustancial a su función 
legisferante, máxime en el contexto de una Constitución abierta y de una Constitución 
como proceso público. Sin embargo, el límite de tal marco de elección de fines está 
representado por los demás principios y bienes constitucionales, pero, sobre todo, por 
los derechos fundamentales. A este respecto, el Tribunal Constitucional alemán ha 
afirmado, en el reciente y conocido caso del Velo de Ludiny, con referencia específica al 
derecho de acceso a la función pública, que: “El legislador detenta, en principio, una 
amplia libertad de configuración, en la determinación de los criterios de aptitud para 
la respectiva función y la conformación de los deberes funcionales conforme a los 
cuales ha de juzgarse la aptitud de los postulantes para el servicio público.”; sin 
embargo, añade seguidamente que: “Los límites de tal libertad de conformación se 
deducen de las decisiones fundamentales en otras normas constitucionales, en 
especial, los derechos fundamentales establecen límites a la libertad de configuración 
del legislador.” En línea análoga de razonamiento, la Corte Constitucional italiana ha 
afirmado que “El uso de la discrecionalidad del legislador en la determinación de los 
requisitos para el acceso a las funciones públicas debe ser objeto de escrutinio más 
estricto de constitucionalidad cuando no está en discusión sólo la genérica 
razonabilidad de las opciones legislativas en relación al carácter de la función, sino la 
admisibilidad de un requisito cuya imposición se traduce indirectamente en una 
limitación al ejercicio de un derecho fundamental”. En definitiva, la libertad de 
configuración del legislador terminará donde el derecho de acceso resulte afectado. 


98. Lo anterior significa que el legislador disponía al menos de un medio alternativo 
para alcanzar el objetivo propuesto, sin afectar el derecho de acceso a la función 
pública; sin embargo, contrariamente, adoptó un medio -el requisito del PROFA- que 
alcanza el objetivo pero que afecta aquel derecho. En consecuencia, en tanto la 
exigencia del requisito del PROFA para postular a la magistratura no supera el test de 
necesidad, ella es inconstitucional. Por consiguiente, no hay ya menester de examinar 
el requisito cuestionado a la luz del subprincipio de ponderación o proporcionalidad 
en sentido estricto. 
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2. CONSTITUCIÓN NORMATIVA O SUPREMACÍA DE 
LA CONSTITUCIÓN JURÍDICA 


EXP. N. ° 047-2004-AI/TC 


JOSÉ CLAVER NINA-QUISPE HERNÁNDEZ, EN REPRESENTACIÓN 
DEL GOBIERNO REGIONAL DE SAN MARTÍN 


2.1. La Constitución como fuente de derecho y el sistema de fuentes del derecho 
peruano 


2.1.1. La Constitución y las fuentes del derecho 


8. Si bien el estudio y análisis del sistema de fuentes se desarrolla principalmente 
desde la teoría del derecho, como afirma Enrique Alvarez Conde: 


Hoy día parece comúnmente pacífico que la regulación de las fuentes del Derecho se 
sitúe en el campo de la teoría de la Constitución. 


El Tribunal Constitucional ha tenido oportunidad de comprobar la importancia y 
utilidad del análisis y estudio del sistema de fuentes, sobre todo a partir de los 
diversos procesos constitucionales resueltos desde el inicio de su funcionamiento; en 
particular, los procesos de inconstitucionalidad. 


El mismo Álvarez Conde justifica dicha postura argumentando que 


(la) propia configuración de la Constitución como norma jurídica suprema 
supone que ésta se convierte no sólo en auténtica fuente del Derecho, sino en 
la norma delimitadora del sistema de fuentes 


En igual sentido, desde la Teoría del Derecho se ha afirmado que: 


La incidencia de la Constitución en el sistema de fuentes es doble, porque 
doble es su carácter de norma suprema y de norma que regula la producción 
normativa. 


Consiguientemente, tres son las consideraciones que debemos tener en cuenta para 
abordar el tema en cuestión: la Constitución como norma jurídica, la Constitución 
como fuente de Derecho y la Constitución como norma delimitadora del sistema de 
fuentes. 


2.1.1.1. La Constitución como norma jurídica 


9. La Constitución, en la medida que contiene normas jurídicas, es fuente del derecho. 
Como bien expone Francisco Balaguer Callejón, 


Guido Aguila Grados 


la Constitución contiene las normas fundamentales que estructuran el 
sistema jurídico y que actúan como parámetro de validez del resto de las 
normas. 


La Constitución es la norma de normas que disciplina los procesos de producción del 
resto de las normas y, por tanto, la producción misma del orden normativo estatal. 


El reconocimiento de la Constitución como norma jurídica vinculante y directamente 
aplicable constituye la premisa básica para que se erija como fuente de Derecho y 
como fuente de fuentes. Si bien este Colegiado le ha reconocido la Constitución el 
carácter de norma política, también ha tenido oportunidad de enfatizar en varias 
oportunidades su carácter normativo y vinculante. Así, en el Caso Alberto Borea 
Odría y más de 5000 ciudadanos, Exp. N.° 0014-2003-AI/TC, afirmó que: 


(..) la Constitución es una norma jurídica. En efecto, si expresa la 
autorrepresentación cultural de un pueblo, y refleja sus aspiraciones como 
nación, una vez formado el Estado Constitucional de Derecho, ella pasa a 
ocupar una posición análoga a la que ocupaba su creador. En buena cuenta, 
en el Estado Constitucional de Derecho, el status de Poder Constituyente, es 
decir la representación del pueblo políticamente soberano, lo asumirá la 
Constitución, que de esta forma pasará a convertirse en la norma 
jurídicamente suprema. 


En igual sentido, en otro caso sostuvo que: 


(La) Constitución Política de la República del Perú” ... toda ella posee fuerza 
normativa (...) 


Con relación a la fuerza normativa y al contenido de la Constitución, se precisó que: 


La Constitución es un ordenamiento que posee fuerza normativa y vinculante; por 
ende, la materia constitucional será toda la contenida en ella, y “lo constitucional” 
derivará de su incorporación en la Constitución. Así lo ha entendido el Tribunal 
Constitucional, a lo largo de su funcionamiento, en la resolución de los diferentes 
casos que ha tenido oportunidad de conocer ..., donde ha evaluado vulneraciones a la 
Constitución de la más diversa índole y en las cuales el único requisito para tal 
examen consistía en que la controversia se fundara en una violación de algún 
principio, valor o disposición de la Constitución. 


Pero el Tribunal Constitucional no sólo se ha referido a la Constitución como norma 
jurídica, sino que recientemente lo ha hecho desde una perspectiva objetivo- 
estructural y subjetivo institucional. Así: 


La Constitución es la norma jurídica suprema del Estado, tanto desde un 
punto de vista objetivo-estructural (artículo 51%), como desde el subjetivo- 
institucional (artículos 38° y 45%). Consecuentemente, es interpretable, pero 
no de cualquier modo, sino asegurando su proyección y concretización, de 
manera tal que los derechos fundamentales por ella reconocidos sean 
verdaderas manifestaciones del principio-derecho de dignidad humana 
(artículo 1° de la Constitución). 
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En consecuencia, pretender que la Constitución no puede ser interpretada, no 
sólo negaría su condición de norma jurídica —en directa contravención de sus 
artículos 38%, 45% y 51%, sino que desconocería las competencias inherentes 
del juez constitucional como operador del Derecho, y sería tan absurdo como 
pretender que el juez ordinario se encuentre impedido de interpretar la ley 
antes de aplicarla. 


2.1.1.2. La Constitución como fuente de Derecho 


10. Con relación a la Constitución como fuente de nuestro “derecho nacional”, debe 
remarcarse que constituye el fundamento de todo el “orden jurídico” y la más 
importante fuente normativa. Al respecto, la doctrina apunta que: 


La Constitución es la fuente suprema dentro del ordenamiento, que conforma 
el orden jurídico fundamental del Estado y de la sociedad. 


En cuanto norma suprema del ordenamiento, la Constitución prevalece sobre 
todas las demás y en ese sentido condiciona el resto de las normas, por cuanto 
determina la invalidez de aquellas que formal o materialmente contradigan 
las prescripciones constitucionales. 


Es por ello que 


La Constitución (...) termina convirtiéndose en el fundamento de validez de 
todo el ordenamiento instituido por ella. De manera que una vez que entra en 
vigencia, cualquier producción normativa de los poderes públicos e, inclusive, 
los actos y comportamientos de los particulares, deben guardarle lealtad y 
fidelidad. Ciertamente, no se trata sólo de una adhesión y apoyo que pueda 
ser medido o evaluado en el plano de la moral o la ética, sino también de una 
exigencia de coherencia y conformidad de la que es posible extraer 
consecuencias jurídicas. La infidelidad constitucional, en efecto, acarrea la 
posibilidad de declarar la invalidez de toda norma o acto, cualquiera sea su 
origen, según los alcances que el mismo ordenamiento constitucional haya 
previsto. 


2.1.1.3. La Constitución como fuente de fuentes 


11. En cuanto a la consideración de que la Constitución es la “fuente de las fuentes de 
derecho” y la que regula la producción normativa o disciplina los modos de 
producción de las fuentes, Francisco Balaguer Callejón apunta que ésta es, 


(...) además, la fuente que incorpora las normas fundacionales del 
ordenamiento mismo, a partir de las cuales se determinara la legitimidad del 
resto de las normas del sistema jurídico”. 


En igual sentido, se ha sostenido que 


(...) la Constitución también incide en el sistema de fuentes en la medida en 
que regula el proceso de producción jurídica atribuyendo poderes normativos 
a distintos sujetos y asignando un valor específico a las normas creadas por 
éstos. Es decir, la Constitución es la norma normarum del ordenamiento, 
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aunque no todas las normas sobre la producción jurídica están contenidas en 
ella. 


Por su parte, este Colegiado sobre el tema ha expresado que la Constitución: 


(...Jostenta el máximo nivel normativo, por cuanto es obra del Poder 
Constituyente; reconoce los derechos fundamentales del ser humano; 
contiene las reglas básicas de convivencia social y política; además de crear y 
regular el proceso de producción de las demás normas del sistema jurídico 
nacional. 


En efecto, la Constitución no sólo es la norma jurídica suprema formal y 
estática, sino también material y dinámica, por eso es la norma básica en la 
que se fundamentan las distintas ramas del derecho, y la norma de unidad a 
la cual se integran. 


Es así que por su origen y su contenido se diferencia de cualquier otra fuente 
del derecho. Y una de las maneras como se traduce tal diferencia es 
ubicándose en el vértice del ordenamiento jurídico. Desde allí, la 
Constitución exige no sólo que no se cree legislación contraria a sus 
disposiciones, sino que la aplicación de tal legislación se realice en armonía 
con ella misma (interpretación conforme con la Constitución). 


Reseñando, se desprende que la Constitución, como fuente suprema: 


Crea los órganos encargados de la producción normativa. 
Otorga competencias materiales. 

Determina los procedimientos para la elaboración normativa. 
Establece los límites materiales para la elaboración normativa. 


Impone los contenidos normativos. 


2.1.2. La Constitución como fuente de derecho: modo de producción jurídica 


12. En el caso Colegio de Abogados del Cusco, este Tribunal trató ampliamente el 
tema del poder constituyente, y su condición de titular para la creación o producción 
de la norma normarun de nuestro ordenamiento jurídico. En concreto, se dijo que: 


En términos generales, suele considerarse como Poder Constituyente a la 
facultad por la cual el pueblo, en cuanto titular de la soberanía, decide 
instituir un orden constitucional. Como expresa Ernst Bockenforde, el Poder 
Constituyente "es aquella fuerza y autoridad (política) capaz de crear, de 
sustentar y de cancelar la Constitución en su pretensión normativa de validez. 
No es idéntico al poder establecido del Estado, sino que lo precede" (E. 
Bockenforde, "Il potere costituente del popolo. Un concetto limite del diritto 
costituzionale", en G. Zagrebelsky, P. Portinaro y J. Luther (a cura di), M 
futuro della Costituzione, Einaudi, Torino 1996, Pág. 234-235). Esta última (la 
Constitución), por consiguiente, es su creación, a la par que la norma jurídica 
fundamental, por ser la depositaria objetiva de las intenciones del Poder 
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Constituyente, sea para dotar de organización al Estado, sea para reconocer 
derechos de la persona. 


Más recientemente, en el caso de la reforma constitucional del régimen pensionario, 
se dejó establecido que: 


El Poder Constituyente originario, por ser previo y sin control jurídico, tiene 
la capacidad de realizar transmutaciones al texto constitucional, ya que este 
órgano representativo es el encargado de “crear” la Constitución. Ello es así 
porque aparece como una entidad única, extraordinaria e ilimitada 
formalmente. 


13. De otro lado, siendo el poder constituyente el “plenipotenciario del pueblo”, no 
puede establecerse con anterioridad un único modo de producción. Sin embargo, el 
Tribunal Constitucional, conforme a la doctrina constitucional comparada, ha 
reconocido que existen algunas características del poder constituyente que pueden 
también ser consideradas como las reglas básicas para la formulación de una 
Constitución: 


El Poder Constituyente responde, entre otras, a tres características: es Único, 
extraordinario e ilimitado. Único como consecuencia de que ningún otro 
poder o forma de organización, puede, en estricto, ejercer la función que 
aquél desempeña. Se trata, por consiguiente, de un poder omnímodo, que no 
admite ningún poder paralelo en el ejercicio de sus atribuciones. Es, a su vez, 
extraordinario, en tanto que la responsabilidad por él ejercida, no es 
permanente sino excepcional; como tal, sólo puede presentarse en momentos 
o circunstancias históricas muy específicas (como las de creación o 
transformación de la Constitución). 


Es, finalmente, ilimitado, en tanto asume plenipotenciariamente todas las 
facultades, sin que puedan reconocerse restricciones en su ejercicio, salvo las 
directamente vinculadas con las que se derivan de las valoraciones sociales 
dominantes. 


Como puede colegirse, el modo de producción de una Constitución obedece a las 
pautas o reglas que el propio poder constituyente se fije según las circunstancias, lo 
que no sucede con la reforma de la Constitución, puesto que, en el caso del Perú, los 
artículos 32.°, inciso 1.*, y 206. de la Constitución establecen las reglas básicas para 
ello. Otorgando tal facultad al Congreso de la República y al pueblo directamente a 
través del referéndum. Dichas disposiciones disponen: 


Artículo 32.”.- Pueden ser sometidas a referéndum: 
(..) 
La reforma total o parcial de la Constitución. 


Artículo 206.°.- Toda reforma constitucional debe ser aprobada por el 
Congreso con mayoría absoluta del número legal de sus miembros, y 
ratificada mediante referéndum. Puede omitirse el referéndum cuando el 
acuerdo del Congreso se obtiene en dos legislaturas ordinarias sucesivas con 
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una votación favorable, en cada caso, superior a los dos tercios del número 
legal de congresistas. 


La ley de reforma constitucional no puede ser observada por el Presidente de 
la República. 


La iniciativa de reforma constitucional corresponde al Presidente de la 
República, con aprobación del Consejo de Ministros; a los congresistas; y a un 
número de ciudadanos equivalente al cero punto tres por ciento (0.3.%) de la 
población electoral, con firmas comprobadas por la autoridad electoral. 


Sobre el artículo 206.2 de la Constitución el Tribunal Constitucional ha tenido 
oportunidad de señalar que: 


El Poder Constituyente se ha autolimitado en la actual Constitución —artículo 
206- a través del poder de revisión constitucional, lo que hace posible la 
existencia de una reforma constitucional, siempre y cuando se siga lo formal y 
materialmente establecido. 


(3 


La existencia de un poder constituyente derivado implica la competencia del 
Congreso para reformar preceptos no esenciales de la Constitución, conforme 
a lo previsto en su mismo texto. Por ello, se caracteriza por ser limitado 
jurídicamente y posterior. 


Asimismo, sobre el poder de reforma constitucional y su necesidad ha establecido que: 


Si el resultado de la tarea constituyente, prima facie, resulta aceptable en 
términos sociales, como típico producto de un esfuerzo en el tiempo, la 
evolución que, por el contrario, experimenta la sociedad en la que la referida 
Constitución se aplica, tiende a desvirtuar, con el paso de los años, cualquier 
hipotético perfeccionismo. En dicho contexto, y ante la evidencia de constatar 
la presencia de vacíos, incongruencias, inadaptaciones y todo tipo de 
omisiones en el texto de una Constitución y la necesidad de que los mismos 
puedan quedar superados en algún momento, es que cobra legitimidad el 
llamado poder de reforma constitucional; que es, en esencia, aquel que se 
encarga de modificar, suprimir o enmendar una o más disposiciones 
constitucionales. 


14. Si bien en el modelo constitucional peruano el poder de reforma constitucional es 
regulado por específicas disposiciones constitucionales, no es menos cierto que tal 
poder está limitado. Al respecto, este Colegiado ha establecido que: 


(...) al ser un poder creado y limitado, puede revisar la Constitución, y 
adoptar aquellos preceptos que a lo largo de la vida constitucional requieren 
cambios en función a la realidad que regulan, pero no puede destruir la 
Constitución, ni menos aún vulnerar su esencia, o como se ha venido 
denominando, ‘contenido fundamenta?”. 
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Según esta línea jurisprudencial, la reforma constitucional está sujeta a límites 
formales y límites materiales. Respecto a los primeros, se ha precisado que: 


- Debe verificarse si se ha vulnerado el procedimiento exigido constitucionalmente, 
lo cual constituiría una afectación a los límites formales impuestos. 


- Las normas de procedimiento no pueden ser objeto de reforma constitucional. 


- Las modificaciones del texto constitucional realizadas por los órganos constituidos 
que se producen fuera de los cauces previstos en la normativa constitucional, serán 
nulas e ineficaces. 


Y en cuanto a los segundos, que: 


En términos generales, debe señalarse tajantemente que el Congreso tampoco 
puede variar algunas cuestiones de fondo de la Constitución. A ellas se les 
denomina “límites materiales”, e imposibilitan ejercer el poder constituyente 
derivado a los órganos constituidos, con el fin de modificar las cláusulas que 
el texto fundamental ha establecido como “intangibles”. 


Del mismo modo, con relación a los límites materiales del poder de reforma 
constitucional debemos considerar que pueden ser expresos o implícitos. A Ambos se 
les considera principios supremos del ordenamiento constitucional y son intangibles 
para el poder reformador de la Constitución. Sobre los límites materiales expresos el 
Tribunal Constitucional ha señalado que el artículo 32. de la Constitución reconoce 
como límite expreso el impedimento de reducir o restringir los derechos 
fundamentales. Y, en cuanto a los límites materiales implícitos este colegiado ha 
subrayado como los más importantes a la dignidad del hombre, la soberanía del 
pueblo, el Estado democrático de derecho, la forma republicana de gobierno y en 
general, el régimen político y la forma del Estado. 


EXP. N.° 0005-2007-PI/TC 


COLEGIO DE ABOGADOS DE LAMBAYEQUE 


2.1. La fuerza normativa de la Constitución y el respeto a las garantías que componen 
el debido proceso 


6. La supremacía normativa de la Constitución de 1993 se encuentra recogida en sus 
dos vertientes: tanto aquella objetiva, conforme a la cual la Constitución se ubica en la 
cúspide del ordenamiento jurídico (artículo 51%: la Constitución prevalece sobre toda 
norma legal y así sucesivamente), como aquella subjetiva, en cuyo mérito ningún acto 
de los poderes públicos (artículo 45“: el poder del Estado emana del pueblo, quienes lo 
ejercen lo hacen con las limitaciones y responsabilidades que la Constitución y las 
leyes establecen), o de la colectividad en general (artículo 38%: todos los peruanos 
tienen el deber de respetar, cumplir y defender la Constitución y el ordenamiento 
jurídico de la Nación), puede desconocer o desvincularse respecto de sus contenidos. 
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7. La fuerza normativa de la Constitución implica a su vez: 1) una fuerza activa, 
entendida como aquella capacidad para innovar el ordenamiento jurídico, pues a 
partir de ella existe una nueva orientación normativa en el sistema de fuentes del 
ordenamiento jurídico, derogando expresa o implícitamente aquellas normas jurídicas 
infraconstitucionales que resulten incompatibles con ella (en las que precisamente se 
produce un supuesto de inconstitucionalidad sobrevenida); y ii) una fuerza pasiva, 
entendida como aquella capacidad de resistencia frente a normas 
infraconstitucionales que pretendan contravenir sus contenidos [Exp. 00047-2004- 
AT/TC FJ 56]. 


8. Asimismo, conviene precisar que si bien todo el conjunto de normas que componen 
la Constitución es vinculante y poseen la misma jerarquía normativa, es el Estado el 
que debe privilegiar la plena vigencia de los derechos fundamentales (artículo 44", 
Const.), así como los bienes y principios constitucionales que se desprenden de estas 
disposiciones. En efecto, si se tiene en consideración que los dos principales bloques 
normativos de la Constitución están compuestos por un catálogo de derechos 
fundamentales (artículos 2%, 4%, 5°, 6%, 7°, 10%, 11°, 139, 14%, 15%, 17%, 18°, 22°, 23%, 24%, 
25%, 26%, 27%, 28%, 29% , 31%, 35%, 139%, entre otros), y por la estructuración del Estado 
(Poder Legislativo, arts. 90° y ss.; Poder Ejecutivo, arts. 110° y ss.; Poder Judicial, arts. 
138% y ss.; Ministerio Público, arts. 158 y ss.; Sistema electoral, arts. 176 y ss.; 
Gobiernos Locales y Regionales, arts. 188° y ss; y Tribunal Constitucional, arts.201* y 
ss.; entre otros), es Este último, el Estado, el que en toda actuación debe preferir y 
privilegiar los derechos fundamentales, tal como lo exige la propia naturaleza de tales 
derechos, basados en la dignidad del ser humano, y además por disposición de la 
propia Norma Fundamental, que en su artículo 44° establece como un deber 
primordial del Estado: “garantizar la plena vigencia de los derechos humanos”, y en 
su artículo 45° señala que “El poder del Estado emana del pueblo (...)”. 


EXP. N. ° 00014-2009-PI/TC 


ALCALDE DE LA MUNICIPALIDAD METROPOLITANA DE LIMA 


Control de la Constitucionalidad de las Leyes 


6. Partiendo del principio de Supremacía Constitucional se ha buscado que la 
Constitución de un Estado mantenga su vigencia efectiva vinculando a todos los entes 
del Estado con la consigna de la vigencia efectiva de los derechos fundamentales. Es 
así que han nacido dos grandes sistemas de control de la Constitucionalidad, uno 
denominado Control Difuso y el otro denominado Control Concentrado. 


El llamado Sistema Difuso como sistema de la revisión de la Constitución conocido 
también como Judicial Review remonta sus inicios a lo resuelto por el Juez Marshall 
en el caso Marbury vs. Madison en el año 1803 en los Estados Unidos de América, y en 
donde se determinó que todos los jueces y tribunales deben resolver las controversias 
llegadas a su sede —caso concreto—, de conformidad con la constitución inaplicando la 
ley inconstitucional, resaltando en lo resuelto que dicha labor corresponde a todos los 
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tribunales y jueces, no limitándose a uno en especial. Asimismo el Sistema 
Concentrado, abstracto o simplemente europeo, remonta sus orígenes a la obra 
creadora de Hans Kelsen en 1920, y cuya característica mayor es que deja el control de 
la constitucionalidad en manos de un solo órgano o tribunal ad hoc. 


Estos dos modelos inicialmente se originaron como sistemas puros de control de la 
constitucionalidad a través del tiempo, pero en su desarrollo se fueron dispersando en 
los diferentes países, manteniéndose puramente concentrados, o puramente difusos, 
pero también cierto es que en muchos otros países se fue desarrollando un modelo 
mixto u fusionado por los dos sistemas puros materia de comentario. Y en América 
Latina de manera peculiar y a partir de la segunda mitad del siglo XX se fue 
desarrollando la fusión de ambos sistemas puros, llegando a aplicarse este modelo 
dual en países tales como Bolivia, México, Brasil, y el Perú entre otros. 


EXP. N° 0009-2007-PI/TC y Exp. N.° 0010-2007-PI/TC 
(acumulados) 


LUIS MIGUEL SIRUMBAL RAMOS Y 8.438 CIUDADANOS Y 
CONGRESISTAS DE LA REPUBLICA 


15. Así, tal como ha sido establecido en jurisprudencia precedente, es indudable que si 
el Tribunal Constitucional no procediera de la forma descrita y, por el contrario, se 
limitara a declarar la inconstitucionalidad de la norma, sin ningún tipo de 
ponderación o fórmula intermedia, como la que ofrecen las sentencias interpretativas, 
el resultado sería manifiestamente inconstitucional y entonces nos encontraríamos en 
el escenario de un Tribunal que, con sus resoluciones, fomentaría un verdadero clima 
de inseguridad jurídica, en nada favorable al Estado social y democrático de Derecho. 


Y es que la Constitución normativa no sólo se hace efectiva cuando se expulsa del 
ordenamiento la legislación incompatible con ella, sino también cuando se exige que 
todos los días las leyes deban ser interpretadas y aplicadas de conformidad con ella 
(sentencias interpretativas); cuando se adecua (o se exige adecuar) a éstas a la 
Constitución (sentencias sustitutivas, aditivas, exhortativas); o cuando se impide que 
la Constitución se resienta sensiblemente por una declaración simple de 
inconstitucionalidad, no teniéndose en cuenta las consecuencias que ésta genera en el 
ordenamiento jurídico (sentencias de mera incompatibilidad). 


EXP. N° 0030-2005-PI/TC 


MÁS DEL 25% DEL NÚMERO LEGAL DE MIEMBROS DEL CONGRESO 
DE LA REPUBLICA 


58. La Constitución normativa no sólo se hace efectiva cuando se expulsa del 
ordenamiento la legislación incompatible con ella, sino también cuando se exige que 


23 


Guido Aguila Grados 


todos los días las leyes deban ser interpretadas y aplicadas de conformidad con ella 
(sentencias interpretativas); cuando se adecua (o se exige adecuar) a éstas a la 
Constitución (sentencias sustitutivas, aditivas, exhortativas); o cuando se impide que 
la Constitución se resienta sensiblemente por una declaración simple de 
inconstitucionalidad, no teniéndose en cuenta las consecuencias que ésta genera en el 
ordenamiento jurídico (sentencias de mera incompatibilidad). 
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3. EFICACIA DE DERECHOS FUNDAMENTALES 


EXP. N.° 1417-2005-AA/TC 


MANUEL ANICAMA HERNÁNDEZ 


52.3 La distinta eficacia de los derechos fundamentales 


13. De esta manera, la distinta eficacia que presentan los derechos fundamentales 
entre sí, no sólo reposa en cuestiones teóricas de carácter histórico, sino que estas 
diferencias revisten significativas repercusiones prácticas. En tal sentido, cabe 
distinguir los derechos de preceptividad inmediata o autoaplicativos, de aquellos otros 
denominados prestacionales, de preceptividad diferida, progresivos o programáticos 
(STC 0011-2002-Al, Fundamento 9). 


A esta última categoría pertenecen los derechos fundamentales económicos, sociales y 
culturales (DESC) que, en tanto derechos subjetivos de los particulares y obligaciones 
mediatas del Estado, necesitan de un proceso de ejecución de políticas sociales para 
que el ciudadano pueda gozar de ellos o ejercitarlos de manera plena. Tal es el sentido 
de la Undécima Disposición Final y Transitoria (UDFT) de la Constitución, al 
establecer que 


“[I]as disposiciones de la Constitución que exijan nuevos y mayores gastos 
públicos se aplican progresivamente”. 


14. Si bien los DESC son derechos fundamentales, tienen la naturaleza propia de un 
derecho público subjetivo, antes que la de un derecho de aplicación directa. Lo cual 
no significa que sean “creación” del legislador. En tanto derechos fundamentales, son 
derechos de la persona reconocidos por el Estado y no otorgados por éste. 


Sin embargo, su reconocimiento constitucional no es suficiente para dotarlos de 
eficacia plena, pues su vinculación jurídica sólo queda configurada a partir de su 
regulación legal, la que los convierte en judicialmente exigibles. Por ello, en la 
Constitución mantienen la condición de una declaración jurídica formal, mientras 
que la ley los convierte en un mandato jurídico aprobatorio de un derecho social. 


15. Lo expuesto significa que en determinadas circunstancias los DESC no pueden 
ser objeto de una pretensión susceptible de estimación al interior del proceso de 
amparo (vg. la exigencia judicial al Estado de un puesto de trabajo o una prestación 
de vivienda). Ello, sin embargo, no puede ser considerado como una regla absoluta. 


En efecto, tal como se ha precisado en otro momento, el principio de progresividad en 
el gasto a que hace alusión la UDFT de la Constitución, 


“no puede ser entendido con carácter indeterminado y, de este modo, servir 
de alegato frecuente ante la inacción del Estado, pues para este Colegiado la 
progresividad del gasto no está exenta de observar el establecimiento de 


25 


Guido Aguila Grados 


plazos razonables, ni de acciones concretas y constantes del Estado para la 
implementación de políticas públicas”. (STC 2945-2003-AA, Fundamento 
36). 


En esa perspectiva, entre los deberes del Estado previstos en el artículo 44° de la 
Constitución, no sólo se encuentra el garantizar la plena vigencia de los derechos 
fundamentales, sino también 


“promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia y en el 
desarrollo integral y equilibrado de la Nación”. 


16. Por ello, si bien es cierto que la efectividad de los DESC requiere la actuación del 
Estado a través del establecimiento de servicios públicos, así como de la sociedad 
mediante la contribución de impuestos, ya que toda política social necesita de una 
ejecución presupuestal, también lo es que estos derivan en obligaciones concretas por 
cumplir, por lo que los Estados deben adoptar medidas constantes y eficaces para 
lograr progresivamente la plena efectividad de los mismos en igualdad de condiciones 
para la totalidad de la población. 


17. Los DESC cumplen efectos positivos, vinculando al Estado y a los particulares en 

la promoción de las condiciones para su cabal eficacia. Asimismo, generan efectos 
negativos, al proscribir toda conducta gubernamental o particular que niegue u 
obstaculice su goce y ejercicio. 


18. Debe recordarse que 


“toda política pública nace de obligaciones objetivas concretas que tienen 
como finalidad primordial el resguardo de derechos tomando como base el 
respeto a la dignidad de la persona, y que en el caso de la ejecución 
presupuestal para fines sociales, esta no debe considerarse como un gasto sino 
como una inversión social. 


Por esta razón, sostener que los derechos sociales se reducen a un vínculo de 
responsabilidad política entre el constituyente y el legislador, no solo es una 
ingenuidad en cuanto a la existencia de dicho vínculo, sino también una distorsión 
evidente en cuanto al sentido y coherencia que debe mantener la Constitución (Morón 
Diaz, Fabio. La dignidad y la solidaridad como principios rectores del diseño y aplicación de 
la legislación en materia de seguridad social. Anuario de Derecho Constitucional. CIEDLA. 
Buenos Aires 2000. Pág. 668). (...). 


En consecuencia, la exigencia judicial de un derecho social dependerá de factores 
tales como la gravedad y razonabilidad del caso, su vinculación o afectación de otros 
derechos y la disponibilidad presupuestal del Estado, siempre y cuando puedan 
comprobarse acciones concretas de su parte para la ejecución de políticas sociales”. 
(STC 2945-2003-AA, Fundamentos 18 y 33). 


19. Así las cosas, en el Estado social y democrático de derecho, la ratio fundamentalis 
no puede ser privativa de los denominados derechos de defensa, es decir, de aquellos 
derechos cuya plena vigencia se encuentra, en principio, garantizada con una 
conducta estatal abstencionista, sino que es compartida también por los derechos de 
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prestación que reclaman del Estado una intervención concreta, dinámica y eficiente, a 
efectos de asegurar las condiciones mínimas para una vida acorde con el principio- 
derecho de dignidad humana. 


52.4 El contenido constitucionalmente protegido de los derechos fundamentales 
20. Tal como refiere Manuel Medina Guerrero, 


“en cuanto integrantes del contenido constitucionalmente protegido, cabría 
distinguir, de un lado, un contenido no esencial, esto es, claudicante ante los 
límites proporcionados que el legislador establezca a fin de proteger otros 
derechos o bienes constitucionalmente garantizados, y, de otra parte, el 
contenido esencial, absolutamente intangible para el legislador; y, extramuros 
del contenido constitucionalmente protegido, un contenido adicional 
formado por aquellas facultades y derechos concretos que el legislador quiera 
crear impulsado por el mandato genérico de asegurar la plena eficacia de los 
derechos fundamentales” (La vinculación negativa del legislador a los derechos 
fundamentales. Madrid: McGraw-Hill, 1996, p. 41) 


21. Así las cosas, todo ámbito constitucionalmente protegido de un derecho 
fundamental se reconduce en mayor o menor grado a su contenido esencial, pues todo 
límite al derecho fundamental sólo resulta válido en la medida de que el contenido 
esencial se mantenga incólume. 


Este Tribunal Constitucional considera que la determinación del contenido esencial 
de los derechos fundamentales no puede efectuarse a priori, es decir, al margen de los 
principios, los valores y los demás derechos fundamentales que la Constitución 
reconoce. En efecto, en tanto el contenido esencial de un derecho fundamental es la 
concreción de las esenciales manifestaciones de los principios y valores que lo 
informan, su determinación requiere un análisis sistemático de este conjunto de 
bienes constitucionales, en el que adquiere participación medular el principio- 
derecho de dignidad humana, al que se reconducen, en última instancia, todos los 
derechos fundamentales de la persona. 


En tal sentido, el contenido esencial de un derecho fundamental y los límites que 
sobre la base de éste resultan admisibles, forman una unidad (Háberle, Peter. La 
libertad fundamental en el Estado Constitucional. Lima: Fondo Editorial de la PUCP, 
1997, p. 117); por lo que, en la ponderación que resulte necesaria a efectos de 
determinar la validez de tales límites, cumplen una función vital los principios de 
interpretación constitucional de “unidad de la Constitución” y de “concordancia 
práctica”, cuyo principal cometido es opmitimizar la fuerza normativo-axiológica de 
la Constitución en su conjunto. 


22. Si bien es cierto que la exactitud de aquello que constituye o no el contenido 
protegido por parte de un derecho fundamental, y, más específicamente, el contenido 
esencial de dicho derecho, sólo puede ser determinado a la luz de cada caso concreto, 
no menos cierto es que existen determinadas premisas generales que pueden 
coadyuvar en su ubicación. Para ello, es preciso tener presente la estructura de todo 
derecho fundamental. 
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EXP. N.° 3179-2004-AA/TC 


APOLONIA CCOLLCCA PONCE 


Constitución y eficacia vertical de los derechos fundamentales. Sus consecuencias en 
el ámbito de los derechos protegidos por el amparo contra resoluciones judiciales 


15. A la misma conclusión hemos de arribar si ahora el análisis se efectúa a partir de 
la eficacia de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución de 1993. 


Tenemos expresado en nuestra jurisprudencia que todo derecho constitucional — 
expreso o implícitamente reconocido- tiene un ámbito protegido, un bien jurídico 
identificable, que es distinto de aquellos garantizados por otros derechos, en tanto que 
constituye una manifestación concreta del principio-derecho de dignidad. 


Ese ámbito de la realidad, deducible válidamente de una norma y disposición de 
derecho fundamental, es lo que en la STC 1417-2005-AA/TC hemos venido en 
denominar posición tusfundamental: 


Las posiciones de derecho fundamental son los derechos fundamentales en 
sentido estricto, pues son los concretos atributos que la persona humana 
ostenta al amparo de las normas (sentidos interpretativos) válidas derivadas 
directamente de las disposiciones contenidas en la Constitución que 
reconocen derechos. 


El objeto de una posición iusfundamental es siempre una conducta, de acción o de 
omisión -dependiendo del derecho de que se trate—, que un tercero (sujeto pasivo) 
debe realizar a favor de quien titulariza el derecho (sujeto activo). De ahí que los 
elementos de todo derecho fundamental sean: a) el sujeto que lo titulariza; b) el sujeto 
que se encuentra obligado con aquel, y c) el haz de posiciones subjetivas y objetivas 
efectivamente garantizadas por el derecho. 


16. Por lo general, el asunto relativo a la titularidad de los derechos fundamentales no 
ofrece mayores dificultades en su determinación. Prima facie, el titular por 
antonomasia de los derechos fundamentales es siempre la persona humana, en tanto 
que, como se ha expuesto, dichos derechos no son sino la concretización específica de 
particulares exigencias del principio de dignidad (artículo 1 de la Constitución), no 
obstante que la titularidad de algunos derechos fundamentales esté sujeta a la 
satisfacción de ciertas exigencias, como sucede con los derechos políticos y 
determinados derechos sociales y económicos. 


A su vez, el objeto de la relación, esto es, el haz de posiciones subjetivas y objetivas 
garantizados y, por tanto, exigibles en su realización a los sujetos obligados, depende 
de una serie de variables recabables en función de cada derecho reconocido en la 
Constitución. Como en la tantas veces citada STC 1417-2005/AA/TC hemos 
sostenido, el contenido constitucionalmente protegido de cada uno de los derechos no 
puede determinarse en abstracto, sino a "a la luz de cada caso concreto", identificando 
su finalidad, naturaleza y el ámbito de la realidad que se ha pretendido garantizar en 
cada uno de ellos. 
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Por lo que se refiere a los sujetos obligados con el objeto de la relación, no cabe duda 
de que el primer obligado con ellos es, sin excepción alguna, el Estado. Como se 
recordó en la STC 0976-2001-AA/TC, 


históricamente, los derechos fundamentales surgieron como derechos de 
defensa oponibles al Estado. 


Esto es, atributos subjetivos que protegen un ámbito de autonomía individual contra 
acciones arbitrarias de cualquiera de los poderes públicos. 


17. La vinculación de los derechos hacia cualesquiera de los poderes y, en general, 
órganos públicos, es lo que hemos venido en denominar eficacia vertical de los derechos 
fundamentales. Tal eficacia no es sino consecuencia de la naturaleza preestatal de los 
derechos fundamentales y, por tanto, del carácter servicial del Estado para con ellos, 
en tanto que la persona humana se proyecta en él como el fin supremo (art. 1 de la 
Constitución). 


En ese sentido, tenemos dicho que dentro de estos sujetos obligados para con el 
respeto y protección de los derechos fundamentales se encuentran todos los poderes 
públicos, es decir, los entes que forman parte del Estado, independientemente de su 
condición de órgano constitucional, legal o administrativo, y los grados e intensidad 
de autonomía que para con ellos el ordenamiento haya podido prever. 


Qué duda cabe de que dentro de esos poderes públicos vinculados con los derechos 
fundamentales se encuentra también el Poder Judicial y, con él, todas sus instancias 
jurisdiccionales, al mismo tiempo que sus órganos administrativos. La cuestión de 
qué derechos lo vinculan; bien cuando ejerce funciones jurisdiccionales; bien cuando 
ejerza las funciones administrativas propias a sus actividades de gestión, no puede 
sino responderse en los mismos términos que habitualmente se efectúa en relación 
con los demás poderes públicos. Todos los derechos fundamentales vinculan a todos los 
poderes públicos. De modo que todos los derechos fundamentales (y no sólo los que 
conforman la tutela procesal) vinculan al Poder Judicial y, en ese sentido, demandan 
acciones u omisiones destinadas a garantizar el ámbito de la realidad que cada uno de 
ellos persigue tutelar. 


No hay (no puede haber) un solo derecho fundamental que no pueda vincular a los 
órganos de la jurisdicción ordinaria. Ello es consecuencia de su condición de poder 
constituido y, al mismo tiempo, del carácter servicial para con el ejercicio efectivo de 
los derechos de la persona humana, pues, al fin y al cabo, la tutela jurisdiccional que 
prestan "(...) emana del pueblo", conforme lo recuerda el artículo 138 de la Ley 
Fundamental. 


29 


Guido Aguila Grados 


EXP. N.° 976-2001-AA/TC 


EUSEBIO LLANOS HUASCO 


III. Eficacia horizontal de los derechos fundamentales y el Amparo contra 
particulares 


5. Como se ha expuesto en los antecedentes de esta sentencia, un particular cuestiona 
que otro particular, Telefónica del Perú S.A., afecte sus derechos constitucionales. Tal 
controversia, si desde una perspectiva laboral podría caracterizarse como un conflicto 
que involucra a un trabajador con su empleador; desde una perspectiva 
constitucional, en su versión sustantiva, se encuadra en la problemática de la eficacia 
horizontal de los derechos fundamentales en las relaciones entre privados y, en su 
versión procesal, en la procedencia o no del denominado "amparo entre particulares". 


A) Eficacia horizontal de los derechos fundamentales entre privados 


6. Desde una perspectiva histórica, los derechos fundamentales surgieron como 
derechos de defensa oponibles al Estado. Es decir, como atributos subjetivos que 
protegían un ámbito de autonomía individual contra acciones u omisiones derivadas 
de cualquiera de los poderes públicos. De esta forma, los derechos y libertades 
fundamentales tenían al individuo por sujeto activo, y únicamente al Estado como 
sujeto pasivo, en la medida en que ellos tenían por objeto reconocer y proteger 
ámbitos de libertad o exigir prestaciones que los órganos públicos debían otorgar o 
facilitar. 


Por su propia naturaleza de "derechos públicos subjetivos", tales facultades no se 
extendían al ámbito de las relaciones privadas, pues se concebía que era inadmisible 
que entre privados se presentaran abusos o relaciones asimétricas, en razón a que 
dichas articulaciones, teóricamente, se realizaban en condiciones plenas de libertad e 
igualdad, que sólo el Estado podía poner en cuestión. 


Tal concepción se tradujo en considerar a la Constitución sólo como un documento 
normativo a partir del cual se regulaban las relaciones entre los individuos y el 
Estado, en tanto que las relaciones entre privados -en principio, libres e iguales- debía 
realizarse a través del Código Civil, que de esta manera era presentado como el 
estatuto jurídico fundamental de los particulares. Como eufemísticamente lo ha 
señalado Konrad Hesse [Derecho Constitucional y Derecho Privado, Editorial Civitas, 
Madrid 1995, Pág. 37], el Código Civil se convertía, así, en el "auténtico baluarte de la 
libertad". 


Hoy, desde luego, los derechos fundamentales no son sólo derechos públicos 
subjetivos, esto es, libertades que garantizan sólo un status negativus, la preservación 
de un ámbito de autonomía personal oponible al Estado. A juicio del Tribunal 
Constitucional, al lado de la idea de los derechos fundamentales como derechos 
subjetivos, también hay que reconocer en ellos el establecimiento de verdaderos 
valores supremos, es decir, el componente estructural básico del orden constitucional, 
"en razón de que son la expresión jurídica de un sistema de valores, que, por decisión 
del constituyente, ha de informar el conjunto de la organización jurídica y política; 
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(...) el fundamento del orden jurídico y de la paz social." [STC de España 53/1985, 
Fund. Jur. N°. 4]. 


Y es que, como lo ha sostenido el Tribunal Constitucional Federal de Alemania, la 
Constitución, que no quiere ser un ordenamiento neutral, ha introducido con los 
derechos fundamentales un ordenamiento valorativo objetivo, en el cual se encuentra 
la más importante consolidación de la fuerza de validez de aquellos. Este sistema de 
valores, que encuentra su punto central en el libre desarrollo de la personalidad y en 
la dignidad del ser humano, vale como una decisión constitucional fundamental para 
todos los ámbitos del derecho: legislación, administración y jurisdicción reciben de 
ella sus líneas orientativas y su impulso [BverfGE 7, 204 y ss]. 


Ello significa que los derechos fundamentales no sólo demandan abstenciones o que 
se respete el ámbito de autonomía individual garantizado en su condición de derechos 
subjetivos, sino también verdaderos mandatos de actuación y deberes de protección 
especial de los poderes públicos, al mismo tiempo que informan y se irradian las 
relaciones entre particulares, actuando como verdaderos límites a la autonomía 
privada. 


Este especial deber de protección que se deriva de esta concepción objetiva de los 
derechos fundamentales, impone como una tarea especial del Estado su intervención 
en todos aquellos casos en los que éstos resulten vulnerados, independientemente de 
dónde o de quiénes pueda proceder la lesión. Con lo cual entre los sujetos pasivos de 
los derechos ya no sólo se encuentra el Estado, sino también a los propios particulares. 


Como se ha dicho, esta eficacia horizontal de los derechos fundamentales en las 
relaciones entre privados se deriva del concepto de Constitución como Ley 
Fundamental de la Sociedad, que en nuestro ordenamiento se encuentra plasmado a 
través del artículo 1° de la Constitución de 1993, que pone énfasis en señalar que "La 
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la 
sociedad y del Estado" . 


Se trata, además, de una consecuencia que se deriva, en todos sus alcances, del propio 
artículo 38” de la Constitución, según el cual "Todos los peruanos tienen el deber (...) 
de respetar, cumplir (...) la Constitución (...)". Con dicho precepto constitucional se 
establece que la vinculatoriedad de la Constitución se proyecta erga omnes, no sólo al 
ámbito de las relaciones entre los particulares con el Estado, sino también a aquéllas 
establecidas entre particulares. De manera que la fuerza normativa de la 
Constitución, su fuerza activa y pasiva, así como su fuerza reguladora de las relaciones 
jurídicas, se proyecta también a las establecidas entre particulares, por lo que 
cualquier acto proveniente de una persona natural o persona jurídica de derecho 
privado, que pretenda conculcarlos o desconocerlos, deviene inexorablemente en 
inconstitucional. 


En suma, pues, los derechos constitucionales informan y se irradian por todos los 
sectores del ordenamiento jurídico, -incluidos los referidos a la materia laboral- pues 
ellos forman parte esencial del orden público constitucional. 
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B) La eficacia directa e indirecta de los derechos fundamentales 


7. Los derechos fundamentales tienen eficacia directa en las relaciones inter privatos 
cuando esos derechos subjetivos vinculan y, por tanto, deben ser respetados, en 
cualesquiera de las relaciones que entre dos particulares se pueda presentar, por lo 
que ante la posibilidad de que éstos resulten vulnerados, el afectado puede promover 
su reclamación a través de cualquiera de los procesos constitucionales de la libertad. 


Como expresó la Corte Suprema de Justicia de Argentina, en 1957, en el Leanding 
Case Angel Siri: "Nada hay, ni en la letra ni en el espíritu de la Constitución, que 
permita afirmar que la protección de los llamados derechos humanos (...) esté 
circunscrita a los ataques que provengan sólo de la autoridad. Nada hay, tampoco, que 
autorice la afirmación de que el ataque ilegítimo, grave y manifiesto contra cualquiera 
de los derechos que integran la libertad, latu sensu, carezca de la protección 
constitucional adecuada (...) por la sola circunstancia de que ese ataque emane de 
otros particulares o de grupos organizados de individuos (...) 


Aún menos admisible es el distingo a que antes se ha hecho referencia, considerando 
las condiciones en que se desenvuelve la vida social de estos últimos cincuenta años. 
Además de los individuos humanos y del Estado, hay una tercera categoría de sujetos, 
con o sin personalidad jurídica, que sólo raramente conocieron los siglos anteriores: 
los consorcios, los sindicatos, las asociaciones profesionales, las grandes empresas, que 
acumulan casi siempre un enorme poderío material o económico. (...) 


Lo que primordialmente tienen en vista el hábeas corpus y el recurso de amparo, no es 
el origen de la restricción, sino estos derechos en sí mismos, a fin de que sean 
salvaguardados". 


8. En cambio, se dice que los derechos fundamentales sólo tienen eficacia indirecta 
cuando no tienen la capacidad de regular directamente las relaciones inter privatos, 
sino que tal eficacia se materializa mediatamente a través de su recepción por la ley y 
la protección de los jueces de la jurisdicción ordinaria, quienes están llamados a 
aplicar las leyes y reglamentos de conformidad con la Constitución y, en especial, con 
el contenido constitucionalmente protegido de los derechos fundamentales. Tal teoría 
de la eficacia de los derechos fundamentales matiza la incidencia de éstos en el ámbito 
del derecho privado, filtrándolos a través de las normas propias de cada sector del 
ordenamiento (civil, laboral, etc.). 


Desde esta perspectiva, un problema entre privados en materia de derechos 
fundamentales no es resoluble, en principio, mediante los procesos de la justicia 
constitucional de la libertad, sino a través de los que existen en el ámbito de la 
jurisdicción ordinaria. 


Lo anterior no quiere decir que tales problemas no puedan ser resueltos en algún 
momento a través del amparo, sino que, para que ello suceda, es precisa la mediación 
del juez ordinario, a quien por ficción, en caso de no dispensar una tutela adecuada, se 
le termina imputando la lesión de los derechos constitucionales. Como puede 
observarse, tal construcción en torno a la eficacia indirecta de los derechos se realiza 
en un marco donde es difícil salirse del esquema de los derechos fundamentales como 
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derechos públicos subjetivos, de modo que mientras no exista acto estatal que se 
interponga, no es posible que mediante el amparo se pueda resolver este tipo de 
problemas. 


Así sucede en España y en Alemania, países donde sus tribunales constitucionales, 
por disposición de sus leyes que los regulan, han proclamado que los derechos sólo 
pueden tener una eficacia indirecta o mediata entre particulares, por lo que a través 
del recurso de queja constitucional o del amparo no es posible que sean tutelados 
directamente [Alexei Julio Estrada, "Los tribunales constitucionales y la eficacia entre 
particulares de los derechos fundamentales", en Miguel Carbonell, Compilador, Teoría 
constitucional y derechos fundamentales, Comisión Nacional de Derechos Humanos, 
México D.F. 2002, Pág. 203 y ss.]. 


También es el caso de los Estados Unidos de Norteamerica, cuya Corte Suprema, pese 
a los serios reparos que se la ha hecho, se ha negado ha efectuar un control de 
constitucionalidad directo de los actos imputables a los particulares, entre tanto no 
exista una state action. De esa forma, los derechos reconocidos en la sucesivas 
enmiendas al texto constitucional, se han comprendido como que sólo vinculan al 
Estado y no pueden invocarse si no es en presencia de una acción estatal 
presuntamente ilícita. [Juan María Bilbao Ubillos, Los derechos fundamentales en la 
frontera entre lo público y lo privado (La noción de state action en la jurisprudencia 
norteamericana), McGraw-Hill, Madrid 1997]. 


C) El Amparo contra particulares y la eficacia directa (e indirecta) de los derechos 
fundamentales en las relaciones entre particulares en nuestro ordenamiento 


9. En el caso peruano, si los derechos tienen una eficacia directa o indirecta en las 
relaciones entre particulares, es un asunto que la misma Constitución se ha encargado 
implícitamente de resolver. En efecto, aunque la Norma Suprema no contenga una 
cláusula expresa que lo prescriba, tal eficacia directa puede deducirse de los preceptos 
constitucionales a los que se ha hecho referencia en el Fundamento Jurídico N.° 6? de 
esta sentencia, y, además, del inciso 2) del artículo 200°, donde se preceptúa que "la 
acción de amparo, (...) procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier (...) 
persona". 


Que cualquiera pueda interponer un amparo contra acciones u omisiones 
provenientes de una persona (natural o jurídica de derecho privado), quiere decir que 
los derechos constitucionales vinculan directamente esas relaciones inter privatos y, 
precisamente porque vinculan, su lesión es susceptible de repararse mediante esta 
clase de procesos. 


Evidentemente, tal cosa no quiere decir que el juez constitucional pueda realizar un 
control de la misma intensidad como la que normalmente se realiza en los actos que 
emanan de los poderes públicos. Con frecuencia existen justificaciones para la 
realización de conductas o acto de los privados que no podrían aducirse nunca 
respecto de los actos emanados de órganos estatales. Ello es consecuencia, 
naturalmente, de que en la figura del amparo contra particulares, las partes que en 
ella participan son titulares de derechos constitucionales. 
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De ahí que, a juicio del Tribunal Constitucional, el control constitucional de los actos 
de particulares debe realizarse caso por caso y a través de un delicado juicio de 
proporcionalidad y razonabilidad. 


10. Sin embargo, que problemas constitucionales de esta naturaleza puedan resolverse 
en el ámbito de la justicia constitucional de la libertad, no excluye que también 
puedan plantearse y resolverse en el ámbito de la justicia ordinaria. Es decir, que los 
derechos fundamentales también puedan tener una eficacia indirecta. 


Si, como antes se ha indicado, los derechos fundamentales no sólo constituyen 
derechos subjetivos, sino también el componente estructural básico del orden 
constitucional, quiere ello decir que éstos tienen la capacidad de irradiarse por todo el 
ordenamiento jurídico, empezando, desde luego, por la ley y las normas con rango de 
ley. Lo que significa que las leyes deben de interpretarse y aplicarse de conformidad 
con los derechos fundamentales y que, en caso de que así no suceda, los jueces 
ordinarios se encuentran especialmente comprometidos en resolver las controversias 
para los cuales son competentes, de conformidad con esos derechos. Como también 
antes se ha expresado, ello se deriva del especial deber de protección que todos los 
poderes públicos están llamados a desarrollar a partir del carácter objetivo de los 
derechos fundamentales. 


Esta hipótesis, es decir, que problemas relativos a derechos fundamentales entre 
particulares pueda resolverse en sede de la justicia ordinaria, es también una lectura 
que se deriva implícitamente del inciso 3) del artículo 6° de la Ley N°. 23506, al 
señalar que el afectado en sus derechos constitucionales puede optar por recurrir o 
bien a la justicia constitucional o bien a la justicia ordinaria, con la condición de que 
si acude a esta última, con posterioridad ya no podrá utilizar la acción de amparo. 


En definitiva, ello significa que en nuestro país los derechos fundamentales tienen 
eficacia en las relaciones entre particulares, ya sea de manera directa o indirecta. Lo 
que vale tanto como afirmar que dichas controversias pueden resolverse bien en sede 
constitucional o bien en la justicia ordinaria. 


La diferencia entre uno y otro sistema de protección jurisdiccional de los derechos es 
que ambos no siempre tienen la misma finalidad y, por tanto, los alcances de su 
protección pueden ser distintos. Aparte, desde luego, de las necesarias limitaciones a 
los que está sujeto el amparo en relación con los demás procesos ordinarios (Vg. la 
inexistencia de estación probatoria, etc... De ahí que, como en innumerables 
oportunidades lo ha advertido este Tribunal, para que eventuales abusos en las 
relaciones entre privados sean susceptibles de ser dilucidados en el ámbito de los 
procesos constitucionales, no basta que se produzca un acto arbitrario o que se haya 
vulnerado un interés o derecho subjetivo de orden estrictamente legal, sino que es 
preciso que éste repercuta directamente sobre un derecho constitucional. 


De esta situación, por cierto, no se excluyen los problemas en materia de derechos 
constitucionales que se pudieran derivar de las relaciones entre empleadores y 
trabajadores sujetos al régimen de la actividad privada. Los derechos fundamentales, 
en cuanto elementos objetivos del ordenamiento constitucional, deben ser protegidos 
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con independencia del sector o parte del ordenamiento en el que las lesiones o 
amenazas de violaciones de derechos se pudieran presentar. 


Por ello, este Tribunal Constitucional no comparte el criterio sostenido por la 
demandada según el cual el amparo no es la vía idónea para resolver esta controversia, 
pese a haberse alegado la violación de un derecho constitucional, pues el 
ordenamiento ha previsto que tal tipo de problemas pueden (o deben) resolverse 
mediante los procesos laborales. Como se ha indicado, un problema de la naturaleza 
que ahora tiene que resolver el Tribunal bien puede resolverse o a través del amparo, 
con las limitaciones que le son propias, o mediante los procesos ordinarios, con las 
notas que son propias de la protección jurisdiccional ordinaria. 


EXP. N.° 410-2002-AA/TC 


JULIA SOLEDAD CHÁVEZ ZÚÑIGA 


Eficacia de los derechos fundamentales entre privados 


6. No obstante lo dicho, detrás del argumento de las recurridas, según las cuales la 
presente controversia, en realidad, se trataría, antes que de un problema 
constitucional, de uno de naturaleza jurídico-civil, se esconde un problema capital en 
relación con el denominado amparo entre particulares y, de manera especial, con la 
eficacia o no de los derechos constitucionales en las relaciones entre privados. 


Sobre el particular, en el Caso Sindicato Unitario de Trabajadores de Telefónica del 
Perú (Exp. N.° 1124-2001-AA/TOC), este Tribunal Constitucional ha advertido que, "de 
conformidad con el artículo 38.” de la Constitución, todos los peruanos tienen el deber 
(...) de respetar, cumplir (...) la Constitución. Esta norma establece que la 
vinculatoriedad de la Constitución se proyecta erga omnes, no sólo al ámbito de las 
relaciones entre los particulares y el Estado, sino también al de aquellas establecidas 
entre particulares (...)". Desde esa perspectiva, si bien los derechos fundamentales 
surgieron como derechos de defensa oponibles al Estado, es decir, como atributos 
subjetivos que protegían un ámbito de autonomía individual contra acciones 
derivadas de cualquiera de los poderes públicos, hoy también esos atributos son 
susceptibles de titularizarse y tutelarse en el ámbito de las relaciones inter privatos. 


Negar que los derechos fundamentales puedan tener eficacia en las relaciones entre 
privados importaría tanto como afirmar, como se hiciera en el siglo XIX, que la 
Constitución sólo es un documento normativo cuyo ámbito de aplicación sólo 
comprende a las diversas dependencias estatales. Naturalmente, semejante definición 
no se corresponde con nuestro concepto de Carta Magna, según el cual la 
Constitución es la Ley Fundamental de la Sociedad y, como tal, vincula y a ella 
quedan vinculados todos los poderes públicos e, incluso, los propios particulares. 


De ahí que el Tribunal Constitucional tenga que señalar que los derechos 
constitucionales informan y se irradian por todos los sectores del ordenamiento 
jurídico y, en ese sentido, lo hace en forma directa incluso en las relaciones que entre 
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privados pudieran suscitarse, toda vez que su respeto constituye, en el plano 
sustancial, parte del orden público constitucional. "En consecuencia, cualquier acto 
proveniente de una persona natural o jurídica de derecho privado, que pretenda 
conculcar o desconocerlos (...) resulta inexorablemente inconstitucional" (Exp. N.° 
1124-2002-AA/TC). 


EXP. N.° 5215-2007-PA/TC 


ELIZABETH CONSUELO SÁNCHEZ MOYA Y OTRA 


La eficacia de los derechos fundamentales entre particulares 


5. Respecto al fondo, es menester determinar si al decidirse la exclusión de los socios 
se ha respetado el derecho a un debido proceso, ya que si bien nos encontramos en el 
ámbito privado, conforme al artículo 38” de la Constitución “Todos los peruanos tienen 
el deber [..]. de respetar, cumplir y defender la Constitución”, norma que impone el deber 
de respetar los derechos de todos, sea que desarrollen sus actividades en la esfera 
privada o pública. 


6. Los derechos fundamentales que la Constitución Política del Estado reconoce son 
derechos subjetivos pero también constituyen manifestación de un orden material y 
objetivo de valores constitucionales en los cuales se sustenta todo el ordenamiento 
jurídico. Esta última dimensión objetiva de los derechos fundamentales se traduce, 
por un lado, en exigir que las leyes y sus actos de aplicación se realicen conforme a los 
derechos fundamentales (efecto de irradiación de los derechos en todos los sectores 
del ordenamiento jurídico) y, por otro, en imponer, sobre todos los organismos 
públicos, un deber de tutelar dichos derechos. 


7. Sin embargo, esta vinculación de los derechos fundamentales en la que se 
encuentran los organismos públicos, no significa que tales derechos solo se puedan 
oponer a ellos, y que las personas naturales o jurídicas de derecho privado se 
encuentren ajenas a su respeto. El Tribunal Constitucional ha manifestado en 
múltiples ocasiones que, en nuestro sistema constitucional, los derechos 
fundamentales vinculan tanto al Estado como a los particulares. 


8. La Constitución es la norma de máxima supremacía en el ordenamiento jurídico y, 
como tal, vincula al Estado y la sociedad en general. De conformidad con el artículo 
38° de la Constitución, “Todos los peruanos tienen el deber (...) de respetar, cumplir 
(...) la Constitución (...)”. Esta norma establece pues que la vinculatoriedad de la 
Constitución se proyecta erga omnes, no sólo al ámbito de las relaciones entre los 
particulares y el Estado, sino también a aquellas establecidas entre particulares. 


9. Ello quiere decir que la fuerza normativa de la Constitución, su fuerza activa y 
pasiva, así como su fuerza regulatoria de relaciones jurídicas se proyecta también a las 
establecidas entre particulares, aspecto denominado como la eficacia inter privatos o 
eficacia frente a terceros de los derechos fundamentales. En consecuencia, cualquier 
acto proveniente de una persona natural o persona jurídica de derecho privado, que 
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pretende conculcar o desconocerlos, como es el caso del acto cuestionado en el 
presente proceso, resulta inexorablemente inconstitucional. 


10. Pero el efecto horizontal o inter privatos que detentan los derechos fundamentales no 
sólo se deriva del artículo 38% de la Constitución, sino también del principio dignidad 
(artículos 1° y 3° de la Constitución), en cuanto el valor central de la persona impone 
que sus derechos fundamentales proyecten también su efecto regulador al ámbito de 
la sociedad y de la propia autonomía privada. 


11. La dignidad de la persona trae así consigo la proyección universal, frente a todo 
tipo de destinatario, de los derechos fundamentales, de modo que no hay ámbito 
social exento del efecto normativo y regulador de los mismos, pues de haber alguno, 
por excepcional que fuese, se negaría el valor normativo del mismo principio de 
dignidad. En consecuencia, los derechos fundamentales vinculan, detentan fuerza 
regulatoria en las relaciones jurídicas de derecho privado, lo cual implica que las 
normas estatutarias de las entidades privadas, y los actos de sus órganos deben 
guardar plena conformidad con la Constitución y, en particular, con los derechos 
fundamentales. 


12. Resulta, pues, inadmisible y carente de todo sentido pretender que porque una 
determinada organización de particulares se rige por sus propias normas internas, 
resulta invulnerable o inmune al control constitucional. Si, como se ha dicho, los 
derechos fundamentales no sólo vinculan a los poderes públicos, sino a todas las 
personas, sean estas públicas o privadas, queda claro que cualquier afectación sobre su 
contenido es susceptible no sólo de revisión en sede constitucional, sino de tutela en 
las circunstancias en que tal violación o amenaza de violación quede manifiestamente 
acreditada, respetando, desde luego, el procedimiento legal-estatutario —en el caso de 
organizaciones particulares- si lo hubiere. Así también, al interior de una institución 
privada, que como en el caso de autos constituye una sociedad civil de derecho 
privado, se impone el deber de respetar los derechos fundamentales. 


EXP. N° 8002-2006-PA/TC 


LORENA GONZÁLEZ VIGNATI 


La eficacia de los derechos fundamentales y las organizaciones corporativo 
particulares 


4. Un tema que es vital dilucidar antes de evaluar la legitimidad de la demanda 
tiene que ver con un argumento utilizado tangencialmente tanto por la primera como 
por la segunda instancia judicial para desestimar la demanda; en efecto, del contenido 
de dichas resoluciones se desprende la tesis de que, como la emplazada es una entidad 
corporativo particular que se rige por sus propias normas y estatutos, no podría 
interponérsele reclamos como los que sustentan la presente demanda, pues a nadie se 
le puede obligar a convivir con quien no quiere. Sobre este particular, este Colegiado 
no puede sino recordar lo que ha sido una máxima de su jurisprudencia, según la 
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cual, los derechos fundamentales (como en general, la propia Constitución) vinculan 
no sólo a los poderes públicos, sino a todas las personas, sean estas públicas o 
privadas. Desde dicha perspectiva, es inadmisible y carente de todo asidero racional 
pretender que porque una determinada organización de particulares se rige por sus 
propias normas internas, resulta invulnerable o inmune al control constitucional. 
Desde el primer instante en que los derechos fundamentales rigen en el ámbito de la 
vida, tanto pública como privada, es evidente que cualquiera que fuese la afectación 
sobre su contenido, se franquea de inmediato la correlativa posibilidad no sólo de 
revisión en la sede constitucional, sino de tutela en las circunstancias en que tal 
violación o amenaza de violación quede manifiestamente acreditada, respetando 
desde luego el procedimiento legal-estatutario, si lo hay. Este Colegiado, por 
consiguiente, no comparte ni podría compartir la tesis de que los derechos 
constitucionales sólo imponen un deber de respeto u observancia exclusivamente al 
Estado y sus autoridades. El deber, como ya se dijo, es para todos y es esa la 
perspectiva con la que debe encararse la presente controversia, máxime considerando 
que la recurrente no tiene calidad de asociada de la demandada y, por tanto, a ella no 
le alcanza la normatividad del estatuto social que constituye el nexo jurídico entre la 
asociación y sus asociados. 
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III. LAS CONSTITUCIONES DEL 
NEOCONSTITUCIONALISMO 


Terminada la Segunda Guerra Mundial el desarrollo constitucional atravesó tres 
momentos de inflexión hasta la actualidad y en cada uno de ellos surgieron 
constituciones paradigmáticas que encarnan este fenómeno que analizamos: 


a. Los textos constitucionales de la segunda posguerra 
1. Constitución Italiana de 1947 


1i. Constitución Alemana de 1949 


b. Las constituciones de las transiciones democráticas en la Europa suroccidental 


1. Constitución Portuguesa de 1976 


11. Constitución Española de 1978 


c. Las constituciones finiseculares de América Latina 
i. Constitución Brasileña de 1988 


ii. Constitución Colombiana de 1991 


En cada una de las constituciones señaladas —y por supuesto en muchas otras- se 
distinguen con nitidez las siguientes características: 


a. Presentan un catálogo de Derechos Fundamentales 


En efecto, en las principales constituciones promulgadas después de la Segunda 
Guerra Mundial hasta nuestros días se aprecia este denominador común: un capítulo 
o hasta un título del plexo constitucional que en su integridad está dedicado en 
exclusiva a los derechos fundamentales. La buena noticia es que aún con la Europa 
dolida y humeante por el holocausto del primer lustro de los años 40”, fueron 
precisamente los países inicialmente responsables de la más sangrienta de las guerras 
los que colocaron al ciudadano por encima del Estado. Así, la Constitución Italiana de 
1947 señala entre sus artículos 13% y 54° los derechos y deberes de los ciudadanos y en 
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su artículo 139° afirma que no podrá ser objeto de reforma constitucional la forma 
republicana de gobierno. La Ley Fundamental para la República Alemana de 1949 
titula su capítulo primero “De los derechos fundamentales” (“Die Grundrechte”) y se 
despacha con 19 artículos. Las ideas y postulados de Mussolini y Hitler se fosilizaron 
en mil quinientos días. Cifras de ciencia ficción. . 


Hay más. En algunos casos, la parcela constitucional dedicada a los derechos 
fundamentales constituye el artículo más extenso de la norma. En el caso peruano el 
artículo segundo de la Constitución de 1993 tiene 24 incisos y el último de estos 8 
numerales. Sólo es igualado en extensión con el artículo 118%, que regula las 
atribuciones del Presidente de la República en un país crónicamente presidencialista. 


Posiblemente sea difícil encontrar algo que iguale el caso brasileño. Es preciso 
observar el artículo 5% de la Constitución de la República Federativa de Brasil -a 
riesgo de adormecer la lectura- para medir la dimensión de lo que señalamos: 


“Todos son iguales ante la ley, sin distinción de cualquier naturaleza, garantizándose a los 
brasileños y a los extranjeros residentes en el País la inviolabilidad del derecho a la vida, a la 
libertad, a la igualdad, a la seguridad y a la prioridad, en los siguientes términos: 


1. El hombre y la mujer son iguales en derechos y obligaciones, en los términos de esta 
Constitución. 


Nadie está obligado a hacer o dejar de hacer alguna cosa sino en virtud de ley. 
Nadie será sometido a tortura ni a trato inhumano o degradante. 


Es libre la manifestación del pensamiento, quedando prohibido el anonimato. 


HAS on 


Queda asegurado el derecho de respuesta, proporcional al agravio, además de la 
indemnización por daño material, moral o a la imagen. 


6. Es inviolable la libertad de conciencia y de creencia, estado asegurado el libre ejercicio de 
los cultos religiosos y garantizada, en la forma de la ley, la protección de los locales de 
culto y sus liturgias. 


7. Queda asegurada, en los términos de la ley, la prestación de asistencia religiosa en las 
entidades civiles y militares de internamiento colectivo. 


8. Nadie será privado de derechos por motivo de creencia religiosa o de convicción 
filosófica o política, salvo si las invocara para eximirse de obligación legal impuesta a 
todos y rehusase cumplir la prestación alternativa, fijada por ley. 


9. Es libre la expresión de la actividad intelectual, artística, científica y de comunicación, 
sin necesidad de censura o licencia. 


10. Son inviolables la intimidad, la vida privada, el honor y la imagen de las personas, 
asegurándose el derecho a indemnización por el daño material o moral derivado de su 
violación. 

11. La casa es asilo inviolable del individuo, no pudiendo penetrar nadie en ella sin el 
consentimiento del morador, salvo en caso de flagrante delito o desastre, o para prestar 
socorro, o, durante el día, por determinación judicial. 
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12 


15. 


14. 


15. 


16. 


Ir 


18. 


19. 


20. 
21. 


22; 


23. 


24. 


25. 


26. 


27. 


. Es inviolable el secreto de la correspondencia, de las comunicaciones telegráficas, de las 


informaciones y de las comunicaciones telefónicas, salvo, en el último caso, por orden 
judicial, en las hipótesis y en la forma que la ley establezca para fines de investigación 
criminal o instrucción penal. 


Es libre el ejercicio de cualquier trabajo, oficio o profesión, cumpliendo las calificaciones 
profesionales que la ley establezca. 


Queda garantizados a todos el acceso a la información y salvaguardado el secreto de las 
fuentes cuando sea necesario para el ejercicio profesional. 


Es libre el desplazamiento en el territorio nacional en tiempo de paz, pudiendo cualquier 
persona, en los términos de la ley, entrar en él, permanecer o salir de él con sus bienes. 


Todos pueden reunirse pacíficamente, sin armas, en locales abiertos al público, sin 
necesidad de autorización, siempre que no frustren otra reunión anteriormente 
convocada en el mismo local, exigiéndose sólo a viso previo a la autoridad competente. 


Es plena la libertad de asociación para fines lícitos, prohibiéndose la de carácter 
paramilitar. 


La creación de asociaciones y, en la forma de la ley, la de cooperativas no dependen de 
autorización, quedando prohibida la interferencia estatal en su funcionamiento. 


Las asociaciones sólo podrán ser compulsivamente disueltas o ser suspendidas en sus 
actividades por decisión judicial, exigiéndose, en el primer caso, sentencia firme. 


Nadie podrá ser obligado a asociarse o permanecer asociado. 


Las entidades asociativas, cuando estén expresamente autorizadas, están legitimadas 
para representar a sus afiliados judicial o extrajudicialmente. 


Se garantiza el derecho a la propiedad; XXIII la propiedad privada atenderá su 
función social; XXIV la ley establecerá el procedimiento para la expropiación por causa 
de necesidad o utilidad pública, o por interés social, mediante justa y previa 
indemnización en dinero, salvo los casos previstos en esta Constitución. 


En caso de inminente peligro público, la autoridad competente podrá usar la propiedad 
particular asegurándose al propietario indemnización posterior, si hubiese daño. 


La pequeña propiedad rural, así definida en la ley, siempre que sea trabajada por la 
familia, no será objeto de embargo por el pago de deudas derivadas de su actividad 
productiva, debiendo regular la ley los medios de financiar su desarrollo. 


Pertenece a los autores el derecho exclusivo de utilización, publicación o reproducción de 
sus obras, siendo transmisible a los herederos por el tiempo que la ley determine. 


La ley asegurará a los autores de inventos industriales el privilegio temporal para su 
utilización, así como la protección de las creaciones industriales, de la propiedad de 
marcas, de los nombres de empresas y de otros signos distintivos, temiendo en cuenta el 
interés social y el desarrollo económico del País. 


Están asegurados, en los términos de la ley: 


1. La protección de las participaciones individuales en obras colectivas y de la 
reproducción de la imagen y voz humanas, incluso en las actividades deportivas. 
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26. 


29, 
0. 


31. 
32. 


33. 


34. 


35. 


36. 
37. 


36. 
39. 
40. 


41. 


2. El derecho de los creadores, de los intérpretes y de las respectivas representaciones 
sindicales y asociativas de fiscalización del aprovechamiento económico de las obras 
que creasen o en las que participasen. 


La ley asegurará a los autores de inventos industriales el privilegio temporal para su 
utilización, así como la protección de las creaciones industriales, de la propiedad de 
marcas, de los nombres de empresas y de otros signos distintivos, teniendo en cuenta el 
interés social y el desarrollo económico del País. 


Se garantiza el derecho a la herencia. 


La sucesión de los bienes de extranjeros situados en el País será regulada por la ley 
brasileña en beneficio del cónyuge o de los hijos brasileños siempre que no les sea más 
favorable la ley personal del `decujus'. 


El Estado promoverá, en la forma de la ley, la defensa del consumidor. 


Todos tienen derecho a recibir de los órganos públicos informaciones de su interés 
particular, o de interés colectivo o general, que serán facilitados en el plazo señalado en 
la ley, bajo pena de responsabilid ad, salvo aquellas cuyo secreto sea imprescindible para 
la seguridad de la sociedad y del Estado. 


Quedan garantizados a todos, sin necesidad del pago de tasas: 


1. El derecho de petición ante los Poderes Públicos en defensa de derechos o contra la 
ilegalidad o el abuso de poder. 


2. La obtención de certificaciones en oficinas públicas para la defensa de derechos y el 
esclarecimiento de situaciones de interés personal. 


La ley no excluirá de la apreciación del Poder Judicial la lesión o la amenaza de 
derechos. 


La ley no perjudicará los derechos adquiridos, los actos jurídicos perfectos ni la cosa 
juzgada. 


No habrá juicios ni tribunales de excepción. 

Se reconoce la institución del jurado, con la organización que la ley le dé, asegurándose: 
1. La plenitud de la defensa. 

2.  Elsecreto de las votaciones. 

3. La superioridad de los veredictos. 

4. La competencia para el enjuiciamiento de los delitos dolosos contra la vida. 

No hay delito sin ley anterior que lo defina, ni pena sin previa conminación legal. 

La ley penal no será retroactiva salvo para beneficiar al reo. 


La ley castigará cualquier discriminación atentatoria contra los derechos y libertades 
fundamentales. 


La práctica del racismo constituye delito no susceptible de fianza e imprescriptible, sujeto 
a penas de reclusión en los términos de la ley. 
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48. 
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52. 


53. 
54. 
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La ley considera delitos no afianzables y no susceptibles de indulto o amnistía la práctica 
de la tortura, el tráfico ilícito de estupefacientes y drogas afines, el terrorismo y los 
definidos como delitos repugnantes , respondiendo de ellos los incitadores, los ejecutores y 
los que pudiendo evitarlos se abstuvieran. 


Constituyen delito no afianzable e imprescindible las acciones de grupos armados, civiles 
o militares, contra el orden institucional y el Estado Democrático. 


Ninguna pena trascenderá de la persona del condenado, pudiendo extenderse a los 
sucesores y ser ejecutadas contra ellos la obligación de reparar el daño y la decisión de 
privación de bienes, en los términos de la ley, hasta el límite del valor del patrimonio 
transmitido. 


La ley regulará la individualización de la pena y adoptará, entre otras, las siguientes: 
1. privación o restricción de libertad. 

2. privación de bienes. 

3. multa. 

4. prestación social alternativa. 

5. suspensión o privación de derechos. 

No habrá penas 

De muerte, salvo en caso de guerra declarada en los términos del art. 84, XIX. 
De carácter perpetuo. 

De trabajos forzados. 


De destierro. 


HAS hn 


Crueles. 


La pena será cumplida en establecimientos distintos, de acuerdo con la naturaleza del 
delito, la edad y el sexo del penado. 


Esta asegurado a los presos el respeto a la integridad física y moral. 


Se garantizarán las condiciones para que las condenadas puedan permanecer con sus 
hijos durante el período de lactancia. 


Ningún brasileño será extraditado, salvo el naturalizado, en supuesto de delito común, 
practicado antes de la naturalización o de comprobada vinculación en tráfico ilícito de 
estupefacientes y drogas afines, en la forma de la ley. 


No se concederá la extradición de extranjeros por delitos políticos o de opinión. 
Nadie será procesado ni condenado sino por autoridad competente. 
Nadie será privado de la libertad o de sus bienes sin el debido proceso legal. 


Se garantiza a los litigantes, en el procedimiento judicial o administrativo, y a los 
acusados en general, un proceso contradictorio y amplia defensa con los medios y recursos 
inherentes a la misma. 


Son inadmisibles en el proceso las pruebas obtenidas por medios ilícitos. 
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S6. 
357. 


S8. 


59. 


60. 


61. 


62. 


63. 


64. 
65. 


66. 


67. 


66. 


69. 


70. 


71. 


Nadie será considerado culpable hasta la firmeza de la sentencia penal condenatoria. 


El identificado civilmente no será sometido a identificación criminal, salvo en las 
hipótesis previstas en ley. 


Se admitirá la acción privada en los delitos de acción pública cuando ésta no fuera 
ejercida en el plazo legal. 


La ley sólo podrá restringir la publicidad de los actos procesales cuando lo exigieran la 
defensa de la intimidad o el interés social. 


Nadie será detenido sino en flagrante delito o por orden escrita y fundamentada de la 
autoridad judicial competente, salvo el de los casos de transgresión militar o delito 
propiamente militar, definidos en la ley. 


La detención de cualquier persona y el lugar donde se encuentre serán comunicados 
inmediatamente al juez competente y a la familia del detenido o a la persona indicada 
por él. 


El detenido será informado de sus derechos, entre ellos el de permanecer callado, 
asegurándose la asistencia de la familia y de abogado. 


El detenido tiene derecho a la identificación de los responsables de su detención o de su 
interrogatorio policial. 


La detención ilegal será inmediatamente levantada por la autoridad judicial. 


Nadie será llevado a prisión, ni mantenido en ella, cuando la ley admitiere la libertad 
provisional, con o sin fianza. 


No habrá prisión civil por deudas, salvo para los responsables por el incumplimiento 
voluntario e inexcusable de la obligación de alimentos y para los depositarios infieles. 


Se concederá "habeas corpus" siempre que alguien sufriera o se creyera amenazado de 
sufrir violencia o coacción en su libertad de locomoción, por ilegalidad o abuso de poder. 


Se concederá mandamiento de seguridad para proteger un derecho determinado y cierto, 
no amparado por "habeas corpus" o "habeas data" cuando el responsable por la ilegalidad 
o abuso de poder fuese una autoridad o un agente de persona jurídica en el ejercicio de 
atribuciones del Poder Público. 


El mandamiento de seguridad colectivo puede ser imperado por: 
1. Un partido político con representación en el Congreso Nacional. 


2. Una organización sindical, entidad de clase o asociación legalmente constituida y 
en funcionamiento desde hace un año por lo menos, en defensa de los intereses de 
sus miembros o asociados. 


Se concederá "mandato de injuncao" siempre que por falta de norma reguladora se torne 
inviable el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales y de las prerrogativas 
inherentes a la nacionalidad, a la soberanía y a la ciudadanía. 


Se concederá "habeas data": 
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1. para asegurar el conocimiento de informaciones relativas a la persona del 
impetrante que consten en registros o bancos de datos de entidades gubernamentales 
o de carácter público; 


2. para la rectificación de datos, cuando no se prefiera hacerlo por procedimiento 
secreto, judicial o administrativo. 


72. Cualquier ciudadano es parte legítima para proponer la acción popular que pretenda 
anular un acto lesivo para el patrimonio público o de una entidad en que el Estado 
participe, para la moralidad administrativa, para el medio ambiente o para el 
patrimonio histórico y cultural, quedando el actor, salvo mala fe comprobada, exento de 
las costas judiciales y de los gastos de su incumbencia. 


73. El Estado prestará asistencia jurídica íntegra y gratuita a los que demuestren 
insuficiencia de recursos. 


74. El Estado indemnizará al condenado por error judicial así como al que permanectere en 
prisión más allá del tiempo fijado en la sentencia. 


75. Nadie será llevado a prisión, ni mantenido en ella, cuando la ley admitiere la libertad 
provisional, con o sin fianza. 


76. Son gratuitas las acciones de "habeas corpus" y "habeas data" y, en la forma de la ley, los 
actos necesarios al ejercicio de la ciudadanía. 


lo. Las normas definidoras de los derechos garantías fundamentales son de aplicación 
inmediata. 


2o. Los derechos y garantías expresadas en esta Constitución no excluyen otros 
derivados del régimen y de los principios por ella adoptados, o de los tratados 
internacionales en que la República Federativa de Brasil sea parte.” 


¡Impresionante!. Hay que proponer un nuevo rubro a Guinnes World Record. Y esta 
tendencia no parece encontrar límites. El undécimo artículo de la Constitución de la 
República del Ecuador (2008) desarrolla una suerte de mini teoría de derechos 
fundamentales, algo impensado hasta hace una década en que esto era reservado a la 
jurisprudencia de las cortes y tribunales constitucionales, pero nunca se pensó en 
encontrarlo positivizado: 


“El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 


1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante 
las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento. 


2. Todas las personas son iguales y gozaran de los mismos derechos, deberes y 
oportunidades. 


Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, 
identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación 
política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación 
sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier 
otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley 
sancionará toda forma de discriminación. 
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El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en 
favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad. 


3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 
cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 
parte. 


Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán 
condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. 


Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica 
para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni 
para negar su reconocimiento. 


4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las garantías 
constitucionales. 


5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, 
administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más 
favorezcan su efectiva vigencia. 


6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, 
interdependientes y de igual jerarquía. 


7. El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos no excluirá los demás derechos 
derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que 
sean necesarios para su pleno desenvolvimiento. 


8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las 
normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y garantizará las 
condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio. 


Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, 
menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos. 


9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos 
garantizados en la Constitución. 


El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una 
potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares 
por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u 
omisiones de sus funcionarias y funcionarios y empleadas y empleados públicos en el desempeño 
de sus cargos. 


El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas 
responsables del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y 
administrativas. 


El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 
inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y 
por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 
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Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la 
persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad 
por tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en 
contra de ellos”. 


¡Sorprendente! Ni Julio Verne en versión de jurista lo habría imaginado. 


Convengamos que al menos en el texto expreso de las Constituciones existe una 
diferencia nítida respecto a las cartas del amanecer del constitucionalismo. La 
redacción pasa por una positivización marcada de los derechos fundamentales y algo 
más. En este aspecto, hemos pasado de la búsqueda incansable por la positivización de 
los derechos fundamentales a una sobrerregulación de los mismos. 


b. Son constituciones fuertemente materializadas 


Las actuales constituciones no se limitan solamente a la división de poderes y la 
distribución de competencias de los diferentes órganos estatales, sino que inciden en 
el diseño de las sociedades de manera detallada. En otras palabras, ya no son solo 
“constituciones políticas”, como reza el epitafio de cualquier texto constitucional 
oficial, sino que ahora son —he aquí la novedad- “constituciones jurídicas”. Y esta 
materialización, a diferencia de los catálogos de derechos fundamentales, no se 
encuentra señalada de manera expresa por la naturaleza tan particular de las normas 
constitucionales. La mayoría de los mandatos constitucionales —por naturaleza- son 
incompletos e imprecisos. No podría ser de otra forma: la imprecisión y generalidad 
de la normatividad constitucional siempre estuvo presente en todas las constituciones 
o reformas constitucionales de los Estados. En tal sentido, las constituciones distan 
mucho de asemejarse a un código. 


Estas normas abiertas se concretan mediante la interpretación constitucional. No debe 
sorprender entonces que —en el caso peruano, por lo menos- la principal fuente de 
Derecho Constitucional sea la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, ya que se 
le ha encomendado ser el supremo intérprete de la norma normarum. Es que ahora, con 
la simple enunciación de derechos, no alcanza. Si no se materializan en una 
interpretación que las haga concreta o en una ley de desarrollo constitucional, serán 
meras declaraciones y loables propósitos que navegarán en la estratósfera del 
Derecho, muy distantes de sus destinatarios. 


Un par de botones de muestra en el caso de la Constitución peruana. 


El artículo 27° sobre la protección del trabajador frente al despido arbitrario se limita 
sólo a remitir a una ley de desarrollo constitucional: 


“La ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido arbitrario”. 


Aún cuando la ley correspondiente señala que la protección adecuada es la 
indemnización, el Tribunal Constitucional peruano aclaró que esa es sólo la forma 
resarcitoria de protección y que el término “adecuada” también se extiende a la 
protección “restitutoria”, por lo que aumentó -vía jurisprudencia- los alcances de esta 
norma a la reposición del trabajador despedido de manera arbitraria. 


El artículo 142° establece que 
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“No son revisables en sede judicial las resoluciones del Furado Nacional de 
Elecciones en materia electoral, mi las del Consejo Nacional de la Magistratura en 
materia de evaluación y ratificación de jueces.” 


El supremo intérprete de la Constitución ha señalado en reiterada jurisprudencia que 
la norma constitucional no puede interpretarse de manera literal y ha añadido que, 
contrario al texto expreso constitucional, sí pueden ser revisables en tanto vulneren 
derechos fundamentales. Incluso lo ha señalado en precedentes vinculantes como para 
ponerle candado a lo decidido. Y podríamos seguir con la enumeración. Pero esto será 
abordado en otro trabajo. 


En resumen, normativamente se ha dado un giro de 180% respecto a la estructura 
constitucional y, con ello, su rol en la vida jurídica de los Estados. Es el tránsito del 
Estado Legal de Derecho al Estado Constitucional de Derecho. Y esto es mucho más 
que una mutación de denominaciones. Significa que el gravicentro del Estado ha 
cambiado: la ley con minúsculas ha cedido su lugar a la Ley con mayúsculas, como 
diría nuestro maestro Adolfo Alvarado Velloso. Lejos queda el modelo establecido en 
el bill of rights y en las primeras diez enmiendas. O en la Constitución de la Francia 
revolucionaria Y los tiempos no son casuales. La Segunda Guerra Mundial —el mayor 
acontecimiento de la historia-trajo consecuencias que salpicaron a todos los campos 
del conocimiento. El Derecho no fue ajeno ni indiferente a ellos. Fue un protagonista 
comprometido. Mientras duró el luto por la Guerra del 39”, de manera paralela se 
gestaba una nueva criatura: el Estado Constitucional de Derecho, que es el hábitat 
ideal, el que ofrece las mejores condiciones de presión y temperatura, para el 
Neoconstitucionalismo. 


Este fenómeno no reconoce fronteras. Es como una flor silvestre que crece en 
cualquier terreno. María José Añón, en la introducción de su importante ensayo 
DERECHOS FUNDAMENTALES Y ESTADO CONSTITUCIONAL, afirmaba: 


“La Constitución de 1978 hizo nacer en nuestro sistema jurídico-político un nuevo 
modelo de organización que con el tiempo ha sido llamado Estado constitucional de 
Derecho. El legislador constitucional proyectó de esta manera una nueva legitimidad 
y diseño de poder y de Derecho cuya plasmación en la realidad cotidiana necesitó 
importantes transformaciones tanto en la mentalidad y cultura jurídica, cuanto de la 
actividad de los operadores jurídicos. El objetivo radical de este proceso no fue sino el 
impulso básico del constitucionalismo, esto es, la imposición de límites y vínculos al 
poder y la garantía de derechos fundamentales”. 


Apuntes concordantes y similares los encontramos en todas las democracias sanas del 
mundo. 
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IV. EL ACTIVISMO JUDICIAL 


1. DEFINICIÓN 


El activismo judicial es forma de entender el proceso de la manera más alejada a su 
estado natural. Es la filosofía procesal según la cual el juez debe ir más allá del texto 
expreso de la norma por su compromiso con su tiempo, por su lealtad a la justicia y 
otras expresiones más poéticas que jurídicas. También se le suele definir en negativo 
en la búsqueda de un doble propósito: justificarse a sí misma y denostar de la otra 
alternativa, el garantismo procesal. Así, se dice que es lo contrario a un juez pasivo e 
inerte, que no se limita sólo a ser la boca de la ley, no es el juzgador esclavo de la 
norma y que no se ha quedado en la prehistoria positivista. 


Esta disyuntiva entre activismo judicial y garantismo procesal se mantiene hasta hoy 
sin visos de acercamiento. Pero esto es cinco centavos aparte. Lo importante para los 
efectos de este ensayo es que el activismo se ha trasladado a sede constitucional, pero 
con argumentos garantistas. No es el propósito de estas líneas acercar la lupa a este 
híbrido. Será motivo de un trabajo próximo y de mayor alcance. Por ahora, se 
recomienda mantener los ojos bien abiertos para advertir si se trata de un activismo 
judicial clásico que ahora se ha prolongado y ha reemplazado las falacias de justica y 
compromiso del juez por eficacia de los derechos fundamentales. Esperamos 
equivocarnos. Todos hacemos votos para que estemos ante un proceso constitucional 
que garantice el tan anhelado debido proceso. 


2. MANIFESTACIONES 


El Tribunal Constitucional no se ha sonrojado al hablar de activismo judicial. 
Sentimos que se siente identificado con el activismo de la “Corte Warren” 
norteamericana. Y ha expresado esta identificación en múltiples sentencias. Sin 
embargo, en donde ha hundido el pulgar con más fuerza es en la autonomía procesal y 
el desarrollo del contenido esencial de los derechos fundamentales. 


a. Principio de Autonomía Procesal 


EXP. N.° 0025-2005-PI/TC y 0026-2005-PI/TC 


COLEGIO DE ABOGADOS DE AREQUIPA Y OTRO 


Principio de Autonomía Procesal del Tribunal Constitucional 


18. Que descartada la aplicación analógica del Código Procesal Civil en este tipo de 
proceso según la precedente consideración, queda a este Tribunal la posibilidad de 
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cubrir el vacío normativo en ejercicio de la potestad derivada del principio de 
autonomía procesal del Tribunal Constitucional. 


19. Que este principio ya ha sido incorporado a la jurisprudencia por este Colegiado. 
Según él, este Tribunal detenta en la resolución de cada caso concreto la potestad de 
establecer, a través de su jurisprudencia, normas que regulen el proceso 
constitucional, a través del precedente vinculante del artículo VII del CPConst, en 
aquellos aspectos donde la regulación procesal constitucional presenta vacíos 
normativos o donde ella debe ser perfeccionada o adecuada a los fines del proceso 
constitucional. La norma así establecida está orientada a resolver el concreto 
problema —vacío o imperfección de norma- que el caso ha planteado y, sin embargo, lo 
trascenderá y será susceptible de aplicación ulterior debido a que se incorpora, desde 
entonces, en la regulación procesal constitucional vigente. 


20. Que el establecimiento de la norma, en cuanto acto de integración, debe orientarse 
a la realización y optimización de los fines del proceso constitucional y, en particular, 
efectuarse en consideración de la particularidad del derecho procesal constitucional 
en cuanto derecho constitucional concretizado. 


21. Que esta configuración del proceso a través de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional no constituye, empero, una potestad libre sino sujeta a límites, 
conforme ya se estableció en la resolución de fecha 8 de agosto de 2005, dentro de los 
que debe destacarse la observancia de la regulación procesal constitucional vigente. 


EXP. N.° 0006-2009-PI/TC 


FISCAL DE LA NACIÓN 


11. Este Colegiado en virtud de lo que la llamada autonomía procesal ha venido 
aceptando y creando este tipo de figuras procesales, atípicas sin tener presente que 
dicho concepto no está concebido para que los órganos constitucionales puedan crear 
nuevas normas en el proceso, al extremo de su desnaturalización ya que existen 
pilares fundamentales del proceso que lo dotan de garantías y que, en este caso, 
impiden la conversión para tenerlo en suerte de pila bendita en la que cualquiera 
puede meter la mano. De recurrirse pues a esa figura de autonomía procesal y crear 
así la figura del “partícipe” me parece no sólo un exceso sino el rompimiento del 
orden procesal básico para la defensa efectiva de los derechos fundamentales de la 
persona humana. 


EXP. N.° 01546-2007-PA/TC 


CARLOS GASPAR LAMA BORGES 


11. Sin embargo, el Tribunal Constitucional, de conformidad con el principio de 
autonomía procesal (artículo 201% de la Constitución), tiene la potestad de modular 
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procesalmente el contenido y los efectos de sus sentencias en todos los procesos 
constitucionales. Este principio de autonomía procesal permite al Tribunal 
Constitucional determinar, en atención a las circunstancias objetivas de cada caso y a 
las consecuencias que puedan generar los efectos de sus sentencias, el contenido de 
ellas. Es así como, por ejemplo, el artículo 55% del Código Procesal Constitucional ha 
previsto un haz de posibilidades para el caso en que la demanda sea declarada 
fundada. Pero también, en aquellos casos en lo cuales no se estima la demanda, este 
Colegiado puede ponderar, con criterios objetivos y razonables, los términos de su 
decisión, tal como ya ha procedido en anteriores oportunidades (STC 05156-2006- 
AA/TC, FJ 63). 


EXP. N.° 00500-2009-PA/TC 


HUMBELINO TEODORO PEÑA CAMARENA 


5. La protección de los derechos fundamentales es siempre el norte que debe guiar la 
actuación del Tribunal Constitucional, pero debe realizarse dentro de los cánones 
permitidos en el proceso constitucional. Sólo en casos excepcionales y fundamentados 
convenientemente se pueden crear reglas, bajo la lógica de una autonomía procesal 
constitucional, que es justamente eso: autonomía, no autarquía. Hacerlo de manera 
contraria, significaría un desprecio por la función que este órgano debe cumplir 
dentro de un Estado social y democrático de derecho. En esta lógica, no parece válido 
que si el derecho afectado es la tutela procesal efectiva, se considere que existe 
violación continuada en vista de que el proceso judicial versó sobre un tema 
pensionario. Por las razones expuestas, la demanda debería ser declarada 
improcedente. 


EXP. N° 03942-2007-PA/TC 


JOSEFINA VEGA ZEVALLOS Y OTROS 


8. De otro lado, es oportuno también señalar que este Tribunal no puede recurrir al 
concepto de autonomía procesal y con él crear nuevas reglas en atención a quién es el 
demandante, puesto que esto significaría crear el caos con resoluciones 
contradictorias que al final solo estarían afirmando la idea de autonomía con 
contenido de arbitrariedad y desorden, vía colapso social. Por ello creo que debemos 
ser prudentes en la utilización de esta suerte de nebulosa que podría dar margen al 
entendimiento de que lo que persigue el Tribunal, en esencia, es poder intervenir en 
todo y hacer del derecho una suerte de pila de agua bendita para meter sus manos 
cuándo quiere, donde quiere, y cómo quiere. 
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EXP. 10340-2006-AA/TC 
JUSTINA BEDOYA TREJO 


2. De estas disposiciones se aprecia que si bien es cierto se reconoce a la ciudad de 
Arequipa como sede del Tribunal Constitucional, también lo es que no establece 
prohibición alguna para que sesione en cualquier otra ciudad de la República. Ello es 
coherente con el artículo 201 de la Constitución, el cual señala que el Tribunal 
Constitucional es “autónomo e independiente”. Tal autonomía, como es evidente, está 
referida a la potestad constitucional del Tribunal para definir su gobierno y la gestión 
jurisdiccional -autonomía administrativo-jurisdiccional-, así como a la autonomía en su 
relación con los poderes del Estado y órganos constitucionales —autonomía funcional- y 
a su facultad para llenar los vacíos y deficiencias legislativas procesales — autonomía 
procesal—. 


EXP. N.° 07873-2006-PC/TC 
JUAN FELIX TUEROS DEL RISCO 


7. Este Tribunal ha señalado que el Derecho Procesal Constitucional debe ser 
considerado como un Derecho Constitucional concretizado (entre otros, sentencia del 
Expediente N.° 4903-2005-PHC/TC), y sus institutos deben ser relativizados, en pos 
de la protección de los derechos constitucionales y la primacía de la Norma 
Fundamental. Ello también se encuentra de la mano con la autonomía procesal 
constitucional (entre otros, sentencias del Expediente N.* 0025-2005-PI/TC y 0026- 
2005-PI/TC y del Expediente N.° 05033-2006-PA/TOC). 


El alejamiento del Derecho Procesal Constitucional de las categorías clásicas del 
Derecho Procesal se basa en que las distintas áreas del Derecho tienen un ámbito 
sustantivo y adjetivo en paridad de condiciones, tal como sucede, por ejemplo, en el 
Derecho Civil, donde la regulación procesal tiene la misma jerarquía que la existente 
a la sustantiva, pues tanto el Código Civil como el Código Procesal Civil tienen el 
rango de ley. Esto no sucede, por el contrario, en el ámbito constitucional. El Código 
Procesal Constitucional debe procedimentalizar las cuestiones sustantivas que se 
encuentran en la Constitución, norma que tiene claramente un nivel jerárquico 
superior, motivo por el cual, y tomando en cuenta el principio institucional de la 
interpretación conforme a la Constitución (recogido, entre muchos, en el fundamento 
4 de la sentencia de la sentencia del Expediente N.° 1679-2005-PA/TC o en el 
fundamento 8 de la sentencia del Expediente N.° 0002-2003-AI/TC), el Código 
Procesal Constitucional debe ser entendido, comprendido y analizado de acuerdo los 
contenidos existentes en la Norma Fundamental. Tan cierto es eso que los fines del 
proceso constitucional, que el propio Código reconoce en el artículo II de su Título 
Preliminar, son la primacía constitucional y la protección de los derechos. 
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EXP. N.° 1417-2005-AA/TC 


MANUEL ANICAMA HERNÁNDEZ 


48. Por lo demás, dicho cambio de precedente se encuentra amparado por el 
principio de autonomía procesal que informa a las funciones de valoración, 
ordenación y pacificación de este Tribunal, conforme al cual, dentro del marco 
normativo de las reglas procesales que le resultan aplicables, éste goza de un margen 
razonable de flexibilidad en su aplicación, de manera que toda formalidad resulta 
finalmente supeditada a la finalidad de los procesos constitucionales: la efectividad 
del principio de supremacía de la Constitución y la vigencia de los derechos 
fundamentales (artículo II del Título Preliminar del CPConst.). 


El artículo III del Título preliminar del CPConst. establece la obligación del juez 
constitucional de 


“adecuar la exigencia de las formalidades previstas en éste Código al logro de 
los fines de los procesos constitucionales”, 


por lo que goza de cierto grado de autonomía para establecer determinadas 
reglas procesales o interpretar las ya estipuladas, cuando se trate de 
efectivizar los fines de los procesos constitucionales. 


En efecto, mediante su autonomía procesal el Tribunal Constitucional puede 
establecer reglas que tengan una pretensión de generalidad y que puedan aplicarse 
posteriormente a casos similares, siempre que estas reglas tengan como finalidad 
perfeccionar el proceso constitucional, y se encuentren limitadas por el principio de 
separación de poderes, la ya mencionada vigencia efectiva de los derechos 
fundamentales y los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 


b. Contenido Esencial de los Derechos Fundamentales 


DERECHO AL TRABAJO 


EXP. N° 1124-2001-AA/TC 
LIMA 


SINDICATO UNITARIO DE TRABAJADORES DE TELEFÓNICA DEL 
PERU S.A. y FETRATEL 


12. El derecho al trabajo está reconocido por el artículo 22° de la Constitución. Este 
Tribunal estima que el contenido esencial de este derecho constitucional implica dos 
aspectos. El de acceder a un puesto de trabajo, por una parte y, por otra, el derecho a 
no ser despedido sino por causa justa. Aunque no resulta relevante para resolver la 
causa, cabe precisar que, en el primer caso, el derecho al trabajo supone la adopción 
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por parte del Estado de una política orientada a que la población acceda a un puesto 
de trabajo; si bien hay que precisar que la satisfacción de este aspecto de este derecho 
constitucional implica un desarrollo progresivo y según las posibilidades del Estado. 
El segundo aspecto del derecho es el que resulta relevante para resolver la causa. Se 
trata del derecho al trabajo entendido como proscripción de ser despedido salvo por 
causa justa. 


LIBERTAD SINDICAL 


EXP. N° 1124-2001-AA/TC 
LIMA 


SINDICATO UNITARIO DE TRABAJADORES DE TELEFÓNICA DEL 
PERU S.A. y FETRATEL 


8. La Constitución reconoce la libertad sindical en su artículo 28°, inciso 1) Este 
derecho constitucional tiene como contenido esencial un aspecto orgánico, así como 
un aspecto funcional. El primero consiste en la facultad de toda persona de constituir 
organizaciones con el propósito de defender sus intereses gremiales. El segundo 
consiste en la facultad de afiliarse o no afiliarse a este tipo de organizaciones. A su 
vez, implica la protección del trabajador afiliado o sindicado a no ser objeto de actos 
que perjudiquen sus derechos y tuvieran como motivación real su condición de 
afiliado o no afiliado de un sindicato u organización análoga. 


Desde luego, debe entenderse que lo anterior no conlleva a que el contenido esencial 
del citado derecho constitucional se agote en los aspectos antes relevados. Por el 
contrario, es posible el desarrollo de ulteriores concretizaciones o formas de 
proyección del citado derecho constitucional que, en principio, no pueden, como 
tampoco deben, ser enunciadas de manera apriorística. Los derechos constitucionales 
albergan contenidos axiológicos que, por su propia naturaleza, pueden y deben 
desarrollarse, proyectando su vis expansiva a través de remozadas y, otrora, inusitadas 
manifestaciones. 


DERECHO DE HUELGA 


EXP. N° 0008-2005-PI/TC 


LIMA 
JUAN JOSÉ GORRITI Y OTROS 


41. La doctrina tiene opiniones dispares sobre este punto, ya sea respecto a la 
titularidad de los trabajadores en sentido lato o a la de los trabajadores adscritos a una 
organización sindical. 
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Este Colegiado estima que, de conformidad con lo establecido en los artículos 72* y 
73° del Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo (Decreto 
Supremo N.° 010-2003-TR), su ejercicio corresponde a los trabajadores en sentido 
lato, aunque sujeto a que la decisión sea adoptada en la forma que expresamente 
determina la ley y dentro de su marco, el estatuto de la organización sindical. 


Al respecto, Fernando Elías Mantero [Derecho Laboral —Relaciones Colectivas de 
Trabajo. Lima: lus Editores, p. 278] señala que su ejercicio corresponde a los 
trabajadores en general; es decir, que son ellos y no la asamblea sindical los que 
acuerdan la huelga. Añadamos, en el ámbito respectivo. 


Entre las atribuciones vinculadas al derecho de huelga aparecen las siguientes: 
- Facultad de ejercitar o no ejercitar el derecho de huelga. 


- Facultad de convocatoria dentro del marco de la Constitución y la ley. En ese 
contexto, también cabe ejercitar el atributo de su posterior desconvocatoria. 


- Facultad de establecer el petitorio de reinvindicaciones; las cuales deben tener por 
objetivo la defensa de los derechos e intereses socio-económicos o profesionales de 
los trabajadores involucrados en la huelga. 


- Facultad de adoptar las medidas necesarias para su desarrollo, dentro del marco 
previsto en la Constitución y la ley. 


- Facultad de determinar la modalidad de huelga; esto es, si se lleva a cabo a plazo 
determinado o indeterminado. 


DERECHO A LA IDENTIDAD 


EXP. N° 4444-2005-PHC/TC 


LIMA 
GLADYS PURIFICACIÓN ESPINOZA JOFFRE 


4. Sobre el particular resulta necesario precisar que, en nuestro ordenamiento 
jurídico, el DNI tiene una doble función; por un lado, permite que el derecho a la 
identidad se haga efectivo, ya que posibilita la identificación precisa de su titular; y, 
por otro, es un requisito para el ejercicio de los derechos civiles y políticos que se 
encuentran consagrados en la Constitución Política del Perú. Dicho documento, 
además, es esencial para el desarrollo de actividades comerciales, trámites judiciales y 
otros de carácter personal, de modo que su carencia comporta una limitación de varios 
derechos ciudadanos, uno de los cuales está referido a la libertad individual, razón por 
la que este Colegiado se considera habilitado para emitir pronunciamiento sobre el 
particular. 
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Y ello por cuanto el artículo 2.1% de la Constitución expresamente refiere que toda 
persona tiene derecho a la identidad, derecho que comprende tanto al derecho a un 
nombre —conocer a sus padres y conservar sus apellidos—, el relativo a tener una 
nacionalidad y la obligación de que el Estado econozca su personalidad jurídica. 


DERECHO A LA EDUCACIÓN 


EXP. N° 4646-2007-PA/TC 


CALLAO 
FELICIANO CONTRERAS ARANA 


15. Por medio de este mandato constitucional se protegen las principales 
manifestaciones del derecho a la educación, las que fluyen del propio texto 
constitucional, a saber; a) el acceder a una educación; b) la permanencia y el respeto a 
la dignidad del escolar; y c) la calidad de la educación. 


a) El acceso a la educación 


16. Para el caso de la educación básica, cada una de estas manifestaciones se 
encuentra sustentada en un mandato constitucional. De tal forma, el tercer párrafo 
del artículo 16° de la Constitución ordena al Estado “asegurar que nadie sea impedido 
de recibir educación adecuada por razón de su situación económica o de limitaciones 
mentales o físicas.” Esta obligación de fiscalización no debe ser comprendida 
exclusivamente para las escuelas públicas, sino también ser aplicable a los casos de 
instituciones escolares privadas. Ello está vinculado con lo que expone el artículo 17° 
de la Constitución en cuanto se específica que la educación inicial, primaria y 
secundaria es obligatoria. Es decir, se configura un derecho pero al mismo tiempo un 
deber para los menores y los padres o tutores responsables. Cabe precisar que esta 
manifestación tiene dos aristas fundamentales 


a.1) Cobertura educativa 


17. De un lado, podemos referirnos a la política educacional que incluye la creación 
de centros educativos allí donde la población lo requiera [art. 17%, 3er. párrafo de la 
Constitución]. Ligado a ello, se encuentra el derecho de toda persona natural o 
jurídica de promover o conducir instituciones educativas [art. 15%, 3er párrafo, de la 
Constitución], dentro de lo que se puede incluir el de fundar centros de enseñanza. 
Como se observa, en este ámbito, el derecho a la educación supone una política de 
Estado adecuada a la demanda educativa, la misma que permita la materialización de 
este derecho, es decir, que se asegure el servicio educativo básico para todos. Es la 
plasmación del principio de universalización de la educación, recogida por el artículo 
12° de la Ley General de la Educación, cuyo esfuerzo por realizarlo se aprecia en la 
Declaración Mundial sobre Educación para Todos adoptada en Jomtien, Tailandia, en 
los sucesivos foros mundiales en los que el Estado peruano tomó parte y en el Plan 
Nacional de Educación para Todos 2005-2015 Perú. 
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a.2) Acceso a la educación en sentido estricto 


18. La otra arista, en cambio, está relacionada con los criterios de admisibilidad 
requeridos por los centros educativos. Estos requisitos deben basarse en criterios que 
proscriban cualquier tipo de discriminación, ya sea por motivos económicos, 
ideológicos, de salud, religiosos, o de cualquier otra índole. Dicho de otra forma, los 
centros escolares, tanto públicos como privados, deben proscribir los criterios de 
admisión irrazonables o desproporcionados, pues afectan de manera directa el 
derecho de educación de los menores, al impedir de manera arbitraria que ejerciten el 
derecho a la educación. Cabe indicar, no obstante, que este tipo de actos afectan de 
igual manera el derecho fundamental de los padres a escoger el centro de educación 
que estimen pertinente [art. 13°, ler párrafo, de la Constitución]. 


No obstante, en los casos en donde se esté frente a escuelas privadas, el derecho a la 
educación encontrará su correlativa obligación en el pago de la matrícula. 
Evidentemente, ante la ausencia de dicho pago, la entidad educativa puede negarla, lo 
que no implicaría una lesión del derecho a la educación del menor, ni al derecho de 
los padres aludido. En todo caso, frente a la afectación del derecho a la educación 
podrá interponerse la garantía constitucional a fin de revertir los efectos del acto 
privado. 


En definitiva, frente a una negación de la entidad educativa de admitir a un escolar, 
cabe analizar si las razones que la sustentan son conformes con la Constitución. 


b) Permanencia y respeto a la dignidad del escolar 


19. La permanencia con respeto de la dignidad del escolar supone que este no pueda 
ser separado de la escuela por motivos desprovistos o reñidos con el principio de 
proporcionalidad. Esta situación implica tomar en cuenta una serie de elementos 
relacionados con la educación básica, tales como el interés superior del niño. De otro 
lado, ello no exime a que el estudiante esté obligado a cumplir con el régimen 
disciplinario de la escuela, ya que de lo contrario se podrán aplicar las sanciones 
preestablecidas por dicho reglamento, las que dependiendo de la gravedad del caso, 
podrán incluir la separación del alumno durante el periodo escolar. Caso contrario, la 
separación del menor del centro educativo en pleno periodo escolar, sin que medie 
una infracción extremadamente grave, implicaría una afectación desproporcionada, 
ya que el menor se vería seriamente perjudicado. 


20. Por su parte, la permanencia tendrá que ser efectuada con pleno respeto de la 
dignidad del alumno, quedando proscritas la tortura y los tratos crueles e inhumanos 
como medidas disciplinarias [Art. 15, 2do párrafo, de la Constitución]. En definitiva, 
esta dimensión del derecho bajo análisis pretende un real disfrute del mismo, ya que 
bajo circunstancias de hostilización o sanciones desproporcionadas, resulta evidente 
la afectación del proceso educativo. 


c) Calidad de la educación 


21. Para complementar las anteriores dimensiones del derecho a la educación, cabe 
referirse a la calidad de la educación. Así, el concepto de calidad de la educación ha 
sido definido en referencia a dos principios: “el primero considera que el desarrollo 
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cognitivo del educando es el objetivo explícito más importante de todo el sistema, y 
por consiguiente su éxito en este ámbito constituye un indicador de la calidad de la 
educación que ha recibido; el segundo hace hincapié en el papel que desempeña la 
educación en la promoción de actitudes y los valores relacionados con una buena 
conducta cívica, así como las condiciones propicias para el desarrollo afectivo y 
creativo del educando.” 


22. Del texto constitucional se infiere una preocupación sobre la calidad de la 
educación que se manifiesta en la obligación que tiene el Estado de supervisarla [Art. 
16°, 2do. Párrafo, de la Constitución]. También se pone de manifiesto al guardar un 
especial cuidado respecto el magisterio, a quienes la sociedad y el Estado evalúan y, a 
su vez, le brindan capacitación, profesionalización y promoción permanente [Art. 15%, 
ler. Párrafo, de la Constitución]. 


23. Por su parte, también se incide firmemente en la obligación de brindar una 
educación “ética y cívica”, siendo imperativa la enseñanza de la Constitución y los 
derechos fundamentales [art. 14, tercer párrafo]. Este mandato es de suma relevancia, 
más aún cuando vivimos en un contexto posterior a una coyuntura de violencia 
política en donde un grupo de personas alzadas en armas pretendieron someter —por 
medio del terrorismo a la sociedad peruana a una ideología totalitaria y violenta. 


24. Estas tres manifestaciones conforman la estructura básica del derecho a la 
educación, cuyos destinatarios son directamente los menores que deben concurrir o 
los que concurren a la escuela. Obviamente, serán los padres o los tutores encargados 
quienes —en caso de afectación de tal derecho- accionarán en representación de estos, 
lo que no debe ser confundido al momento de determinar la titularidad del derecho a 
la educación. 


25. De otro lado, es de precisar que la educación no es sólo un derecho sino un 
auténtico servicio público que explica una de las funciones-fines del Estado, cuya 
ejecución puede operar directamente o a través de terceros —entidades privadas-—, 
aunque siempre bajo fiscalización estatal. En la lógica de la finalidad del Estado 
anteriormente mencionada, es conveniente subrayar la importancia que la educación 
representa para la persona y las condiciones que debe promover ese mismo Estado 
para cumplir con dicha misión de manera efectiva, a la par que eficiente. 


LIBERTAD DE INFORMACIÓN 


EXP. N° 0905-2001-AA/TC 


SAN MARTÍN 
CAJA RURAL DE AHORRO Y CRÉDITO DE SAN MARTÍN 


11. Las dimensiones de la libertad de información son: a) el derecho de buscar o 
acceder a la información, que no sólo protege el derecho subjetivo de ser informado o 
de acceder a las fuentes de información, sino, al mismo tiempo, garantiza el derecho 
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colectivo de ser informados, en forma veraz e imparcial, protegiéndose de ese modo el 
proceso de formación de la opinión pública y, en consecuencia, no sólo al informante, 
sino también a todo el proceso de elaboración, búsqueda, selección y confección de la 
información. b) la garantía de que el sujeto portador de los hechos noticiosos pueda 
difundirla libremente. La titularidad del derecho corresponde a todas las personas y, 
de manera especial, a los profesionales de la comunicación. El objeto protegido, en tal 
caso, es la comunicación libre, tanto la de los hechos como la de las opiniones. Por 
ello, tratándose de hechos difundidos, para merecer protección constitucional, 
requieren ser veraces, lo que supone la asunción de ciertos deberes y 
responsabilidades delicadísimas por quienes tienen la condición de sujetos 
informantes, forjadores de la opinión pública. 


DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 


EXP. N° 1797-2002-HD/TC 


LIMA 
WILO RODRÍGUEZ GUTIÉRREZ 


10. El derecho de acceso a la información pública evidentemente se encuentra 
estrechamente vinculado a uno de los contenidos protegidos por la libertad de 
información. Y al igual de lo que sucede con esta última, debe indicarse que el 
derecho de acceso a la información pública tiene una doble dimensión. Por un lado, se 
trata de un derecho individual, en el sentido de que garantiza que nadie sea 
arbitrariamente impedido de acceder a la información que guarden, mantengan o 
elaboren las diversas instancias y organismos que pertenezcan al Estado, sin más 
limitaciones que aquellas que se han previsto como constitucionalmente legítimas. A 
través de este derecho se posibilita que los individuos, aisladamente considerados, 
puedan trazar, de manera libre, su proyecto de vida, pero también el pleno ejercicio y 
disfrute de otros derechos fundamentales. Desde esta perspectiva, en su dimensión 
individual, el derecho de acceso a la información se presenta como un presupuesto o 
medio para el ejercicio de otras libertades fundamentales, como puede ser la libertad 
de investigación, de opinión o de expresión, por mencionar alguna. 


Tal condición instrumental del derecho de acceso a la información pública se puede 
apreciar en el caso de autos. En efecto, conforme se expresa en la carta notarial 
dirigida al entonces segundo vicepresidente de la República, no encontrándose 
obligado a dar las razones de la información requerida, el recurrente alega que la 
información requerida es importante para poder ejercer su libertad de investigación 
sobre la diplomacia presidencial en el Perú. 


11. En segundo lugar, el derecho de acceso a la información tiene una dimensión 
colectiva, ya que garantiza el derecho de todas las personas de recibir la información 
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necesaria y oportuna, a fin de que pueda formarse una opinión pública, libre e 
informada, presupuesto de una sociedad auténticamente democrática. 


Desde este punto de vista, la información sobre la manera como se maneja la res 
pública termina convirtiéndose en un auténtico bien público o colectivo, que ha de 
estar al alcance de cualquier individuo, no sólo con el fin de posibilitar la plena 
eficacia de los principios de publicidad y transparencia de la Administración pública, 
en los que se funda el régimen republicano, sino también como un medio de control 
institucional sobre los representantes de la sociedad; y también, desde luego, para 
instar el control sobre aquellos particulares que se encuentran en la capacidad de 
poder inducir o determinar las conductas de otros particulares o, lo que es más grave 
en una sociedad como la que nos toca vivir, su misma subordinación. 


En ese sentido, el Tribunal Constitucional no puede sino destacar que el derecho de 
acceso a la información pública es consustancial a un régimen democrático. En efecto, 
el derecho en referencia no sólo constituye una concretización del principio de 
dignidad de la persona humana (art. 1° de la Constitución), sino también un 
componente esencial de las exigencias propias de una sociedad democrática, ya que su 
ejercicio posibilita la formación libre y racional de la opinión pública. La democracia, 
se ha dicho y con razón, es por definición el “gobierno del público en público” 
(Norberto Bobbio). De ahí que disposiciones como la del artículo 109° o 139%, inciso 
4), de la Constitución (por citar sólo algunas), no son sino concretizaciones, a su vez, 
de un principio constitucional más general, como es, en efecto, el principio de 
publicidad de la actuación estatal. 


Por ello, con carácter general, debe destacarse que la publicidad en la actuación de los 
poderes públicos constituye la regla general, y el secreto, cuando cuente con cobertura 
constitucional, la excepción. Y es que si el Estado democrático de derecho presupone 
la división de poderes, el respeto de los derechos fundamentales y la elección 
periódica de los gobernantes, ciertamente éste no podría asegurarse si es que no se 
permitiera a las personas poder ejercer un control sobre las actividades de los 
representantes del pueblo. Uno de los modos posibles de cumplir dicho principio y, 
con ello, las demandas de una auténtica sociedad democrática, es precisamente 
reconociendo el derecho de los individuos de informarse sobre la actuación de los 
órganos estatales y sus representantes. 


Por consiguiente, al igual que lo afirmado respecto de las libertades de información y 
expresión, a juicio del Tribunal, cuando el ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública contribuye a la formación de una opinión pública, libre e 
informada, éste tiene la condición de libertad preferida. Esta condición del derecho de 
acceso a la información no quiere decir que al interior de la Constitución exista un 
orden jerárquico entre los derechos fundamentales que ella reconoce, en la cúspide 
del cual se encuentre o pueda encontrarse el derecho de acceso a la información u 
otros derechos que cuentan igualmente con idéntica condición. Y, en ese sentido, que 
una colisión de éste con otros derechos fundamentales se resuelva en abstracto, 
haciendo prevalecer al que tiene la condición de libertad preferida. Evidentemente 
ello no es así. Todos los derechos constitucionales tienen, formalmente, la misma 
jerarquía, por ser derechos constitucionales. De ahí que ante una colisión entre ellos, 
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la solución del problema no consiste en hacer prevalecer unos sobre otros, sino en 
resolverlos mediante la técnica de la ponderación y el principio de concordancia 
práctica. 


No obstante, tratándose de una intervención legislativa sobre una libertad preferida, 
esta condición impone que el control sobre las normas y actos que incidan sobre ella 
no sólo se encuentren sujetos a un control jurisdiccional más intenso, a la luz de los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad, sino, además, que en ese control 
tenga que considerarse que tales actos o normas que sobre él inciden carecen, prima 
facie, de la presunción de constitucionalidad. 


Esta presunción de inconstitucionalidad de la ley que lo restringe se traduce en exigir 
del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe un apremiante interés 
público por mantener en reserva o secreto la información pública solicitada y, a su 
vez, que sólo manteniendo tal reserva se puede servir efectivamente al interés 
constitucional que la justifica. De manera que si el Estado no justifica la existencia 
del apremiante interés público para negar el acceso a la información, la presunción 
que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa medida, confirmarse su 
inconstitucionalidad; pero también significa que la carga de la prueba acerca de la 
necesidad de mantener en reserva el acceso a la información ha de estar, 
exclusivamente, en manos del Estado. 


DERECHO A LA AUTODETERMINACIÓN INFORMATIVA 


EXP. N° 4739-2007-PHD/TC 


LIMA 
PESQUERA VIRGEN DEL VALLE S.A.C. 


2. El derecho a la autodeterminación informativa consiste en la serie de facultades que 
tiene toda persona para ejercer control sobre la información personal que le concierne, 
contenida en registros ya sean públicos, privados o informáticos, a fin de enfrentar las 
posibles extralimitaciones de los mismos. Se encuentra estrechamente ligado a un 
control sobre la información, como una autodeterminación de la vida íntima, de la 
esfera personal. 
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DERECHO A LA LIBRE CONTRATACIÓN 


EXPS. N° 0004-2004-AI/TC, N° 0011-2004-AI/TC, 
N° 0012-2004-AI/TC, N° 0013-2004-AI/TC, 
N° 0014-2004-AI/TC, N° 0015-2004-AI/TC, 


N° 0016-2004-AI/TC Y N° 0027-2004-AI/TC 


(ACUMULADOS) 
LIMA 
COLEGIO DE ABOGADOS DEL CUSCO Y OTROS 


8. El derecho a la libre contratación establecido en el inciso 14 del artículo 2° de la 
Constitución, ha sido enunciado por este Tribunal como: “(...) el acuerdo o 
convención de voluntades entre dos o más personas naturales y/o jurídicas para crear, 
regular, modificar o extinguir una relación jurídica de carácter patrimonial. Dicho 
vínculo —fruto de la concertación de voluntades— debe versar sobre bienes o 
intereses que poseen apreciación económica, tener fines lícitos y no contravenir las 
leyes de orden público. 


Tal derecho garantiza, prima facie: 


— Autodeterminación para decidir la celebración de un contrato, así como la 
potestad de elegir al co celebrante. 


— Autodeterminación para decidir, de común acuerdo [entiéndase: por común 
consentimiento], la materia objeto de regulación contractual (...)” (STC 0008-2003- 
AT/TC, FJ. 26) 


Estos elementos constituirían en abstracto el contenido mínimo o esencial de la 
libertad contractual. Desde esta perspectiva, no formaría parte de dicho contenido el 
medio de pago a través del cual la obligación contenida en el contrato deba cumplirse, 
de modo que tocará ahora determinar si tal limitación resulta justificada para 
alcanzar un fin constitucionalmente relevante. 
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DERECHO DE PETICIÓN 


EXP. N° 1042-2002-AA/TC 
LIMA 


SINDICATO UNITARIO DE TRABAJADORES MUNICIPALES 
DEL RIMAC 


2.2.4 Contenido constitucional del derecho de petición 


El contenido esencial de un derecho fundamental esa constituido por aquel núcleo 
mínimo e irreductible que posee todo derecho subjetivo reconocido en la 
Constitución, que es indisponible para el legislador, debido a que su afectación 
supondría que el derecho pierda su naturaleza y entidad. En tal sentido, se desatiende 
o desprotege el contenido esencial de un derecho fundamental, cuando éste queda 
sometido a limitaciones que lo hacen impracticable y lo despojan de la protección 
constitucional otorgada. 


En el caso del derecho de petición, su contenido esencial está conformado por dos 
aspectos que aparecen de su propia naturaleza y de la especial configuración que le ha 
dado la Constitución al reconocerlo: el primer aspecto es el relacionado estrictamente 
con la libertad reconocida a cualquier persona para formular pedidos escritos a la 
autoridad competente; y, el segundo, unido irremediablemente al anterior, está 
referido a la obligación de la referida autoridad de otorgar una respuesta al 
peticionante. 


Esta respuesta oficial, de conformidad con lo previsto en el inciso 20) del artículo 2° 
de la Constitución, deberá necesariamente hacerse por escrito y en el plazo que la ley 
establezca. Asimismo, la autoridad tiene la obligación de realizar todos aquellos actos 
que sean necesarios para evaluar materialmente el contenido de la petición y expresar 
el pronunciamiento correspondiente, el mismo que contendrá los motivos por los que 
se acuerda acceder o no a lo peticionado, debiendo comunicar lo resuelto al interesado 
o interesados. 


Sobre la materia debe insistirse en que es preciso que la contestación oficial sea 
motivada; por ende, no es admisible jurídicamente la mera puesta en conocimiento al 
peticionante de la decisión adoptada por el funcionario público correspondiente. 


En consecuencia, la acción oficial de no contestar una petición o hacerlo 
inmotivadamente trae como consecuencia su invalidez por violación, por omisión de 
un deber jurídico claro e inexcusable. 


Si bien el derecho de petición implica que la autoridad competente debe dar respuesta 
por escrito a una petición formulada también por escrito, no debe confundirse el 
contenido del pronunciamiento de la autoridad con la notificación al peticionante de 
las acciones desarrolladas por aquella en atención a lo solicitado, pues el contenido 
del pronunciamiento -a expresarse por medio de la forma jurídica administrativa 
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adecuada— se refiere a la decisión de la Administración que favorece o no lo 
peticionado; y la notificación se refiere más bien a una formalidad ineludible para la 
autoridad, utilizada para poner en conocimiento del peticionante el resultado de su 
petición. 

Esta obligación de la autoridad competente de dar al interesado una respuesta 
también por escrito, en el plazo legal y bajo responsabilidad, confiere al derecho de 
petición mayor solidez y eficacia, e implica, entre otros, los siguientes aspectos: a) 
admitir el escrito en el cual se expresa la petición; b) exteriorizar el hecho de la 
recepción de la petición; c) dar el curso correspondiente a la petición; d) resolver la 
petición, motivándola de modo congruente con lo peticionado, y e) comunicar al 
peticionante lo resuelto. 


A manera de síntesis, puede afirmarse que el derecho de petición implica un conjunto 
de obligaciones u mandatos. Entre ellos cabe mencionar los siguientes: 


a) Facilitar los medios para que el ciudadano pueda ejercitar el derecho de petición 
sin trabas absurdas o innecesarias. 


b) Abstenerse de cualquier forma o modo de sancionamiento al peticionante, por el 
solo hecho de haber ejercido dicho derecho. 


c) Admitir y tramitar el petitorio. 


d) Resolver en el plazo señalado por la ley de la materia la petición planteada, 
ofreciendo la correspondiente fundamentación de la determinación. 


e) Comunicar al peticionante la decisión adoptada. 


Como se puede apreciar, esta configuración del derecho de petición, contenido en el 
inciso 20) del artículo 2° de la Constitución, ha sido materia de desarrollo legislativo 
en la Ley N° 27444, del Procedimiento Administrativo General, vigente a partir del 11 
de octubre de 2001. No obstante esto, debemos mencionar que la solicitud del 
recurrente, contenida en la carta notarial entregada a la emplazada con fecha 30 de 
octubre de 2000, se expidió cuando se encontraba vigente el Decreto Supremo N* 02- 
94-JUS, Texto Único Ordenado de la Ley de Normas Generales de Procedimientos 
Administrativos, norma que si bien no efectuaba un tratamiento sistemático del 
derecho de petición administrativa, sí lo contenía (artículos 1%, 4°, 7%, 59%, 87% o 
Primera Disposición Complementaria), aunque con notorio desorden y menor 
cantidad de supuestos a los cuales podía ser aplicado. Expuesto este último aspecto, 
este Colegiado considera que en el presente caso no se ha vulnerado el derecho de 
petición del recurrente, pues la referida solicitud no se sitúa en ninguno de los 
supuestos que componen este derecho, pues en la misma se hace referencia más bien 
al cumplimiento de una resolución administrativa, expedida por la propia emplazada, 
en ejecución de lo ordenado por una resolución judicial. Consiguientemente, 
corresponde ahora verificar si se ha vulnerado el derecho a la tutela jurisdiccional. 
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DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE EQUILIBRADO Y ADECUADO 


EXP. N° 0048-2004-PI/TC 


LIMA 
JOSE MIGUEL MORALES DASSO Y MÁS DE 5000 CIUDADANOS 


17. La Constitución Política de 1993 (artículo 2°, inciso 22) reputa como fundamental 
el derecho de la persona «(...) a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al 
desarrollo de su vida». El constituyente, al incluir dicho derecho en el Título I, 
Capítulo I, referido a los derechos fundamentales, ha tenido como propósito catalogar 
el derecho de las personas a disfrutar de un medio ambiente sano, como un derecho de 
la persona. El carácter de este derecho impone delimitar, principalmente, su 
contenido. Ello, no obstante, exige analizar previamente el significado de «medio 
ambiente», pues es un concepto que es consustancial al contenido mismo del derecho 
en cuestión. 


Desde la perspectiva constitucional, y a efectos de su protección, se hace referencia, de 
modo general, al medio ambiente como el lugar donde el hombre y los seres vivos se 
desenvuelven. En dicha definición se incluye «(...) tanto el entorno globalmente 
considerado —espacios naturales y recursos que forman parte de la naturaleza: aire, 
agua, suelo, flora, fauna- como el entorno urbano»; además, el medio ambiente, así 
entendido, implica las interrelaciones que entre ellos se producen: clima, paisaje, 
ecosistema, entre otros. 


Una vez precisado el concepto de medio ambiente, debemos referirnos al derecho en 
sí. Nuestra Constitución ha elevado al nivel de fundamental dicho derecho; siendo 
ello así, el Estado tiene el deber de efectivizar su plena vigencia, así como prever los 
mecanismos de su garantía y defensa en caso de transgresión. 


El contenido del derecho fundamental a un medio ambiente equilibrado y adecuado 
para el desarrollo de la persona está determinado por los siguientes elementos, a 
saber: 1) el derecho a gozar de ese medio ambiente y 2) el derecho a que ese medio 
ambiente se preserve. 


En su primera manifestación, esto es, el derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado 
y adecuado, dicho derecho comporta la facultad de las personas de poder disfrutar de 
un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan e interrelacionan de 
manera natural y armónica; y, en el caso en que el hombre intervenga, no debe 
suponer una alteración sustantiva de la interrelación que existe entre los elementos 
del medio ambiente. Esto supone, por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, sino 
únicamente del adecuado para el desarrollo de la persona y de su dignidad (artículo 1° 
de la Constitución). De lo contrario, su goce se vería frustrado y el derecho quedaría, 
así, carente de contenido. 


Pero también el derecho en análisis se concretiza en el derecho a que el medio ambiente 
se preserve. El derecho a la preservación de un medio ambiente sano y equilibrado 
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entraña obligaciones ineludibles, para los poderes públicos, de mantener los bienes 
ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute. A juicio de este Tribunal, 
tal obligación alcanza también a los particulares, y con mayor razón a aquellos cuyas 
actividades económicas inciden, directa o indirectamente, en el medio ambiente. 


DERECHO DE REUNIÓN 


EXP. N° 4677-2004-PA/TC 


LIMA 
CONFEDERACIÓN GENERAL DE TRABAJADORES DEL PERÚ 


15. El contenido constitucionalmente protegido del derecho viene configurado por la 
conjunción de una serie de elementos: 


a) Subjetivo: Se trata de un derecho individualmente titularizado, pero sólo 
susceptible de ejercitarse de manera colectiva. Lo ejercita una agrupación de personas 
con fines o propósitos, en esencia, comunes. La identidad básica de la intención de 
quienes se congregan, es decir, el factor volitivo común de los agrupados, es el que 
permite distinguir la reunión constitucionalmente protegida por el artículo 2° 12 de la 
Constitución, de aquellas meras aglomeraciones casuales de individuos a quienes no 
asiste tal identidad. Por ello, buenos ejemplos del ejercicio del derecho de reunión son 
el encuentro de los miembros sindicalizados para protestar por un hacer o no hacer de 
su empleador o empleadores, las marchas de los colectivos a quienes une el 
sentimiento de repudio frente a una medida adoptada por un poder público, las 
procesiones organizadas por los miembros de un determinado credo, los mítines 
coordinados por las agrupaciones políticas, etc. 


b) Temporal: Una de las características del derecho de reunión es la manifestación 
temporal o efímera de su ejercicio, incluso en los supuestos en los que tal 
manifestación sea periódica. Tal característica es uno de los principales factores que 
permite distinguirlo del derecho de asociación, reconocido en el artículo 2° 13 de la 
Constitución, al que inspira un ánimo de permanencia o, cuando menos, una 
determinada continuidad en el tiempo. De otra parte, a diferencia de lo que ocurre 
con el derecho de reunión, el ejercicio del derecho de asociación, y el consecuente 
pacto asociativo, da lugar a la aparición de una entidad jurídica, distinta de las 
personas que la conforman. 


c) Finalista: Es requisito fundamental para el válido ejercicio del derecho de reunión 
que su finalidad sea lícita. Dicha licitud no sólo debe ser predicable del propósito 
último de la reunión, sino de los medios cómo éste pretende ser alcanzado. Y es que 
cuando el artículo 2° 12 de la Constitución alude a que el modus de la reunión se 
materializa “pacíficamente sin armas”, hace referencia a un requisito que atañe al 
contenido esencial del derecho, de manera tal que, desde el mismo instante en el que 
se manifiesta algún elemento objetivo que permita apreciar la intencionalidad o 
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concreta actividad violenta durante la congregación, el o los individuos involucrados 
en el evento, dejan de encontrarse inmersos en el ámbito protegido del derecho, 
pudiendo ser reprimidos de forma inmediata, mediante medidas razonables y 
proporcionales, por la autoridad pública. De esta manera, resulta manifiesto que el 
mínimo daño intencionalmente provocado a los bienes o personas, no forma parte del 
ejercicio válido del derecho. 


d) Real o espacial: El derecho de reunión se ejerce en un lugar de celebración 
concreto. Así, el artículo 2° 12 de la Constitución establece que éstos lugares pueden 
ser locales privados, locales abiertos al público, así como plazas o vías públicas. La 
selección del lugar en el que se lleve a cabo la congregación es vital para el libre 
ejercicio del derecho, puesto que muchas veces éste sólo puede alcanzar su propósito 
en atención a la proximidad física de los reunidos con aquellas personas o entidades 
destinatarios de las ideas, reclamos, pedidos, loas, etc. En otras ocasiones, el lugar 
escogido es representativo de la expresión o manifestación misma a la que la reunión 
sirve de instrumento. Resulta claro, sin embargo, que la elección del lugar no siempre 
puede quedar a discreción de la voluntad del celebrante, pues, en ocasiones, es el 
lugar escogido el que determina, ante el objetivo riesgo de afectación de determinados 
bienes constitucionalmente protegidos, la aparición de una causa objetiva y suficiente 
para restringir o prohibir la reunión. 


e) Eficacia inmediata: El hecho de que, a diferencia de las reuniones en locales 
privados o abiertos al público, el artículo 2° 12 de la Constitución exija un anuncio 
previo a la autoridad para realizar reuniones en plazas y vías públicas, puede llevar a 
la errónea impresión de que para el ejercicio de este último tipo de reuniones es 
imprescindible la autorización previa de algún representante gubernativo, siendo, en 
consecuencia, un derecho mediatizado en su manifestación a la anticipada 
aquiescencia expresa de la autoridad pública. 


Pues nada escapa de manera más evidente a la constitucional configuración del 
derecho sub examine. En efecto, el derecho de reunión es de eficacia inmediata y 
directa, de manera tal que no requiere de ningún tipo de autorización previa para su 
ejercicio. 


Lo que ocurre es que, en el caso específico de las reuniones convocadas en plazas o 
vías públicas, el constituyente ha establecido un instrumento expreso de 
armonización entre su ejercicio y las eventuales restricciones a otros derechos que éste 
represente, de manera tal que ordena que la autoridad tome noticia del evento con 
antelación suficiente a efectos de que tome las providencias necesarias para que el 
derecho al libre tránsito (artículo 2° 11 de la Constitución) no se vea limitado más allá 
de lo estrictamente necesario, habilitando vías alternas de circulación, además de 
adoptar las medidas necesarias para proteger a los manifestantes y asumir una 
conducta vigilante y, de ser el caso, proporcionalmente represiva, frente a las 
eventuales afectaciones a la integridad personal de terceros o de los bienes públicos o 
privados. 
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Así las cosas, no cabe confundir la exigencia de aviso previo, con un supuesto 
sometimiento del derecho de reunión a la necesidad de una autorización previa de la 
autoridad administrativa, la cual, de ser exigida, resultará manifiestamente 
inconstitucional. 


DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 


EXP. N° 2333-2004-HC/TC 


CALLAO 
NATALIA FORONDA CRESPO Y OTRAS 


Que, en virtud de la particular importancia que reviste en nuestro país la defensa del 
derecho a la integridad personal y la proscripción de toda forma de violencia física, 
psíquica y moral sobre las personas, este Colegiado, en aras de orientar las futuras 
demandas de tutela sobre dicha materia, así como de encuadrar doctrinaria y 
previsoramente su tratamiento jurisprudencial, considera que, antes de pronunciarse 
sobre el caso de autos, debe exponer lo siguiente: 


El derecho a la integridad personal se encuentra consagrado en el inciso 1 del artículo 
2° de la Constitución Política vigente. 


En puridad se trata de un atributo indesligablemente vinculado con la dignidad de la 
persona, y con los derechos a la vida, a la salud, a la seguridad personal y al libre 
desarrollo y bienestar. 


El reconocimiento de su importancia es tal, que obligó al legislador constituyente no 
sólo a establecer su protección a través de lo dispuesto en el referido precepto, sino 
también, adicionalmente, a ratificarlo tuitivamente a través de lo dispuesto en el 
apartado h) del numeral 23 del artículo 2° de la Constitución; el cual, textualmente, 
señala que toda persona tiene derecho: “A la libertad y seguridad personales. En 
consecuencia: 


h) Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o 
a tratos inhumanos o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen 
médico de la persona agraviada o de aquella imposibilitada de recurrir por si misma a 
la autoridad. Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la violencia. Quien la 
emplea incurre en responsabilidad”. 


En efecto, la dignidad importa el reconocimiento del derecho irrefragable a un 
determinado modo de existir. 


En ese contexto, el ser humano es, per se, portador de estima, custodia y apoyo 
heterónomo para su realización acorde con su condición humana, de allí que la 
defensa de su integridad forme parte de la dimensión vital de la persona y, que, por 
ende, la Constitución le reserve deferente tutela y vocación tuitiva. 
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Enrique Álvarez Conde [Curso de Derecho Constitucional. Vol. I. Madrid: Tecnos. 
1999, Pág. 334] enfatiza que el derecho a la vida se prolonga en el derecho a la 
integridad física y moral. En efecto, el reconocimiento y defensa que el texto 
constitucional consagra a la vida humana, no supone llana y elementalmente la 
constitucionalización del derecho a la mera existencia, sino que abarca la 
responsabilidad de asegurar que ésta se despliegue con dignidad. Por ende, necesita y 
exige condiciones mínimas, entre las cuales ocupa lugar preferente el resguardo de la 
integridad humana en sentido lato. 


Asimismo, el derecho a la integridad personal tiene implicación con el derecho a la 
salud, en la medida que esta última tiene como objeto el normal desenvolvimiento de 
las funciones biológicas y psicológicas del ser humano; deviniendo, así, en una 
condición indispensable para el desarrollo existencial y en un medio fundamental 
para alcanzar el bienestar individual y colectivo. 


Igualmente, el derecho a la integridad personal se entronca con el derecho a la 
seguridad personal, puesto que supone la convicción y certeza del respeto de uno 
mismo por parte de los demás, en tanto se ejercita un derecho y se cumple con los 
deberes jurídicos. En efecto, la seguridad personal representa la garantía que el poder 
público ofrece frente a las posibles amenazas por parte de terceros de lesionar la 
indemnidad de la persona o desvanecer la sensación de tranquilidad y sosiego 
psíquico y moral que debe acompañar la vida coexistencial. 


El derecho a la integridad personal reconoce el atributo a no ser sometido o a no 
autoinflingirse medidas o tratamientos susceptibles de anular, modificar o lacerar la 
voluntad, las ideas, pensamientos, sentimientos o el uso pleno de las facultades 
corpóreas. 


El reconocimiento de la indemnidad humana, in totum, se expresa, como regla general, 
en la no privación de ninguna parte de su ser, Por ende, proscribe toda conducta que 
inflinja un trato que menoscabe el cuerpo o el espíritu del hombre. 


El inciso 1 del artículo 2° de la Constitución direcciona conceptualmente la integridad 
en tres planos: físico, psíquico y moral. Al respecto, veamos lo siguiente: 


2.1. La integridad física 


La integridad física presupone el derecho a conservar la estructura orgánica del ser 
humano; y, por ende, a preservar la forma, disposición y funcionamiento de los 
órganos del cuerpo humano y, en general, la salud del cuerpo. 


La afectación de la integridad física se produce cuando se generan incapacidades, 
deformaciones, mutilaciones, perturbaciones © alteraciones funcionales, 
enfermedades corpóreas, etc. 


En ese orden de ideas, el apartado h) del inciso 24) del artículo 2° de la Constitución 
prohíbe toda forma de violencia física. 


La indemnidad corporal está sujeta, como regla general, al principio de 
irrenunciabilidad; vale decir, que la Constitución no avala ni permite las limitaciones 
físicas voluntarias, salvo casos excepcionales. En ese sentido, la persona tiene la 
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responsabilidad de mantener incólume su integridad y, por consiguiente, de no 
atentar contra su propia estructura corpórea. 


Los actos de disposición del cuerpo sólo son admisibles cuando surge una exigencia 
ante un estado de necesidad, una razón médica o motivos de humanitarismo (pérdida 
de un miembro u órgano para salvar el resto de la estructura corpórea, una gangrena o 
la donación de un órgano para preservar una vida ajena). 


Al respecto, el artículo 6° del Código Civil -precepto que complementa el mandato 
constitucional- prohíbe los actos de disposición del propio cuerpo cuando ocasionan 
una disminución permanente del mismo o, en todo caso, cuando sean contrarios al 
orden público o a la buenas costumbres. 


En virtud de ello, la persona sólo puede disponer de aquellas partes de su cuerpo que, 
al ser despojadas o separadas, no ocasionen una disminución permanente de su 
integridad física. Por ende, cabe la posibilidad de que la persona pueda ceder todas 
aquellas partes, sustancias o tejidos que se regeneren, siempre que ello no atente 
gravemente contra su salud o ponga en peligro su vida; tales los casos del corte del 
cabello, la donación de sangre, etc. Dicha postura tiene como base y fundamento el 
histórico caso de Paolo Salvatori (Nápoles, 1930), en el cual éste fue objeto de una 
intervención quirúrgica de cedencia de testículo a favor de Vittorio La Pegna. Allí el 
Tribunal de Nápoles fijó el criterio de que, con dicha disposición del cuerpo, no se 
había ocasionado ninguna disminución grave. 


Asimismo, el artículo 7° del Código Civil autoriza expresamente la facultad de donar 
partes del cuerpo o de órganos o de tejidos; empero, precisa que dicha cesión no 
deberá perjudicar gravemente la salud o reducir sensiblemente el tiempo de vida del 
donante. 


El consentimiento del donante debe ser expreso y por escrito, además de ser libre, sin 
coacción ni fraude. Añádase que la autorización debe sustentarse en la previa y 
adecuada información acerca de la naturaleza del acto quirúrgico a practicarse sobre 
él, sus consecuencias y riesgos. 


2.2. La integridad moral 


El derecho a la integridad moral defiende los fundamentos del obrar de una persona 
en el plano de la existencia y coexistencia social. 


Dichos fundamentos manifiestan el conjunto de obligaciones elementales y primarias 
que el ser humano se fija por mandato de su propia conciencia, y los 
condicionamientos que ella recibe a través de la educación y cultura de su entorno. 


Néstor Pedro Sagves [Elementos de Derecho Constitucional. Tomo II. Buenos Aires: 
Astrea, 2003, pág. 331] expone que el referido derecho asegura el respeto al desarrollo 
de la vida personal de conformidad con el cuadro de valores que se derivan de la 
libertad de conciencia. 


En efecto, la integridad moral se liga inescindiblemente al atributo de desarrollar la 
personalidad y el proyecto de vida en comunidad conforme a la convicción personal 
(religión, política, cultura, etc.). 
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Debe aclararse que la integridad moral no implica la idea de algo extraño o superior a 
la persona para reconocer su existencia y defender su intangibilidad, ya que se funda 
en el libre albedrío. Empero, es obvio que estos fundamentos, en caso del obrar, no 
deben colisionar con el orden público. 


En ese orden de ideas, el apartado h del inciso 24) del artículo 2° de la Constitución 
prohíbe toda forma de violencia moral contra una persona. 


2.3. La integridad psíquica 


El derecho a la integridad psíquica se expresa en la preservación de las habilidades 
motrices, emocionales e intelectuales. Por consiguiente, asegura el respeto de los 
componentes psicológicos y discursivos de una persona, tales como su forma de ser, su 
personalidad, su carácter, así como su temperamento y lucidez para conocer y 
enjuiciar el mundo interior y exterior del ser humano. 


En ese sentido, se considera como un atentado contra este derecho la utilización de 
procedimientos médicos como el llamado “suero de la verdad”, que supone la 
aplicación de soluciones líquidas para explorar, sin expresión de voluntad, el campo 
del subconsciente. Asimismo, se encuentran proscritos los denominados “lavados de 
cerebro” o las hipnosis realizadas por vía compulsiva o no avaladas por el libre 
albeldrío. 


En la jurisprudencia son recurrentes los actos de afectación psíquica en el ámbito 
educativo como consecuencia de ciertas medidas correctivas a los educandos (ofensa 
verbal, prohibiciones de ingreso y salida del recinto escolar, etc.); así como aquellos 
que aparecen en el ámbito familiar (manipulaciones para el goce del régimen de 
visitas, retardo no justificado de las prestaciones alimentarias, etc.). 


En ese orden de ideas, el apartado h) del inciso 24) del artículo 2° de la Constitución 
prohíbe toda forma de violencia psíquica contra una persona. 


DERECHO A LA IGUALDAD 


EXP. N° 2593-2006-PHC/TC 


HUANUCO 
CLEVER INOCENCIO RETIS 


5. El derecho a la igualdad, reconocido en el artículo 2, inciso 2 de la Constitución, 
tiene dos facetas: igualdad ante la ley e igualdad en la aplicación de la ley. Mientras la 
primera constituye un límite al legislador, la igualdad en la aplicación de la ley se 
configura como límite al accionar de los órganos jurisdiccionales o administrativos, 
exigiendo que los mismos, al momento de aplicar las normas jurídicas, no atribuyan 
distintas consecuencias jurídica a dos supuestos de hecho que sean sustancialmente 
iguales (Cfr. Exp. N° 0004-2006-PI/TC, Funds 123-124). El presente caso se configura 
como uno de igualdad en la aplicación de la ley. 
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LIBERTAD RELIGIOSA 


EXP. N° 3283-2003-AA/TC 


JUNÍN 
TAJ MAHAL DISCOTEQUE Y OTRA 


15. La religión es el conjunto de creencias y dogmas acerca de la divinidad, de 
sentimientos de veneración y de normas para ajustar la conducta individual. En esa 
orientación, Gregorio Badeni [“Instituciones de Derecho Constitucional”. Buenos 
Aires. Ad hoc, 2000. Pág. 283] sostiene que se trata de “un conjunto fundamental de 
creencias o dogmas sobre la divinidad, que se traduce en una serie de convicciones de 
carácter metafísico que impulsan al hombre a adoptar determinados comportamientos 
y a cumplir con ciertos ritos acordes con aquellas creencias”. Por su parte, Máximo 
Pacheco [“Teoría del derecho”. Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 1976] manifiesta 
que es la potestad de profesar la confesión religiosa que cada uno considere como 
verdadera, así como la de sostener su creencia dentro de su entorno social. 


16. Ninguna persona puede ser impedida de ejercer su opción de adorar a alguna 
divinidad, pues se trata de una de las manifestaciones de la libertad de conciencia, ya 
que previamente parte del reconocimiento de la existencia de una esfera reservada al 
individuo, en la que no cabe interferencia o intromisión alguna por parte de terceros. 


17. Entonces, la libertad religiosa se configura como una “zona reservada” y, por tal, 
prohibida a la injerencia del Estado o de la sociedad. Como enfatiza Isaiah Berlin 
[“Cuatro Ensayos sobre la libertad”. Madrid. Alianza, 1998, pág. 220] se trata de una 
libertad negativa; vale decir que, respecto a ella, el Estado debe sólo limitarse a 
prohibir o restringir determinadas conductas (no convicciones) que atenten contra la 
libertad religiosa de los demás o el orden público y la moral social. 


18. En dicho contexto, el reconocimiento y protección constitucional de la libertad 
religiosa comporta el establecimiento de los cuatro atributos jurídicos siguientes: 


a) Reconocimiento de la facultad de profesión de la creencia religiosa que libremente 
elija una persona. 


b) Reconocimiento de la facultad de abstención de profesión de toda creencia y culto 
religioso. 


c) Reconocimiento de la facultad de poder cambiar de creencia religiosa. 


d) Reconocimiento de la facultad de declarar públicamente la vinculación con una 
creencia religiosa o de abstenerse de manifestar la pertenencia a alguna. Es decir, 
supone el atributo de informar, o no informar, sobre tal creencia a terceros. 
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DERECHO A LA RECTIFICACIÓN 


EXP. N° 3362-2004-AA/TC 


HUANUCO 
PRUDENCIANO ESTRADA SALVADOR 


4. Al respecto, como este Colegiado lo ha señalado, la rectificación es un derecho 
fundamental que, según lo expresado en el fundamento 5.a de la sentencia emitida en 
el Expediente N° 0829-98-AA/TC, está referido a lo siguiente: 


La obligación de rectificar informaciones inexactas o agraviantes al honor o a la buena 
reputación difundidas por cualquier medio de comunicación social, tiene por 
finalidad, a la par de contribuir con una correcta formación de la opinión pública 
libre, el de corregir informaciones sobre hechos inexactos que hayan sido propalados 
mediante el ejercicio de la libertad de información, esto es, informaciones cuyo 
carácter material permita determinar que se trata de informaciones no veraces, o que 
hayan sido formuladas como consecuencia de no observarse una conducta 
razonablemente diligente para agenciarse de los hechos noticiosos que podrían ser 
objeto de información. 


5. El tratamiento presentado por el ordenamiento constitucional nacional se 
complementa con lo desarrollado en la normatividad internacional. Al respecto, pese a 
que la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del Hombre y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos no se refieren de forma alguna a la rectificación, y se restringen a la 
salvaguardia del honor, el artículo 14° de la Convención Americana sobre los Derechos 
Humanos señala con claridad que 


1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en 
su perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentados y que se 
dirijan al público en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de 
difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la ley. 


2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras 
responsabilidades legales en que se hubiese incurrido. 


3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o 
empresa periodística, cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona 
responsable que no esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero 
especial. 


De lo expresado, se puede afirmar que la rectificación planteada en la Convención 
Americana es bastante similar a la propuesta en sede constitucional, aunque no 
idéntica. En tal entendido, es indispensable conjugar ambas definiciones normativas, 
máxime si, según la Constitución (Cuarta Disposición Final y Transitoria) y el 
Código Procesal Constitucional (artículo V del Título Preliminar), los derechos 
fundamentales reconocidos en la Norma Fundamental deben ser interpretados de 
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acuerdo con el desarrollo de los mismos en los instrumentos internacionales sobre la 
materia. 


6. En este marco, se puede admitir la existencia de un contenido esencial en el 
derecho fundamental a la rectificación, para que de esta forma sea conveniente y 
oportunamente tutelado. 


Básicamente este derecho incluirá dos ámbitos: uno positivo y uno negativo. Dentro 
del primero, se encuentra la posibilidad de que una persona afectada por un mensaje 
desatinado respecto a su persona pueda acceder libremente a un medio de 
comunicación de masas a fin de que éste se rectifique en mérito a los derechos 
comunicativos. Como parte de la esfera negativa, se entiende que es inadecuado que el 
medio niegue esta posibilidad a la persona, toda vez que le asiste con el objeto de 
proteger su honor, y de presentar la verdad noticiosa; tal negativa se puede producir 
tanto con no publicar la rectificación propuesta o, si se realiza, por hacerse con 
comentarios inexactos o agraviantes adicionales. 


LIBERTAD DE TRÁNSITO 


EXP. N° 1953-2007-PHC/TC 


ÁNCASH 
LEONARDO FILIMÓN BONIFACIO VALDIVIA 


2. El artículo 2%, inciso 11), de la Constitución regula el derecho fundamental a la 
libertad de tránsito. Esta facultad comporta el ejercicio del atributo ius movendi et 
ambuland:. Es decir, supone la posibilidad de desplazarse autodeterminativamente en 
función de las propias necesidades y aspiraciones personales, a lo largo y ancho del 
territorio, así como la de ingresar o salir de él, cuando así se desee. Se trata, en suma, 
de un imprescindible derecho individual y de un elemento conformante de la libertad 
individual. Más aún, deviene en una condición indispensable para el libre desarrollo 
de la persona, toda vez que se presenta como el derecho que tiene ésta para poder 
ingresar, permanecer, circular y salir libremente del territorio nacional. Sin embargo, 
este derecho, como todos los demás, no es absoluto, sino que debe ejercerse según las 
condiciones de cada titular y de acuerdo con las limitaciones que la propia 
Constitución y la ley establecen (Exp. N.° 2876-2005-HC/TC, caso Nilsen Mallqui 
Laurence). 


3. La facultad de desplazamiento que supone el derecho a la libertad de tránsito se 
manifiesta a través del uso de las vías de naturaleza pública o de las vías privadas de 
uso público. En el primer supuesto, el ius movendi et ambulandi se expresa en el 
tránsito por parques, calles, avenidas, carreteras, entre otros; en el segundo supuesto, 
se manifiesta, por ejemplo, en el uso de las servidumbres de paso. Sin embargo, en 
ambas situaciones, el ejercicio de dicha atribución debe efectuarse respetando el 
derecho de propiedad. 
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DERECHO A LA SALUD 


EXP. N° 03599-2007-PA/TC 


LIMA 
FORTUNATO VELASQUEZ NAVARRO 


2. El derecho a la salud reconocido en el artículo 7 de la Constitución no puede ser 
entendido como una norma que requiere de desarrollo legal para su efectividad, 
siendo así podemos afirmar que posee una doble dimensión: a) El derecho de todos los 
miembros de una determinada comunidad de no recibir por parte del Estado un 
tratamiento que atente contra su salud y 2) El derecho de exigir del Estado las 
actuaciones necesarias para el goce de parte de los ciudadanos de servicios de calidad 
en lo relacionado a la asistencia médica, hospitalaria y farmacéutica. A lo señalado 
debemos añadir que el derecho a la salud eñaladospitalaria, farmacéuticoaecho con el 
serivcio prestadoinvocado por el demandante es considerado por este Tribunal como 
un derecho fundamental por su relación inseparable con el derecho a la vida, esto en 
uso del criterio de conexidad. Así el derecho a la salud podrá ser exigido vía proceso 
de amparo cuando se encuentre vinculado de forma directa e inmediata con otros 
derechos fundamentales (el derecho a la vida, a la integridad física, etc.). Siendo ello 
así creemos necesario mencionar que son elementos esenciales del derecho a la salud: 
a) Su definición; Debe ser entendido como un indiscutible derecho fundamental. b) 
Los beneficiarios; Debe estar reconocido para toda persona humana, tutelando de 
manera especial la salud de aquellas personas con pronóstico no favorable de curación 
o aquellas otras que se encuentren en situaciones especiales (adultos mayores, 
minorías étnicas, mujeres embarazadas en abandono. c) Acceso al servicio; Debe 
garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso al servicio de la salud y d) La 
calidad de servicio; Debe garantizar un obrar adecuado y un estándar mínimo en la 
actuación de las entidades prestadores (privadas o públicas) del servicio de salud. 


DERECHO A LA SALUD MENTAL 


EXP. N° 2480-2008-PA/TC 


LIMA 
RAMÓN MEDINA VILLAFUERTE 


10. El derecho a la salud mental se encuentra reconocido en las fuentes normativas del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Así, según el artículo 12. del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, toda persona tiene 
derecho al “disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental”. Por su parte, 
el Protocolo de San Salvador prevé, en su artículo 10%, que toda “persona tiene 
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derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, 
mental y social”. 


11. Teniendo presente el contenido de los artículos referidos, puede concluirse que en 
el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos: a) el derecho a la 
salud mental es parte integrante del derecho a la salud; b) el derecho a la salud tiene 
como único titular a la persona humana; c) el derecho a la salud mental tiene como 
contenido el derecho a disfrutar del mayor nivel posible de salud mental que le 
permita a la persona humana vivir dignamente; y, d) la salud protegida no es 
únicamente la física, sino que comprende, también, todos aquellos componentes 
propios del bienestar psicológico y mental de la persona humana. 


12. Por ello, en armonía con los tratados sobre derechos humanos antes referidos, en 
el artículo 7° de la Constitución se estableció que la “persona incapacitada para velar 
por sí misma a causa de una deficiencia (...) mental tiene derecho al respeto de su 
dignidad y a un régimen legal de protección, atención, readaptación y seguridad”. 
Concordantemente, el inciso 1) del artículo 2% de la Constitución reconoce que toda 
persona tiene derecho a su integridad psíquica. 


13. De acuerdo con los artículos constitucionales referidos, es evidente que la 
Constitución reconoce a las personas con discapacidad mental como sujetos de 
especial protección debido a las condiciones de vulnerabilidad manifiesta por su 
condición psíquica y emocional, razón por la cual les concede una protección 
reforzada para que puedan ejercer los derechos que otras personas, en condiciones 
normales, ejercen con autodeterminación. 


Por consiguiente, la obligación que asume el Estado como garante del derecho a la 
salud mental consiste en adoptar las medidas positivas adecuadas para reducir las 
desventajas estructurales y dar el trato preferente y apropiado a las personas con 
discapacidad mental, a fin de conseguir los objetivos de su plena participación y 
readaptación e igualdad dentro de la sociedad para todas ellas. 


14. En este orden de ideas, este Tribunal considera que el derecho a la salud mental es 
un derecho fundamental cuyo sustento se encuentra contenido en el principio-derecho 
de dignidad humana y en los derechos a la salud y a la integridad psíquica. Ello 
debido a que la preservación de la vida humana no se limita solamente a proteger la 
supervivencia biológica de la persona humana, sino que también se extiende a la 
posibilidad concreta de recuperación y mejoramiento de las condiciones de salud. 
Considerar al ser humano integralmente, como una unidad física y psíquica, es 
imperativo, en vista de cautelar su desenvolvimiento vital dentro de unas condiciones 
mínimas de dignidad. 


15. Pues bien, teniendo presente que el derecho a la salud mental tiene por finalidad 
la protección de los derechos a la salud, a la integridad personal y a una vida en 
condiciones dignas, corresponde señalar de manera enunciativa las manifestaciones 
que integran su contenido y que pueden ser ejercidas y exigidas. Así pues, que el 
derecho a la salud mental comprende: 
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a. El derecho a acceder a tratamientos adecuados e idóneos, sean ellos de orden 
preventivo, curativo o paliativo, cuando las personas tengan problemas para disfrutar 
del más alto nivel posible de salud mental, tratamientos que deben formar parte del 
sistema de salud y seguridad social. La ausencia de un tratamiento con los estándares 
más altos de calidad puede poner en riesgo la vida de las personas e incluso 
ocasionarles un perjuicio irremediable. 


b. El derecho a que la atención médica sea integral, es decir, que comprenda todo 
cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de 
rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento de los tratamientos iniciados, 
así como todo otro componente que los médicos valoren como necesario para el 
restablecimiento de la salud mental del paciente. 


16. Ahora bien, la salud mental, como todo derecho fundamental, conlleva la 
realización de obligaciones de abstención y/o de prestación por parte del Estado o de 
particulares que brindan prestaciones en salud mental. Por ello, corresponde señalar 
también de manera enunciativa, cuáles son estas obligaciones. Así se tiene que: 


a. El Estado debe crear las condiciones que aseguren a todos asistencia médica y 
servicios médicos en caso de enfermedad mental, que incluye el acceso igual y 
oportuno a los servicios de salud mental preventivos, curativos y de rehabilitación. 


En este punto, resulta importante destacar que el Ministerio de Salud no ha incluido 
los trastornos mentales dentro de la cobertura del Seguro Integral de Salud, según se 
desprende del anexo 2 del Decreto Supremo N° 003-2002-SA. Por esta razón, este 
Tribunal considera que el Ministerio de Salud, en cumplimiento y tutela de los 
mandatos de optimización contenidos en los artículos 1° y 7° de la Constitución, tiene 
que ampliar e incluir dentro de la cobertura Seguro Integral de Salud a los trastornos 
mentales. Es más, debe tenerse presente que el artículo 1.3 de la Ley N° 28588 declara 
prioritaria la implementación del componente de salud mental en el Seguro Integral 
de Salud. 


b. El Estado debe contar con un número suficiente de establecimientos, bienes y 
servicios públicos de salud mental, así como programas preventivos, curativos y de 
rehabilitación. Ello requiere, entre otras cosas, personal médico capacitado, 
medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, así 
como condiciones sanitarias adecuadas. 


Para que el Estado cumpla dicha obligación, la mayoría de hospitales del Ministerio 
de Salud y del Seguro Social de Salud deben brindar atención psiquiátrica. De este 
modo se cubrirá la demanda a nivel nacional, pues la atención a la salud mental no 
puede ser centralizada. Asimismo, para que dicha obligación se ejecute también es 
necesario que el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio de Salud en la 
distribución del gasto público en salud establezcan una partida presupuestal exclusiva 
para el fomento, prevención, curación y rehabilitación de los trastornos mentales. 


c. El Estado debe suministrar los tratamientos, medicamentos, intervenciones, 
procedimientos, exámenes, seguimiento de los tratamientos iniciados y demás 
requerimientos que los médicos consideren necesarios para atender el estado de salud 
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mental de una persona; es decir, tiene el deber de asegurar y proveer una prestación 
de atención médica eficaz a las personas con discapacidad mental. 


d. El Estado debe abstenerse de realizar actuaciones y de omitir las obligaciones que 
supongan la supresión del servicio de salud mental, la suspensión injustificada de los 
tratamientos una vez iniciados o el suministro de medicamentos, sea por razones 
presupuestales o administrativas. 


Ello en virtud del principio de progresividad de los derechos económicos, sociales y 
culturales que se encuentra contemplado en el artículo 26% de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y en el artículo del 2.1 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos Sociales y Culturales, que obliga al Estado a aumentar 
progresivamente la satisfacción del derecho a salud mental y proscribe su retroceso en 
los avances obtenidos. En mérito de ello, este Tribunal considera que resultaría 
inconstitucional que el Estado recorte o limite el ámbito de protección del derecho a 
la salud mental, o que aumente sustancialmente los requisitos exigidos para acceder al 
servicio de salud mental, o que disminuya los recursos públicos destinados a la 
satisfacción de este derecho. 


e. El Estado en los tratamientos preventivos, curativos y de rehabilitación, y en las 
políticas, programas y planes de salud mental, debe aplicar y seguir los Principios 
para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la 
salud mental, aprobados por la Asamblea General de Naciones Unidas, mediante 
Resolución N* 46/119, de 17 de diciembre de 1991. 


Sobre el particular, conviene destacar que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha precisado que los principios “ofrecen una guía útil para determinar si la 
atención médica ha observado los cuidados mínimos para preservar la dignidad del 
paciente”. 


f. El Estado debe fomentar la salud mental a través de acciones enfocadas a modificar 
los principales obstáculos estructurales y de actitud para reducir la discriminación y 
promover los derechos fundamentales de las personas con discapacidad mental. El 
fomento a la salud comprende el acceso a la educación e información sobre cuestiones 
relacionadas con la salud mental, así como el fomento de la participación de la 
población en la prestación de servicios médicos preventivos y curativos de salud 
mental. 


g. El Estado debe diseñar políticas, planes y programas de salud mental dirigidos a 
mejorar la salud mental de las personas con discapacidad mental y reducir el impacto 
de las enfermedades mentales en la sociedad. 


En este punto, es oportuno destacar que esta obligación ha sido cumplida con la 
aprobación de los Lineamientos para la Acción en Salud Mental mediante la 
Resolución Ministerial N° 075-2004-MINSA, el Plan General de la Estrategia 
Sanitaria Nacional de Salud Mental y Cultura de Paz 2005-2010 mediante la 
Resolución Ministerial N° 012-2006-MINSA y el Plan Nacional de Salud Mental 
mediante la Resolución Ministerial N° 943-2006-MINSA. 
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h. El Estado tiene el deber de regular y fiscalizar a las instituciones que prestan 
servicio de salud mental, como medida necesaria para la debida protección de la vida 
e integridad de las personas con discapacidad mental, que abarca a las entidades 
públicas y privadas que prestan servicios de salud mental. 


Sobre esto, resulta importante destacar que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha enfatizado que “el Estado no sólo debe regularlas y fiscalizarlas, sino que 
además tiene el especial deber de cuidado en relación con las personas ahí 
internadas”. 


Ello quiere decir que el Estado se convierte en garante tanto de la efectiva protección 
del derecho a la salud mental como de la eficiente prestación del servicio de salud 
mental, incluso cuando tanto la protección como la prestación del servicio han sido 
asumidas por particulares. 


17. De lo anterior se desprende, que la responsabilidad de proteger y garantizar la 
salud mental de los enfermos psíquicos, así como la de garantizar en forma inmediata 
la protección de su vida y de su integridad personal, recae principalmente en las 
entidades prestadoras del servicio de salud del Estado, lo que no quiere decir que 
dicho deber estatal se reduzca solamente a las hipótesis en que el Estado mismo, a 
través de sus propias entidades prestadoras, provea servicios de salud, sino que 
también se extiende a las entidades particulares que brindan el servicio de salud 
mental por cuenta propia, o por encargo y cuenta del Estado. 


DERECHO DE PROPIEDAD 


EXP. N° 3773-2004-AA/TC 


HUAURA 
LORENZO CRUZ CAMILLO 


3. Por otro lado, este Colegiado considera pertinente puntualizar, en prospectiva de 
futuras demandas constitucionales referidas al derecho de propiedad, que lo que 
constitucionalmente resulta amparable de dicho atributo fundamental está 
constituido esencialmente y como se puso de relieve en la sentencia recaída en el Exp. 
N° 008-2003-AI/TC (Fundamento 26), por los elementos que la integran en su rol 
tanto de instituto sobre el que el Estado interviene bajo determinados supuestos, 
como de derecho individual de libre autodeterminación. Con lo primero se garantiza 
que el poder estatal o corporativo no invada los ámbitos de la propiedad fuera de lo 
permisiblemente aceptado por la Norma Fundamental. Con lo segundo, que la 
propiedad pueda responder a los supuestos mínimos de uso, usufructo y disposición. 
Por otra parte y vista la existencia de una variada e ilimitada gama de bienes sobre los 
que puede configurarse la propiedad (urbanos, rurales, muebles inmuebles, 
materiales, inmateriales, públicos, privados, etc.), puede hablarse de diversos 
estatutos de la misma, los que, no obstante asumir matices particulares para cada 
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caso, no significan que la propiedad deje de ser una sola y que, por tanto, no pueda 
predicarse respecto de la misma elementos de común configuración. Corresponderá, 
en todo caso, a la magistratura constitucional, la construcción de los perfiles 
correspondientes a un contenido esencial del derecho a la propiedad que, de cara a lo 
postulado por nuestro ordenamiento fundamental, pueda predicarse como común 
denominador de las diversas clases o manifestaciones de la misma. Dentro de dicho 
contexto, queda claro que la posesión no está referida a dicho contenido esencial y por 
tanto fundamental, sino a un contenido estrictamente legal cuya definición y 
tratamiento se ubica fuera de los supuestos constitucionalmente relevantes, los que, 
como lo establece el artículo 5°, inciso 1) del Código Procesal Constitucional (Ley N° 
28237) no corresponden ser tramitados o verificados mediante la vía procesal 
constitucional. 


DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE DOMICILIO 


EXP. N° 0003-2005-PI/TC 


LIMA 
MÁS DE CINCO MIL CIUDADANOS 


345. El derecho a la inviolabilidad de domicilio garantiza a toda persona a no ser 
objeto de intervenciones, ilegales y arbitrarias, por parte de particulares o por el 
Estado, dentro de su domicilio. El domicilio es el espacio físico donde las personas 
desarrollan su vida privada. Como ha expuesto el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos en el caso Moreno Gómez c/. España, 


“El domicilio es normalmente el lugar, el espacio físicamente determinado 
donde se desarrolla la vida privada y familiar. El individuo tiene derecho al 
respeto de su domicilio, lo cual significa no sólo el derecho al espacio físico, 
sino también al disfrute pacífico de dicho espacio”. [Sentencia de 16 de 
noviembre de 2004, párrafo 53]. 


346. Esa protección del espacio personal es lo que subyace como telos en el inciso 9) 
del artículo 2% de la Ley Fundamental, al prescribir que el contenido 
constitucionalmente declarado del derecho a la inviolabilidad del domicilio no 
consiente que alguien pueda 


“(...) ingresar en él ni efectuar investigaciones o registros sin autorización de 
la persona que lo habita o sin mandato judicial, salvo flagrante delito o muy 
grave peligro de su perpetración. Las excepciones por motivos de sanidad o de 
grave riesgo son reguladas por la ley”. 


347. El Tribunal recuerda que el domicilio tiene un carácter subjetivo, en tanto la 
persona desarrolla su vida en una esfera de intimidad personal y familiar; y un 
carácter objetivo, toda vez que asegura diversos espacios de vida más allá del privado, 
es decir, más allá del lugar en el que el ser humano desarrolla su vida personal y 
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familiar. Su reconocimiento en los tratados internacionales se verifica, por ejemplo, 
en el artículo 11° de la Declaración Universal de Derechos Humanos, según el cual: 


“Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. 
Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o 
ataques”. 


348. También con el artículo 11.2 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, que prevé que: 


“2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida 
privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de 
ataques ilegales a su honra o reputación”. 


349. Y, en semejantes términos, por el artículo 17.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, según el cual: 


“(...) Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, 
su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra y reputación”. 


350. En atención al doble carácter del derecho, el Tribunal es de la opinión que el 
concepto de “domicilio” no puede ser restringido al espacio físico donde los titulares 
del derecho constituyen su residencia habitual, en los términos del artículo 33* del 
Código Civil; antes bien, debe extenderse a todo lugar o espacio en el que la persona 
pueda desarrollar su vida privada y, por tanto, vedados al libre acceso de terceros. 
Como lo ha sostenido el Tribunal Constitucional español, en opinión que este 
Tribunal comparte: 


(...) el domicilio inviolable es un espacio en el cual el individuo vive sin estar 
sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad 
más íntima. Por ello, a través de este derecho, no sólo es objeto de protección 
el espacio físico en sí mismo considerado, sino lo que en él hay de emanación 
de la persona y de la esfera privada de ella. 


351. De allí se desprende que, el derecho a la inviolabilidad del domicilio repele 
intervenciones no consentidas sobre el espacio físico donde se desarrolla la vida 
privada y familiar de una persona. Sin embargo, como sucede con todo derecho 
fundamental, el de inviolabilidad del domicilio tampoco es un derecho absoluto y, en 
ese sentido, no siempre que se produzca una injerencia en el espacio físico por él 
garantizado, sin que se cuente con el consentimiento de su titular, se generará 
automáticamente una lesión del derecho. Sin embargo, de conformidad con el inciso 
9) del artículo 2° de la Constitución, una injerencia sobre el domicilio que no cuente 
con el consentimiento de su titular no se considerará arbitraria si es que se sustenta en 
un mandato judicial. 
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DERECHO DE ASOCIACIÓN 


EXP. N° 7704-2005-AA/TC 


LIMA i 
JULIO ALFREDO BERNABÉ CCAMAÑA 


5. El derecho de asociación 


La Constitución Política de 1993 (artículo 2, inciso 13), entre otros, ha consagrado el 
derecho fundamental de asociación en el sentido de que toda persona tiene el derecho: 


“a asociarse y a constituir fundaciones y diversas formas de organización jurídica sin 
fines de lucro, sin autorización previa y con arreglo a ley. No pueden ser disueltas por 
resolución administrativa”. 


El derecho de asociación consiste en 


“[...] aquella facultad reconocida a las personas de constituir con otras, 
agrupaciones con vocación de permanencia y con vistas a la consecución de 
un fin común, no particular”. En otras palabras “[...] en la correspondencia de 
varios individuos en una organización que establece un esquema de 
cooperación para alcanzar ciertos fines”; ello es así en la medida [en] que “[...] 
la formación misma de la capacidad de los planes de vida por parte de los 
individuos requiere de una interacción física y de una congruencia con otros 
individuos, que proveen los elementos intelectuales y materiales que 
constituyen esa capacidad”. 


El contenido esencial del derecho de asociación está constituido por: a) el derecho de 
asociarse, entendiendo por tal la libertad de la persona para constituir asociaciones, así 
como la posibilidad de pertenecer libremente a aquellas ya constituidas, desarrollando 
las actividades necesarias en orden al logro de los fines propios de las mismas; b) el 
derecho de no asociarse, esto es, el derecho de que nadie sea obligado a formar parte de 
una asociación o a dejar de pertenecer a ella, y c) la facultad de auto organización, es 
decir, la posibilidad de que la asociación se dote de su propia organización. 


El derecho de asociación, pues, se erige como una manifestación de la libertad 
personal dentro de la vida de coexistencia, a efectos de que las personas se unan para 
realizar una meta común. Ello se explica en la medida en que gran parte de los planes 
de vida del ser humano depende, para su cristalización, de la cooperación e 
interacción con otros; y ello porque su naturaleza gregaria lo lleva a agruparse con 
otros a fin conseguir los objetivos que, de hacerlo solo, no podría llegar a conseguirlos. 


En efecto, así como la persona tiene el derecho de desarrollar libremente su actividad 
individual para alcanzar los medios que se ha propuesto, tiene también la facultad de 
aunar esfuerzos con algunos o muchos de sus semejantes para satisfacer los intereses 
comunes de carácter político, económico, religioso, gremial, deportivo o de cualquier 
otra índole que determinen sus conductas en mutua interferencia subjetiva. 
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Este derecho se sustenta en principios como el de autonomía de la voluntad, el de 
autoorganización y en el principio de fin altruista (Exp. N° 1027-2004-AA/TO). 


DERECHO AL DEBIDO PROCESO 


EXP. N° 10490-2006-PA/TC 


LIMA 
ELISA MONSALVE ROMERO 


2. El derecho al debido proceso, como ha señalado en reiterada jurisprudencia este 
Tribunal, comprende, a su vez, diversos derechos fundamentales de orden procesal, de 
modo que se configura, por así decirlo, un derecho “continente”. De ahí que por 
ejemplo, en la sentencia 07289-2005-AA/TC, se afirmó que: 


En efecto, su contenido constitucionalmente protegido comprende una serie de 
garantías, formales y materiales, de muy distinta naturaleza, que en conjunto 
garantizan que el procedimiento o proceso en el cual se encuentre inmersa una 
persona, se realice y concluya con el necesario respeto y protección de todos los 
derechos que en él puedan encontrarse comprendidos. 


3. Sin perjuicio de esta dimensión procesal este Colegiado ha reconocido en este 
derecho una dimensión sustancial, por la cual el juez constitucional se encuentra 
legitimado para evaluar la razonabilidad y proporcionalidad de las decisiones 
judiciales. Ambas dimensiones —procesal y sustantiva— del derecho al debido proceso, 
han permitido establecer (STC  09727-2005-HC/TC, fundamento 7) una 
diferenciación conceptual entre dicho derecho fundamental y la tutela judicial 
efectiva (ya que, al margen de dicha distinción, ambos son pasibles de tutela mediante 
un proceso constitucional atendiendo a lo dispuesto en el artículo 4° del Código 
Procesal Constitucional, que utilizando el término “tutela procesal efectiva”, 
comprende ambos derechos), en el sentido que: 


(...) mientras que la tutela judicial efectiva supone tanto el derecho de acceso a los 
órganos de justicia como la eficacia de lo decidido en la sentencia, es decir, una 
concepción garantista y tutelar que encierra todo lo concerniente al derecho de acción 
frente al poder-deber de la jurisdicción, el derecho al debido proceso, en cambio, 
significa la observancia de los derechos fundamentales esenciales del procesado, 
principios y reglas esenciales exigibles dentro del proceso como instrumento de tutela 
de los derechos subjetivos. El debido proceso tiene, a su vez, dos expresiones: una 
formal y otra sustantiva; en la de carácter formal, los principios y reglas que lo 
integran tienen que ver con las formalidades estatuidas, tales como las que establecen 
el juez natural, el procedimiento preestablecido, el derecho de defensa, la motivación; 
en su faz sustantiva, se relaciona con los estándares de justicia como son la 
razonabilidad y proporcionalidad que toda decisión judicial debe suponer. 
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DERECHO A LA DEBIDA MOTIVACIÓN 


EXP. N° 0728-2008-PHC/TC 


LIMA 
GIULIANA FLOR DE MARIA LLAMOJA HILARES 


7. El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es una garantía del 
justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que las resoluciones no se 
encuentren justificadas en el mero capricho de los magistrados, sino en datos 
objetivos que proporciona el ordenamiento jurídico o los que se derivan del caso. Sin 
embargo, no todo ni cualquier error en el que eventualmente incurra una resolución 
judicial constituye automáticamente la violación del contenido constitucionalmente 
protegido del derecho a la motivación de las resoluciones judiciales. 


Así, en el Exp. N° 3943-2006-PA/TC y antes en el voto singular de los magistrados 
Gonzales Ojeda y Alva Orlandini (Exp. N° 1744-2005-PA/TC), este Colegiado 
Constitucional ha precisado que el contenido constitucionalmente garantizado de este 
derecho queda delimitado, entre otros, en los siguientes supuestos: 


a) Inexistencia de motivación o motivación aparente. Está fuera de toda duda que se viola 
el derecho a una decisión debidamente motivada cuando la motivación es inexistente 
o cuando la misma es solo aparente, en el sentido de que no da cuenta de las razones 
mínimas que sustentan la decisión o de que no responde a las alegaciones de las partes 
del proceso, o porque solo intenta dar un cumplimiento formal al mandato, 
amparándose en frases sin ningún sustento fáctico o jurídico. 


b) Falta de motivación interna del razonamiento. La falta de motivación interna del 
razonamiento [defectos internos de la motivación] se presenta en una doble 
dimensión; por un lado, cuando existe invalidez de una inferencia a partir de las 
premisas que establece previamente el Juez en su decisión; y, por otro lado, cuando 
existe incoherencia narrativa, que a la postre se presenta como un discurso 
absolutamente confuso incapaz de transmitir, de modo coherente, las razones en las 
que se apoya la decisión. Se trata, en ambos casos, de identificar el ámbito 
constitucional de la debida motivación mediante el control de los argumentos 
utilizados en la decisión asumida por el Juez o Tribunal; sea desde la perspectiva de 
su corrección lógica o desde su coherencia narrativa. 


c) Deficiencias en la motivación externa; justificación de las premisas. El control de la 
motivación también puede autorizar la actuación del juez constitucional cuando las 
premisas de las que parte el Juez no han sido confrontadas o analizadas respecto de su 
validez fáctica o jurídica. Esto ocurre por lo general en los casos difíciles, como los 
identifica Dworkin, es decir, en aquellos casos donde suele presentarse problemas de 
pruebas o de interpretación de disposiciones normativas. La motivación se presenta 
en este caso como una garantía para validar las premisas de las que parte el Juez o 
Tribunal en sus decisiones. Si un Juez, al fundamentar su decisión: 1) ha establecido 
la existencia de un daño; 2) luego, ha llegado a la conclusión de que el daño ha sido 
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causado por “X”, pero no ha dado razones sobre la vinculación del hecho con la 
participación de “X” en tal supuesto, entonces estaremos ante una carencia de 
justificación de la premisa fáctica y, en consecuencia, la aparente corrección formal 
del razonamiento y de la decisión podrán ser enjuiciadas por el juez [constitucional] 
por una deficiencia en la justificación externa del razonamiento del juez. 


Hay que precisar, en este punto y en línea de principio, que el hábeas corpus no puede 
reemplazar la actuación del juez ordinario en la valoración de los medios de prueba, 
actividad que le corresponde de modo exclusivo a éste, sino de controlar el 
razonamiento o la carencia de argumentos constitucionales; bien para respaldar el 
valor probatorio que se le confiere a determinados hechos; bien tratándose de 
problemas de interpretación, para respaldar las razones jurídicas que sustentan 
determinada comprensión del derecho aplicable al caso. Si el control de la motivación 
interna permite identificar la falta de corrección lógica en la argumentación del juez, 
el control en la justificación de las premisas posibilita identificar las razones que 
sustentan las premisas en las que ha basado su argumento. El control de la 
justificación externa del razonamiento resulta fundamental para apreciar la justicia y 
razonabilidad de la decisión judicial en el Estado democrático, porque obliga al juez a 
ser exhaustivo en la fundamentación de su decisión y a no dejarse persuadir por la 
simple lógica formal. 


d) La motivación insuficiente. Se refiere, básicamente, al mínimo de motivación exigible 
atendiendo a las razones de hecho o de derecho indispensables para asumir que la 
decisión está debidamente motivada. Si bien, como ha establecido este Tribunal en 
reiterada jurisprudencia, no se trata de dar respuestas a cada una de las pretensiones 
planteadas, la insuficiencia, vista aquí en términos generales, sólo resultará relevante 
desde una perspectiva constitucional si es que la ausencia de argumentos o la 
“insuficiencia” de fundamentos resulta manifiesta a la luz de lo que en sustancia se 
está decidiendo. 


e) La motivación sustancialmente incongruente. El derecho a la debida motivación de las 
resoluciones obliga a los órganos judiciales a resolver las pretensiones de las partes de 
manera congruente con los términos en que vengan planteadas, sin cometer, por lo 
tanto, desviaciones que supongan modificación o alteración del debate procesal 
(incongruencia activa). Desde luego, no cualquier nivel en que se produzca tal 
incumplimiento genera de inmediato la posibilidad de su control. El incumplimiento 
total de dicha obligación, es decir, el dejar incontestadas las pretensiones, o el desviar 
la decisión del marco del debate judicial generando indefensión, constituye 
vulneración del derecho a la tutela judicial y también del derecho a la motivación de 
la sentencia (incongruencia omisiva). Y es que, partiendo de una concepción 
democratizadora del proceso como la que se expresa en nuestro texto fundamental 
(artículo 139%, incisos 3 y 5), resulta un imperativo constitucional que los justiciables 
obtengan de los órganos judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente de 
las pretensiones efectuadas; pues precisamente el principio de congruencia procesal 
exige que el juez, al momento de pronunciarse sobre una causa determinada, no 
omita, altere o se exceda en las peticiones ante él formuladas. 
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f) Motivaciones cualificadas.- Conforme lo ha destacado este Tribunal, resulta 
indispensable una especial justificación para el caso de decisiones de rechazo de la 
demanda, o cuando, como producto de la decisión jurisdiccional, se afectan derechos 
fundamentales como el de la libertad. En estos casos, la motivación de la sentencia 
opera como un doble mandato, referido tanto al propio derecho a la justificación de la 
decisión como también al derecho que está siendo objeto de restricción por parte del 
Juez o Tribunal. 


DERECHO A LA DEFENSA 


EXP. N° 6648-2006-PHC/TC 


LIMA 
JUAN MIGUEL GUERRERO ORBEGOZO 


4. La Constitución, en su artículo 139%, inciso 14, reconoce el derecho a la defensa; en 
virtud de dicho derecho se garantiza que los justiciables, en la protección de sus 
derechos y obligaciones, cualquiera sea su naturaleza (civil, mercantil, penal, laboral, 
etc.), no queden en estado de indefensión. El contenido esencial del derecho de 
defensa queda afectado cuando, en el seno de un proceso judicial, cualquiera de las 
partes resulta impedida, por actos concretos de los órganos judiciales, de ejercer los 
medios necesarios, suficientes y eficaces para defender sus derechos e intereses 
legítimos. 


DERECHO A LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 


EXP. N° 10107-2005-PHC/TC 


PIURA — 
NONI CADILLO LOPEZ 


5. En cuanto a su contenido, se ha considerado que el derecho a la presunción de 
inocencia (cf. STC 0618-2005-PHC7TC, FJ 22) comprende: “(...) el principio de libre 
valoración de la prueba en el proceso penal que corresponde actuar a los Jueces y 
Tribunales; que la sentencia condenatoria se fundamente en auténticos hechos de 
prueba, y que la actividad probatoria sea suficiente para generar en el Tribunal la 
evidencia de la existencia no sólo del hecho punible, sino también la responsabilidad 
penal que en él tuvo el acusado y así desvirtuar la presunción”. 


6. No obstante el desarrollo del derecho fundamental a la presunción de inocencia, es 
pertinente hacer algunas precisiones adicionales a efectos de una cabal comprensión y 
tutela del derecho en mención. En primer lugar, se quiere decir que, como todo 
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derecho fundamental, el derecho a la presunción de inocencia tiene un doble carácter. 
Esto es, que no solamente es un derecho subjetivo, sino también una institución 
objetiva dado que comporta determinados valores inherentes al ordenamiento 
constitucional. 


7. Por otro lado, el derecho fundamental a la presunción de inocencia no es un 
derecho absoluto sino relativo. De ahí que, en nuestro ordenamiento, se admitan 
determinadas medidas cautelares personales -como la detención preventiva o 
detención provisional-, sin que ello signifique su afectación, “(...) porque tales 
medidas sirven precisamente para esclarecer el hecho reprochado y por ello son 
imprescindibles para llevar a cabo un procedimiento penal orientado en principios 
propios de un Estado de derecho”; siempre, claro está, que tales medidas sean 
dictadas bajo criterios de razonabilidad y proporcionalidad. Parte de esa relatividad 
del derecho a la presunción de inocencia se vincula también con que dicho derecho 
incorpora una presunción turis tántum y no una presunción absoluta; de lo cual se 
deriva, como lógica consecuencia, que la presunción de inocencia puede ser 
desvirtuada o destruida mediante una mínima actividad probatoria. 


DERECHO A LA PLURALIDAD DE LA INSTANCIA 


EXP. N° 1755-2007-PA/TC 
LIMA 


SOCIEDAD MINERA DE RESPONSABILIDAD LIMITADA “EL 
MOLINO DE CAJAMARCA” 


4. Que sobre el particular el Tribunal Constitucional ha sostenido que el derecho a la 
pluralidad de la instancia, reconocido en el artículo 139° inciso 6) de la Constitución, 
tiene por objeto garantizar que todo justiciable tenga la oportunidad de que lo 
resuelto por un órgano jurisdiccional sea revisado por un órgano superior de la misma 
naturaleza, siempre que se haya hecho uso de los medios impugnatorios pertinentes, 
formulados dentro del plazo legal [Expediente N° 03261-2005-AA/TC]. 


Si bien este derecho es uno de configuración legal, ello no justifica que el legislador 
pueda decidir si prevé (o no) tales instancias. En efecto el inciso 6) del artículo 139% 
no precisa cuántas deben ser esas instancias, pero sí establece que deba existir una 
instancia plural, por lo que el contenido constitucionalmente garantizado exige que el 
legislador prevea, como mínimo, la doble instancia. Sin duda, el número de instancias 
jurisdiccionales que el legislador contempla puede variar teniendo en cuenta la 
naturaleza de las materias que se discuten en cada proceso, es decir, en caso se trate de 
un proceso civil, penal, administrativo o constitucional. 
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DERECHO A LOS RECURSOS 


EXP. N° 5194-2005-PA/TC 


LIMA 
PESQUERA DIAMANTE S.A. 


3. El derecho a los recursos o medios impugnatorios es un contenido implícito de un 
derecho expreso. En efecto, si bien este no se encuentra expresamente reconocido en 
la Constitución Política del Perú, su reconocimiento a título de derecho fundamental 
puede inferirse de la cláusula constitucional mediante la cual se reconoce el derecho 
al debido proceso. Como se expresa en el ordinal h) del artículo 8.2 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, 


(...) Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas: 


C...) 
h). derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal superior 


4. En relación con su contenido, este Tribunal tiene afirmado que el derecho a los 
medios impugnatorios es un derecho de configuración legal, mediante el cual se 
posibilita que lo resuelto por un órgano jurisdiccional pueda ser revisado por un 
órgano jurisdiccional superior. En la STC 1231-2002-HC/TC, el Tribunal recordó que 
éste constituye 


(...) un elemento necesario e impostergable del contenido del debido proceso, en la 
medida en que promueve la revisión, por un superior jerárquico, de los errores de 
quienes se encuentran autorizados, en nombre del pueblo soberano, a administrar 
justicia. 

5. Igualmente, el Tribunal tiene expresado que, en tanto derecho de configuración 
legal, corresponde al legislador crearlos, establecer los requisitos que se debe cumplir 
para que estos sean admitidos, además de prefigurar el procedimiento que se deba 
seguir. Su contenido constitucionalmente protegido garantiza que no se establezca y 
aplique condiciones de acceso que tengan el propósito de disuadir, entorpecer o 
impedir irrazonable y desproporcionadamente su ejercicio. Excluida de ese ámbito de 
protección se encuentra la evaluación judicial practicada en torno al cumplimiento, o 
no, de las condiciones o requisitos legalmente previstos, en la medida en que no se 
aprecien errores de interpretación relacionados fundamentalmente con una 
percepción incorrecta del significado del derecho fundamental a los medios 
impugnatorios y, en particular, en lo relacionado con la extensión de su ámbito de 
protección. El Tribunal, en ese sentido, ha dejado sentado que 


(...) la apreciación y aplicación de la ley en un caso concreto es competencia del Juez 
Ordinario; (...) el Juez Constitucional no tiene entre sus competencias el imponerle al 
Juez una determinada forma de interpretar la ley, pues ello implicaría una 
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inadmisible penetración en un ámbito reservado al Poder Judicial, salvo que para 
tutelar un derecho fundamental de configuración legal sea necesario interpretar su 
conformidad con la Constitución (...). (STC 8329-2005-HC/TC, FJ 4) 


NE BIS INIDEM 


EXP. N° 0236-2008-PHC/TC 


AYACUCHO 
ALBERTO ALCA QUISPE 


5. Por su parte, en la STC N° 2050-2002-AA, caso Ramos Colque, este Tribunal ha 
señalado que el contenido esencial constitucionalmente protegido del ne bis in ídem 
debe identificarse en función de sus dos dimensiones (formal y material). 


6. En tal sentido sostuvo que en su formulación material, el enunciado según el cual 
«nadie puede ser castigado dos veces por un mismo hecho», expresa la imposibilidad 
de que recaigan dos sanciones sobre el mismo sujeto por una misma infracción, puesto 
que tal proceder constituiría un exceso del poder sancionador, contrario a las 
garantías propias del Estado Constitucional. Su aplicación, pues, impide que una 
persona sea sancionada o castigada dos (o más veces) por una misma infracción 
cuando exista identidad de sujeto, hecho y fundamento. 


7. En su vertiente procesal, el ne bis in ídem significa que «nadie pueda ser juzgado dos 
veces por los mismos hechos», es decir, que un mismo hecho no pueda ser objeto de 
dos procesos distintos o, si se quiere, que se inicien dos procesos con el mismo objeto. 
Con ello se impide, por un lado, la dualidad de procesos (dos procedimientos 
administrativos o dos procesos penales con el mismo objeto), y por otro, el inicio de 
un nuevo proceso. Desde esta vertiente, el aludido principio presupone la interdicción 
de un doble proceso penal por la misma conducta (hechos). 


Sin embargo, esta conclusión tampoco puede ser entendida de manera categórica, es 
decir, no puede afirmarse que la sola existencia de dos juzgamientos en sede penal 
contra una misma persona supone la existencia de una afectación al principio de ne bis 
in ídem; en todo caso debe verificarse si uno de los dos procesos ya concluyó con una 
decisión jurisdiccional definitiva que tenga la autoridad de cosa juzgada. Ahora bien, 
la aplicación de este principio como expresión de garantía que forma parte del 
derecho continente al debido proceso, también debe ser trasladada a otros ámbitos, 
tales como el administrativo sancionador y el fiscal, debiéndose recordar que al igual 
que en materia penal, la sola existencia de dos procedimientos administrativos o dos 
investigaciones preliminares sobre los mismos hechos y recaída en la misma persona 
no supone, a priori, la afectación del referido principio, pues se tiene que comprobar 
necesariamente si una de ellas concluyó con una decisión firme y definitiva. 
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Asimismo, debe quedar claro que la garantía al interés constitucionalmente protegido 
por este principio no opera por el solo hecho de que se le oponga la existencia fáctica 


de un primer proceso, sino que es preciso que éste sea jurídicamente válido (STC N° 
4587-2004-HC, caso Martín Rivas). 
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V. EL CROSS 
CONSTITUCIONALISMO 


En una entrevista de la el enlace revista “punto edu” de la Pontifica Universidad 
Católica del Perú (http: //www.pucp.edu.pe/puntoedu/index.phproption= 
com opiniongéid=5121) al jurista italiano Michelle Carducci, éste expresó su 
incredulidad en el neoconstitucionalismo, pero fue más implacable con respeto al 
cross constitucionalismo. Aquí lo replicamos: 


En un constitucionalismo cruzado. Consiste en utilizar decisiones judiciales, teorías, 
argumentos extranjeros para interpretar el contexto propio. Por ejemplo, algunos 
jueces brasileños deciden sobre una controversia concreta de su país utilizando las 
ideas de un autor europeo como Peter Háberle, muy importante a nivel mundial pero 
quizás irrelevante para dicha controversia. Es un daño porque no permite producir un 
patrimonio doméstico de práctica constitucional. El Derecho Constitucional es 
particular, puesto que utilizar cualquier derecho extranjero significa imaginar que se 
puede tener la historia, la política, y la cultura de un Otro. Por ello, el cross- 
constitucionalismo es un cruce peligroso, porque produce una desorientación absurda. 
Se genera una ilusión óptica problemática, casi esquizofrénica, pues hace parecer que 
los jueces y abogados progresan y son desarrollados, pero la realidad es diferente. 


Como decía el desaparecido Emilio Laferranderie “El Veco” : “oído a la 
música” .Si bien estamos ante una opinión que puede ser equivocada, desvirtuada o 
derrotada, no parece realizada con falta de sensatez o lógica. 


Para que el lector vaya sacando sus propias conclusiones, mostramos las principales 
recurrencias de nuestro supremo intérprete constitucional: 


1. Suprema Corte Norteamericana 

2. Corte Constitucional Colombiana 
3. Tribunal Constitucional Español 
4. Corte Constituzionale Italiana 
5 


Tribunal Constitucional Federal Alemán 
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1. JURISPRUDENCIA DE LA 
SUPREMA CORTE NORTEAMERICANA 


EXP. N° 0002-2001-AI/TC 


DEFENSORÍA DEL PUEBLO 
LIMA 


6. Frente a las distintas interpretaciones a que se presta el texto del segundo párrafo 
del artículo 191% de la Ley Orgánica de Elecciones, el Tribunal Constitucional se ve 
obligado a considerar el Principio de Legalidad que debe respetar toda norma, bajo 
pena de perder su carácter obligatorio. 


Este Principio incluye entre sus elementos la obvia necesidad de que la norma exista y 
de que tenga certeza, pues mal se puede obligar a los ciudadanos a cumplir leyes 
inexistentes o indescifrables. 


Más aún, cuando se restringen los derechos privilegiados de la libertad de expresión y 
de información, considera este Tribunal que la ley restrictiva debe expresarse con 
claridad y precisión especiales, lo cual supone una redacción concordante con la 
convicción y certeza que requiere trasmitir a los ciudadanos a fin de ser cumplida por 
éstos. 


En este sentido sentenció la Corte Suprema de Estados Unidos en el caso Conally vs. 
General Cons. La Corte señaló que: 


“Una norma que prohíbe que se haga algo en términos tan confusos que hombres de 
inteligencia normal tengan que averiguar su significado y difieran respecto a su 
contenido, viola lo más esencial del Principio de Legalidad”. 


La Corte Norteamericana explica que una ley confusa o poco clara puede inducir a los 
particulares a no ejercer sus derechos a expresarse, y también se presta a 
interpretaciones arbitrarias por parte de autoridades o funcionarios que actúan según 
su propia interpretación. 


En consecuencia, el Tribunal Constitucional descarta, en este caso, la interpretación 
de la Defensoría del Pueblo y del Congreso de la República basada en la intención del 
legislador, pues considera que la voluntad del legislador no ha quedado plasmada en 
el texto del párrafo segundo del artículo 191% de la Ley Orgánica de Elecciones, y que 
tal interpretación violaría el Principio de Legalidad. 


9. El Tribunal ha sopesado el grado de peligrosidad que entraña la divulgación de las 
proyecciones de las empresas encuestadoras y ha decidido que no se trata de un 
peligro grave, claro ni inminente, pues si bien en las elecciones generales del año 2000 
se produjeron desmanes, ello fue debido, principalmente, a la particular situación 
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política que vivía el país en esos momentos y a la predisposición de la ciudadanía — 
respaldada por organismos internacionales que observaban el proceso- para sospechar 
un fraude electoral, más que al error de las encuestadoras en sus proyecciones 
respecto al ganador. La gran mayoría de la población es consciente de que los 
resultados de las encuestadoras no son exactos, y que deben esperar el resultado 
oficial, pacíficamente, como en efecto ha ocurrido en la gran mayoría de procesos 
electorales. 


Considera el Tribunal que en el momento actual es relativa la gravedad e inminencia 
del peligro de desórdenes públicos, comparados al valor de la oportunidad para 
pensar, expresarse e informarse, derechos éstos que tienen los ciudadanos 
especialmente durante los procesos electorales, pues se trata de hechos en cuya 
formación han contribuido los propios ciudadanos y cuyos resultados interesan a 
todos ellos. No habría, pues, proporción entre el grado de peligro y el recorte al 
derecho de acceso a la información que tienen los ciudadanos. 


El juez norteamericano Holmes, en el caso “Schenck vs. United Status”, propició la 
doctrina del peligro “claro e inmediato”. Señaló que el Estado no tiene razón en 
"matar una mosca con cañonazos", restringiendo el derecho a la información por una 
lejana posibilidad de desorden público. 


La dosis de peligro al orden público que entraña la difusión de las proyecciones, en 
verdad, no justifica la restricción a derechos tan importantes como la libertad de 
expresión e información. El eventual peligro de que la población se confunda y 
promueva el desorden, puede, por lo demás, prevenirse: bastaría exigir que las 
encuestadoras adviertan previamente al público que la información que divulgan no 
es exacta, y que puede ser distinta de los resultados oficiales. 


Es cierto, por un lado, que la Constitución no garantiza el derecho a expresarse y a 
informarse en todo tiempo, en cualquier lugar y de cualquier manera. El Principio de 
Unidad obliga a que el ejercicio de esos derechos se armonice con el de otros derechos 
y bienes también fundamentales, entre ellos el orden público interno (artículo 44). 
Pero también es verdad que los derechos a la libre expresión y a la información tienen 
un rol estructural en el funcionamiento de la Democracia, ya que ésta no puede existir 
sin una auténtica comunicación pública libre. Por eso, tales derechos ocupan un lugar 
privilegiado en la pirámide de Principios Constitucionales. Esto, el Tribunal lo 
interpreta en el sentido que si se pretende una restricción a esos derechos, se debe 
exigir a la ley restrictiva algo más que una mera "racionalidad" en su necesidad: esta 
necesidad debe ser imperiosa y urgente. El Tribunal opina que la "necesidad" de 
retrasar la divulgación de las proyecciones basadas en el muestreo de las actas 
electorales no es una necesidad social, susceptible de justificar la limitación del 
ejercicio de los derechos privilegiados a la libre expresión y a la información. Desde 
este punto de vista, no es respetuosa del Principio Constitucional de Razonabilidad ni 
al de Proporcionabilidad. 
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EXP. N° 0013-2002-AI/TC 


COLEGIO DE ABOGADOS DEL CALLAO 


1. Se alega que es inconstitucional el artículo 3° de la Ley N.° 27433, puesto que el 
mismo pretende asignar al Consejo Nacional de la Magistratura una atribución que el 
artículo 154° de la Constitución no le otorga: En concreto, la de reincorporar a los 
magistrados destituidos en 1992, mediante un proceso de evaluación de su conducta e 
idoneidad en el desempeño del cargo que venían ejerciendo al 5 de abril de 1992. 


El Tribunal Constitucional considera, en primer lugar, que no es exacto que, cuando 
la Constitución no lo haya previsto, el legislador ordinario se encuentre vedado de 
asignar una competencia a un órgano constitucional o de relevancia constitucional. 
Dicho de otro modo, que siempre y en todos los casos termine siendo inconstitucional 
el otorgamiento de una competencia no prevista directamente en la Constitución. 


Es el caso, desde luego, de atribuciones que no encontrándose expresamente previstas 
en la Constitución, sin embargo, son inmanentes a la función (poderes implícitos). 
Como sostuviera el Chief Justice Jhon Marshall, en el Leanding Case McColluch vs 
Maryland, a propósito del Poder Legislativo: “Admitimos (...) que los poderes del 
gobierno son limitados y que sus límites no han de ser sobrepasados. Pero creemos 
que una sana interpretación de la Constitución debe permitir a la legislatura nacional 
esa facultad discrecional, con respecto a los medios por los cuales los poderes que se le 
confieren han de ponerse en ejecución, que permita a ese cuerpo cumplir los altos 
deberes que se le han asignado, de la manera más beneficiosa para el pueblo. Si el fin 
es legítimo, si está dentro del alcance de la Constitución, todos los medios que sean 
apropiados, que se adapten claramente a ese fin, que no estén prohibidos, pero que 
sean compatibles con la letra y el espíritu de la Constitución, son constitucionales” 
(citado por Bernard Scwartz, Los poderes del gobierno. I Poderes federales y estatales, 
UNAM, México 1966, pág. 125). 


Admitir la tesis del recurrente en todas sus consecuencias, podría poner en riesgo el 
correcto y adecuado funcionamiento de los diversos órganos constitucionales, esto es, 
de aquéllos cuyas principales competencias han sido previstas expresamente en la 
Constitución; y, de manera singular, de los órganos de relevancia constitucional, cuya 
creación se encuentra establecida directamente en la Constitución, pero el desarrollo 
de cuyas competencias se deja librado al ámbito de la ley orgánica respectiva. 


EXP. N° 2868-2004-AA/TC 


ÁNCASH 
JOSÉ ANTONIO ÁLVAREZ ROJAS 


23. Respecto al primer asunto, el Tribunal debe destacar que, de conformidad con el 
artículo 1° de la Constitución, la defensa de la persona humana y el respeto de su 
dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado. En ese sentido, el respeto por 
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la persona se convierte en el leit motiv que debe informar toda actuación estatal. Para 
tales efectos, la Constitución peruana no distingue a las personas por su opción y 
preferencias sexuales; tampoco en función del sexo que pudieran tener. Se respeta la 
dignidad de la persona. 


El carácter digno de la persona, en su sentido ontológico, no se pierde por el hecho de 
que se haya cometido un delito. Tampoco por ser homosexual o transexual o, en 
términos generales, porque se haya decidido por un modo de ser que no sea de 
aceptación de la mayoría. Como lo ha sostenido la Corte Suprema Norteamericana, 
“Estos asuntos, relativos a las más íntimas y personales decisiones que una persona 
puede hacer en su vida, decisiones centrales para la autonomía y dignidad personal, 
son esenciales para la libertad [...]. En la esencia de la libertad se encuentra el derecho 
a definir el propio concepto de la existencia, el significado del universo y el misterio 
de la vida humana. La creencia sobre estos asuntos o la definición de los atributos de 
la personalidad no pueden ser formados bajo la compulsión del Estado” [Planned 
Parenthood of Southeastern v. Casey, 505 US 833 (1992). 


Pero si no pueden ser formados bajo la compulsión del Estado, tampoco pueden 
considerarse ilícitos desde el punto de vista del derecho, a no ser que con su ejercicio 
se afecten bienes jurídicos. Forman parte de aquello que el derecho no puede regular. 
De ahí que cuando el Estado, a través de uno de sus órganos, sanciona a un servidor o 
funcionario por tener determinado tipo de relaciones con homosexuales o, como en el 
presente caso, con un transexual, con independencia de la presencia de determinados 
factores que puedan resultar lesivos a la moral o al orden público, se está asumiendo 
que la opción y preferencia sexual de esa persona resulta ilegítima por antijurídica. Es 
decir, se está condenando una opción o una preferencia cuya elección solo 
corresponde adoptar al individuo como ser libre y racional. 


24. Asimismo, considerando ilegítima la opción y determinada preferencia sexual de 
una persona, con la consecuencia de sancionarla administrativamente, si es un 
servidor público, simultáneamente el Estado, de modo subrepticio, está imponiendo 
como jurídicamente obligatorio lo que él, autoritariamente, o una mayoría, juzga 
como moralmente bueno. 


En tales casos, el asunto es, como nuevamente lo ha expresado la Corte Suprema 
Norteamericana [Lawrence v. Texas, 539 U.S. 558 (2003)], “si la mayoría puede usar 
el poder del Estado para reforzar estos puntos de vista en la sociedad entera a través 
de operaciones en la ley [...]”. Es decir, si el Estado puede declarar ilegal la elección de 
una persona, conforme a sus propios criterios, sobre qué es lo bueno o lo moralmente 
aceptable para él. 


Evidentemente, en un Estado constitucional de derecho, que se sustenta en una 
comunidad de hombres libres y racionales, las relaciones entre moral y derecho no se 
resuelven en el ámbito de los deberes, sino de las facultades. Como lo afirma Gustavo 
Radbruch, “El derecho sirve a la moral no por los deberes jurídicos que ordena, sino 
por los derechos que garantiza; está vuelto hacia la moral por el lado de los derechos y 
no por el lado de los deberes. Garantiza derechos a los individuos, para que puedan 
cumplir mejor sus deberes morales. (...) El orgullo moral, que siempre va unido a lo 
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que el hombre se da a sí mismo, va ligado en los derechos subjetivos a lo que uno 
aporta a los demás; el impulso y el interés, encadenados siempre por la norma, quedan 
ahora libertados por la misma norma. Mi derecho es, en el fondo, el derecho a cumplir 
con mi deber moral. En sus derechos lucha el hombre por sus deberes, por su 
personalidad” [Gustavo Radbruch, Filosofía del derecho, Editorial Revista de Derecho 
Privado, Madrid 1952, p. 63]. 


Con tales afirmaciones, el Tribunal no alienta que al interior de las instalaciones de la 
Policía Nacional del Perú, sus miembros puedan efectuar prácticas homosexuales; 
tampoco, por cierto, heterosexuales [cf. ordinal “g” del fundamento jurídico 85 de la 
STC 0023-2003-AI/TC]. Lo que juzga inconstitucional es que, inmiscuyéndose en una 
esfera de la libertad humana, se considere ilegítima la opción y preferencia sexual de 
una persona y, a partir de allí, susceptible de sanción la relación que establezca con 
uno de sus miembros. 


Por tanto, este Tribunal considera que es inconstitucional que el recurrente haya sido 
sancionado por sus supuestas relaciones “sospechosas” con un transexual. 


EXP. N* 1679-2005-PA/TC 


LIMA 
GUILLERMO LUIS ÁNGEL OTINIANO GARCÍA 


2. Este Tribunal tiene dicho que el control difuso de constitucionalidad de las leyes es 
una competencia reconocida a todos los órganos jurisdiccionales para declarar 
inaplicable una ley, con efectos particulares, en todos aquellos casos en los que la ley 
resulta manifiestamente incompatible con la Constitución. El control difuso es, 
entonces, un poder-deber del juez consustancial a la Constitución del Estado 
democrático y social de Derecho. Conviene siempre recalcar que la Constitución es 
una auténtica norma jurídica, la Ley Fundamental de la Sociedad y del Estado, y un 
derecho directamente aplicable. Y es que, como sostuviera el Chief Justice Jhon 
Marshall, al redactar la opinión de la Corte Suprema en el Leanding Case Marbury v. 
Madison, resuelto en 1803, 


El poder de interpretar la ley (...), necesariamente implica el poder de determinar si 
una ley es conforme con la Constitución. En cualquier causa que involucre dos leyes 
en conflicto, el juez debe decidir cuál es la que debe regir. Así, si una ley está en 
oposición con la Constitución, si la ley y la Constitución son ambas aplicables a un 
caso particular, de manera que la Corte deba decidir esa causa conforme a la ley, sin 
atender a la Constitución, o conforme a la Constitución, sin atender a la ley; la Corte 
debe determinar cuál de estas normas en conflicto rige en el caso. Esto es de la misma 
esencia de los deberes judiciales. 
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EXP. N* 6712-2005-HC/TC 


LIMA 
MAGALY JESÚS MEDINA VELA Y NEY GUERRERO ORELLANA 


4.a.1. El juicio de adecuación 


42. A través de la adecuación, la conclusión a la cual se arribe debe ser lo más ajustada 
posible a la finalidad de la Constitución, explícita o implícitamente reconocida. En tal 
sentido, la acción que realice la persona debe ser conveniente, jurídicamente hablando 
(la norma habrá de ser accesible y previsible) y contar con un fin legítimo. Este juicio 
aplicado a la relación entre información y vida privada permite determinar que sólo 
existirá una solución adecuada, si es que la noticia sobre la cual versa la información 
no desconoce el objetivo previsto en la Constitución en su artículo 1° (la persona es el 
fin supremo de la sociedad y del Estado) y que se materializa en la vigencia del 
respeto de los ámbitos de la vida privada de una persona, por más pública que ésta 
sea. 


Por tanto, ¿es permisible que el derecho a la información pueda tocar temas tan 
sensibles como las relaciones sexuales de una persona, por más que haya estado en un 
supuesto de prostitución clandestina? Este Colegiado considera que no. 


La sentencia de la Corte Suprema de Estados Unidos, en el caso Lawrence c. Texas, 
del 2003 (se trata de un caso en que hubo una intervención estatal a un domicilio en el 
cual dos personas practicaban relaciones homosexuales), también está en la misma 
línea: 


La libertad protege a la persona de intrusiones gubernamentales arbitrarias en una 
vivienda u otro lugar privado (...). El derecho de la libertad se extiende más allá de los 
límites espaciales. La libertad supone una autonomía de la persona que incluye 
libertad de pensamiento, credo, expresión y cierta conducta íntima. El presente caso 
involucra la libertad de la persona tanto en su dimensión espacial como en sus más 
trascendentes dimensiones. 


EXP. N° 0926-2007-PA/TC 


LIMA 
C.F.A.D. 


FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ÁLVAREZ MIRANDA 


9. Como el Tribunal Constitucional ya ha establecido en la STC N° 02868-2004- 
AA/TC, el carácter digno de la persona no se pierde por el hecho de que se haya 
cometido un delito. Tampoco por ser homosexual o porque haya decidido por un 
modo de ser que no sea de aceptación de la mayoría. 


Como lo ha sostenido la Corte Suprema de Estados Unidos en el caso Planned 
Parenthood of Southeastern v. Casey, “estos asuntos, relativos a las más íntimas y 
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personales decisiones que una persona puede hacer en su vida, decisiones centrales 
para la autonomía y dignidad personal, son esenciales para la libertad [...]. En la 
esencia de la libertad se encuentra el derecho a definir el propio concepto de la 
existencia, el significado del universo y el misterio de la vida humana. La creencia 
sobre estos asuntos o la definición de los atributos de la personalidad no pueden ser 
formados bajo la compulsión del Estado”. 


EXP. N° 0014-2009-PI/TC 


LIMA 
ALCALDE DE LA MUNICIPALIDAD METROPOLITANA DE LIMA 


6. Partiendo del principio de Supremacía Constitucional se ha buscado que la 
Constitución de un Estado mantenga su vigencia efectiva vinculando a todos los entes 
del Estado con la consigna de la vigencia efectiva de los derechos fundamentales. Es 
así que han nacido dos grandes sistemas de control de la Constitucionalidad, uno 
denominado Control Difuso y el otro denominado Control Concentrado. 


El llamado Sistema Difuso como sistema de la revisión de la Constitución conocido 
también como Judicial Review remonta sus inicios a lo resuelto por el Juez Marshall 
en el caso Marbury vs. Madison en el año 1803 en los Estados Unidos de América, y en 
donde se determinó que todos los jueces y tribunales deben resolver las controversias 
llegadas a su sede —caso concreto—, de conformidad con la constitución inaplicando la 
ley inconstitucional, resaltando en lo resuelto que dicha labor corresponde a todos los 
tribunales y jueces, no limitándose a uno en especial. Asimismo el Sistema 
Concentrado, abstracto o simplemente europeo, remonta sus orígenes a la obra 
creadora de Hans Kelsen en 1920, y cuya característica mayor es que deja el control de 
la constitucionalidad en manos de un solo órgano o tribunal ad hoc. 


Estos dos modelos inicialmente se originaron como sistemas puros de control de la 
constitucionalidad a través del tiempo, pero en su desarrollo se fueron dispersando en 
los diferentes países, manteniéndose puramente concentrados, o puramente difusos, 
pero también cierto es que en muchos otros países se fue desarrollando un modelo 
mixto u fusionado por los dos sistemas puros materia de comentario. Y en América 
Latina de manera peculiar y a partir de la segunda mitad del siglo XX se fue 
desarrollando la fusión de ambos sistemas puros, llegando a aplicarse este modelo 
dual en países tales como Bolivia, México, Brasil, y el Perú entre otros. 
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EXP. N* 5350-2009-PHC/TC 


LIMA 
JULIO ROLANDO SALAZAR MONROE 


30. En los Estados Unidos, la Corte Suprema, desde la sentencia del Caso Barker vs. 
Wingo (1972), cuando analizó la afectación del derecho a un juicio rápido (right to a 
speedy trial) reconocido en la Enmienda VI de su Constitución, estableció que en caso 
de afectación del mencionado derecho, la consecuencia o solución procesal es la 
declaración de nulidad de la acusación fiscal. 


Esta postura fue mantenida por la Corte Suprema en la sentencia del Caso Strunk vs. 
United States (1973), en la que señaló que la declaración de nulidad de la acusación 
fiscal seguía siendo el único remedio posible frente a la violación del derecho a un 
juicio rápido. 

En buena cuenta, en los Estados Unidos, cuando se constata la violación del derecho a 
un juicio rápido, la solución es la anulación de la acusación fiscal y de la eventual 
sentencia, sin que se acepte la solución compensatoria como forma de reparar la 
violación. 


31. Teniendo presente las soluciones procesales o consecuencias jurídicas que nos 
brinda la jurisprudencia comparada cuando se constata la violación del derecho a ser 
juzgado dentro de un plazo razonable, el Tribunal estima que la solución establecida 
en la STC 03509-2009-PHC/TC, consistente en la exclusión del imputado del proceso 
penal que se le sigue, es similar a la “solución del impedimento procesal” utilizada por 
la jurisprudencia alemana y menos radical que la utilizada por la jurisprudencia 
norteamericana, pues la exclusión no conlleva la anulación de la acusación fiscal, ni de 
los eventuales actos procesales posteriores. 


EXP. N° 0099-2010-Q/TC 


UCAYALI 
GOBIERNO REGIONAL DE UCAYALI 


VOTO DEL MAGISTRADO ETO CRUZ 


4. En el caso Lawrence vs. Texas el Tribunal Supremo de los Estados Unidos 
reconoció la importancia de mantener y respetar la propia doctrina jurisprudencial 
sentada por ese Colegiado. El valor que tiene la permanencia en el tiempo de un 
precedente y su respeto no sólo por los órganos judiciales encargados de aplicarlo, 
sino por los propios integrantes del Tribunal Supremo que los dicta -dijo la Corte- 
reside en su unidad indesligable con el principio de estabilidad y certeza en el 
derecho, tan caro a todo ordenamiento jurídico, y en el sustento que ofrece a la 
autoridad de las sentencias del Tribunal y a su propia legitimidad. Sin embargo, 
según el propio Tribunal Supremo, esta regla no es inexorable y puede cambiarse 
cuando no afecte en grado sumo la comprensión de un derecho que la ciudadanía 
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tenía en base a dicha doctrina y cuando el precedente haya creado más incertidumbres 
y dudas que certezas en la comunidad jurídica respecto a la actuación del Tribunal. 
En nuestro caso, la facultad ahora ejercida por este Colegiado Constitucional de 
cambiar su doctrina jurisprudencial, no menoscaba en modo alguno la comprensión 
de la ciudadanía de su derecho a impugnar un proceso constitucional cuando éste 
haya sido resuelto con prescindencia de alguna doctrina jurisprudencial vinculante 
del Tribunal Constitucional, sólo reconduce dicha impugnación a la vía de un nuevo 
proceso de amparo donde se discutirá la vulneración de un precedente. Por otro lado, 
la decisión tomada con anterioridad por el Tribunal de habilitar el recurso de agravio 
constitucional para controlar resoluciones estimatorias de segundo grado dictadas con 
vulneración manifiesta del precedente vinculante, puso en entredicho la legitimidad 
del Tribunal como supremo intérprete de la Constitución, pues como ya se dijo, la 
interpretación efectuada del artículo 202, inciso 2 supuso apartarse en demasía de la 
dicción literal de este precepto. 


EXP. N* 0655-2010-PHC/TC 


LIMA 
ALBERTO QUIMPER HERRERA 


6. Desde otra perspectiva, la jurisprudencia norteamericana considera que la regla de 
la exclusión (exclusionary rule) de la prueba obtenida con violación de derechos 
fundamentales tiene como funciones esenciales el efecto disuasorio (deterrence effect) 
frente a las conductas de los oficiales de la Policía que vulneren algún derecho 
fundamental para obtener material probatorio y la integridad judicial (judicial 
integrity). En buena cuenta, en la jurisprudencia norteamericana la regla de la 
exclusión del material probatorio obtenido ilícitamente no constituye un auténtico 
derecho fundamental, sino que presenta una función disciplinaria en la medida que 
busca prevenir y evitar las conductas policiales ilícitas. 


En este sentido la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos, en la sentencia 
del Caso United States v. Janis, 428 U.S. 433 (1976), declaró que “la regla por la que se 
excluye la prueba obtenida en violación de la IV Enmienda tiende a garantizar los 
derechos generalmente reconocidos en dicha enmienda a través de un efecto 
disuasorio (de la violación misma) y no tanto como expresión de un derecho 
constitucional subjetivo de la parte agraviada 
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2. JURISPRUDENCIA DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL COLOMBIANA 


EXP. N° 00032-2010-AI 


FUNDAMENTO 61 


61. A similar conclusión ha llegado la Corte Constitucional colombiana, al identificar 
dos hipótesis, a saber, “de un lado, las medidas jurídicas coactivas que pretenden 
obligar la realización u omisión de una acción, con el fin de imponer a los(as) 
ciudadanos(as) determinados modelos de virtud o excelencia humana. Y, se ha 
concluido que este supuesto, propio del llamado “perfeccionismo” o ‘moralismo 
jurídico”, no es en ningún aspecto compatible con los principios contenidos en nuestra 
Constitución. De otro lado, están las medidas que buscan proteger los intereses de la 
propia persona, pero tienen como fin procurar bienestar, felicidad, necesidades, intereses o 
valores de aquel a quien se dirige la medida. Éstas por el contrario son compatibles 
con la Constitución, puesto que ellas no se fundan en la imposición coactiva de un modelo 
de virtud sino que pretenden proteger los propios intereses y convicciones del afectado” [C-309 
de 1997, fundamento jurídico número 7]. Ambos tipos de medidas suponen, por 
supuesto, interferencia en la libertad de acción de las personas. Las primeras no 
cuentan con justificación constitucional alguna, y las segundas pueden justificarse 
bajo el cumplimiento de ciertos requisitos” (cfr. Sentencia C-639 de 2010, F. J. 10), 
siendo que para la Corte tales requisitos consisten en la superación del denominado 
test de proporcionalidad (F. J. 11). En ese sentido, más delante sostiene la tesis, 
compartida por este Tribunal, en el sentido de que “[e]l valor de la autonomía puede 
ser procurado por el Estado, mediante el privilegio de otros valores directamente 
relacionados con él. Puede por ejemplo, establecer medidas coercitivas, que en 
principio interfieren en la libertad de elección de las personas, pero que corresponden 
a la promoción de valores preestablecidos a partir del principio mayoritario, sin cuya 
garantía no sería posible ejercer el derecho de autonomía (por ejemplo, la vida y la 
salud). Con todo, este tipo de medidas requieren una adecuación constitucional 
estricta, con el fin de evitar que por dicha vía se pretendan imponer modelos o planes 
de vida o concepciones del bien. Por ello, las medidas en cuestión deben ser 
proporcionales, y si su respaldo es una sanción, ésta debe ser la menos rígida posible” 
(F.J. 14). 
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EXP. N° 05060-2009-HD 


VOTO SINGULAR. FUNDAMENTOS 5A7 


5. Y es que, los “derechos fundamentales (como el derecho de acceso a información pública), 
no obstante su consagración constitucional y su importancia, no son absolutos y, por lo tanto, 
necesariamente deben armonizarse entre sí y con los demás bienes y valores protegidos por la 
Carta, pues, de lo contrario, ausente esa indispensable relativización, la convivencia social y 
la vida institucional no serían posibles” (Cfr. Sentencia de la Corte Constitucional 
Colombiana N% C-578/1955 y C-774/2001. Agregado nuestro). 


6. Así pues, soy de la opinión que dicha limitación persigue una indiscutible finalidad 
constitucionalmente legítima como es la protección de la seguridad ciudadana, y es 
idónea para alcanzar tal objetivo, y por supuesto, proporcional y razonable, pues de 
otro modo, ésta se tornaría en irrealizable. 


7. En ese orden de ideas, y para concluir, estimo pertinente traer a colación lo 
resuelto por la Corte Constitucional Colombiana en el sentido que “la potestad 
punitiva del Estado, así como su política criminal y las restricciones de los derechos 
fundamentales inherentes a su ejercicio, están justificados constitucionalmente por la 
necesidad de “garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución” y para “asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo” (Cfr. 
Sentencia de la Corte Constitucional Colombiana N* C-312/2002). Consecuentemente, la 
pretensión del demandante debe ser desestimada. 


EXP. N° 00016-2008-AI 


FUNDAMENTOS 9 A 12 


9. Sobre la base del principio de condición más beneficiosa, los demandantes 
sostienen que la nueva configuración de los niveles de la carrera pública del 
profesorado resulta inconstitucional debido a que modifica el sistema de ascensos, al 
introducir condiciones de ascenso sumamente desventajosas en comparación a la 
norma anterior, lo que desconoce tanto derechos adquiridos como el carácter tuitivo 
del derecho del trabajo, lo que a su vez no se condice con el principio de progresividad 
en materia de derechos económicos, sociales y culturales. 


10. Por su parte, el emplazado aduce que tal principio no resulta aplicable debido a 
que en el caso se está ante una sucesión normativa, y que, contrariamente a lo alegado 
por los demandantes, la política estatal en materia económica, social y cultural se 
encuentra plenamente acorde con el principio de progresividad, al otorgárseles una 
serie de nuevas asignaciones de carácter contraprestativo no previstas en la norma 
precedente. 
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11. Al respecto, resulta pertinente traer a colación el criterio establecido por la Corte 
Constitucional Colombiana, y que este Tribunal comparte, “en la idea desarrollada en 
la sentencia C-168 de 1995 acerca de que la condición más beneficiosa para el 
trabajador se encuentra plasmada en el principio de favorabilidad en materia laboral. 
(...) También en la sentencia C-551 de 1993 (...) (a Corte explicó entonces que el 
principio de favorabilidad en materia laboral previsto por el artículo 53 superior no 
impide la modificación de la normatividad existente, incluso si la nueva regulación 
resulta menos favorable al trabajador, ya que este principio tiene otro sentido, pues 
hace referencia al deber de los operadores jurídicos de aplicar, en caso de duda, la 
fuente formal de derecho vigente más favorable al trabajador, o la interpretación de 
esas fuentes que les sea más favorable (in dubio pro operario)” (Cfr. Corte 
Constitucional Colombiana. Sentencia N.° C-177/05 del 1 de marzo de 2005, 
consideración N.° 17). Asimismo, “(e)n la sentencia C-168 de 1995, la Corte estableció 
que cuando en el inciso final del artículo 53 se dispone que no se pueden menoscabar 
los derechos de los trabajadores se hace referencia a sus derechos adquiridos y no a las 
meras expectativas”, pues de lo contrario, “se llegaría al absurdo de que las normas 
laborales se volverían inmodificables y toda la legislación laboral estática, a pesar de 
los grandes cambios que en esta materia es necesario introducir, en atención al 
dinamismo de las relaciones laborales y las políticas sociales y económicas, que en 
defensa del interés social o general debe prevalecer sobre el particular (...) (Cfr. 
Corte Constitucional Colombiana. Sentencia N.° C-177/053 del 1 de marzo de 2005, 
consideración N.° 15). 


12. Asimismo cabe advertir que tal como en su momento fue desarrollado por el 
Tribunal Constitucional español, “(e)l funcionario que ingresa al servicio de la 
Administración Pública se coloca en una situación jurídica objetiva, definida legal y 
reglamentariamente y, por ello, modificable por uno u otro instrumento normativo 
(...) sin que, consecuentemente, pueda exigir que la situación estatutaria quede 
congelada en los términos en que se hallaba regulada al tiempo de su ingreso, o que se 
mantenga la situación administrativa que se está disfrutando (...) en orden a su 
disfrute por sus beneficiarios, en atención a razonables y justificadas circunstancias, 
porque ello se integra en las determinaciones unilaterales lícitas del legislador, al 
margen de la voluntad de quien entra al servicio de la Administración , quien, al 
hacerlo, acepta el régimen que configura la relación estatutaria funcionarial” y que 
por consiguiente, “tales situaciones continúen inmodificadas por el legislador, en 
modo que permanecieran tal y como él las encontró al tiempo de su acceso a la 
Función Pública” (Cfr. Tribunal Constitucional Español. Sentencia N.° 099/1987). 


En consecuencia, dicho principio no resulta aplicable en casos como el de autos, en el 
que se presentan, precisamente, sucesiones normativas. 
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3. JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL ESPANOL 


EXP. N° 00004-2011-AI 
FUNDAMENTO 20 


20. Asunto distinto, sin embargo, es determinar si las circunstancias fácticas que 
sirvieron de justificación a la promulgación de los impugnados decretos de urgencia, 
respondían a las exigencias previstas por el inciso 19 del artículo 118° de la 
Constitución, interpretado sistemáticamente con el inciso c) del artículo 91° del 
Reglamento del Congreso. De dicha interpretación se desprende que el decreto de 
urgencia debe responder a los siguientes presupuestos habilitantes, precisados en las 
STC 0008-2003-AI/TC [fundamento 60] y STC 00025-2008-PI/TC [fundamento 5], 
STC 00007-2009-PI/TC [fundamento 9]): 


a) Excepcionalidad: La norma debe estar orientada a revertir situaciones 
extraordinarias e imprevisibles, condiciones que deben ser evaluadas en atención al 
caso concreto y cuya existencia, desde luego, no depende de la “voluntad” de la norma 
misma, sino de datos fácticos previos a su promulgación y objetivamente 
identificables. Ello sin perjuicio de reconocer, tal como lo hiciera el Tribunal 
Constitucional español, en criterio que este Colegiado sustancialmente comparte, que 
“en principio, y con el razonable margen de discrecionalidad, es competencia de los órganos 
políticos determinar cuándo la situación, por consideraciones de extraordinaria y urgente 
necesidad, requiere el establecimiento de una norma” (STC N.° 29/1982, F.J. 3). 


b) Necesidad: Las circunstancias, además, deberán ser de naturaleza tal que el tiempo 
que demande la aplicación del procedimiento parlamentario para la expedición de 
leyes (iniciativa, debate, aprobación y sanción), no pudiera impedir la prevención de 
daños o, en su caso, que los mismos devengan en irreparables. 


c) Transitoriedad: Las medidas extraordinarias aplicadas no deben mantener vigencia 
por un tiempo mayor al estrictamente necesario para revertir la coyuntura adversa. 


d) Generalidad: El principio de generalidad de las leyes que %conforme se ha tenido 
oportunidad de precisar en el Caso Colegio de Notarios de Lima (STC 0001-2003- 
AT/TC y 0003-2003-AI/TC, fundamento 6 y ss.) Y puede admitir excepciones, alcanza 
especial relevancia en el caso de los decretos de urgencia, pues tal como lo prescribe 
el inciso 19 del artículo 118” de la Constitución, debe ser el “interés nacional” el que 
justifique la aplicación de la medida concreta. Ello quiere decir que los beneficios que 
depare la aplicación de la medida no pueden circunscribir sus efectos en intereses 
determinados, sino por el contrario, deben alcanzar a toda la comunidad. 


e) Conexidad: Debe existir una reconocible vinculación inmediata entre la medida 
aplicada y las circunstancias extraordinarias existentes. En tal sentido, este Tribunal 
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comparte el criterio de su homólogo español cuando afirma que la facultad del 
Ejecutivo de expedir decretos de urgencia no le autoriza a incluir en él “cualquier 
género de disposiciones: ni aquellas que por su contenido y de manera evidente, no guarden 
relación alguna (...) con la situación que se trata de afrontar ni, muy especialmente aquellas 
que, por su estructura misma, independientemente de su contenido, no modifican de manera 
instantánea la situación jurídica existente, pues de ellas difícilmente podrá predicarse la 
justificación de la extraordinaria y urgente necesidad” (STC 29/1982, F.J. 3). 


Las medidas extraordinarias y los beneficios que su aplicación produzcan deben pues 
surgir del contenido mismo del decreto de urgencia y no de acciones diferidas en el 
tiempo, pues ello sería incongruente con una supuesta situación excepcionalmente 
delicada. 


EXP. N° 00649-2011-PA 


FUNDAMENTO 5 


l. La tutela judicial sólo será realmente efectiva cuando se ejecute el mandato 
judicial. Dicha ejecución es, por lo tanto, parte vital y esencial de este derecho 
reconocido en nuestro texto constitucional. Al respecto, el Tribunal Constitucional 
español ha señalado, en criterio que este Colegiado comparte (cfr. STC N.° 102/1984, 
de 12 de noviembre), que el derecho a la tutela judicial efectiva “En cuanto al ámbito 
del Derecho (...) comprende el de acceso a la tutela judicial, el de conseguir una 
resolución fundada en derecho y el de obtener la ejecución de la Sentencia”. 


EXP. N° 04235-2010-HC 


FUNDAMENTO 26 


26. Acaso sea de recibo resaltar que a la luz de las consideraciones expuestas, el 
contenido esencial del derecho a la pluralidad de la instancia, reconocido en el 
artículo 139%, inciso 6, de la Constitución peruana, es más exigente que el que es 
reconocido en ordenamientos comparados. Así, por ejemplo, el Tribunal 
Constitucional español, tempranamente, en criterio reiterado que suele ser 
compartido por otros tribunales constitucionales de Europa, no considera que la doble 
instancia sea exigible en todo proceso o incidente, sino solo en el caso de sentencias 
penales condenatorias. En efecto, expresamente refiere que el derecho de acceso a la 
tutela judicial “no comprende con carácter general el doble pronunciamiento judicial, 
es decir, la existencia de una doble instancia, pero cuando la Ley la establece, el 
derecho fundamental se extiende a la misma en los términos y con el alcance previsto 
por el Ordenamiento Jurídico. Todo ello sin perjuicio de las peculiaridades existentes 
en materia penal, puestas de relieve en la Sentencia 76/1982, de 14 de diciembre” 
(Cfr. STC español 4/1984, F. J. 1). 
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4, JURISPRUDENCIA DE LA CORTE 
CONSTITUZIONALE ITALIANA 


EXP. N° 00033-2007-AI 


FUNDAMENTOS 43 A 45 


43. Y es que el Perú no es el único país que ha ponderado estos bienes 
constitucionales en conflicto, así en la jurisprudencia internacional, específicamente 
de la Corte Constituzionale della Repubblica italiana en la “Sentenza 306/1993, adujo en 
este mismo sentido: “Entre las finalidades que la Constitución asigna a la pena -de 
un lado la prevención general y defensa social, con el conexo carácter retributivo y 
expiatorio y, de otro, la de prevención especial y reeducación que tendencialmente 
comportan una cierta flexibilización de la pena en función del objetivo de 
resocialización del reo- no puede establecerse a priori una jerarquía estática y 
absoluta que valga de una vez por todas y en toda condición. El legislador puede —en 
los límites de la razonable- hacer prevalecer tendencialmente cada vez una u otra 
finalidad de la pena, pero con la condición de que ninguna de ellas desaparezca. Por 
un lado, la búsqueda de la finalidad reeducativa no puede conducir a superar la 
duración del castigo inherente a la pena privativa de libertad y determinada por la 
sentencia condenatoria. Por otro lado, el privilegio de los objetivos de prevención 
general y defensa social no puede llevarse al límite de autorizar el perjuicio de la 
finalidad reeducativa expresamente consagrada por la Constitución en la institución 
de la pena. 


44. Así también y en el ámbito latinoamericano, la Corte Constitucional de 
Colombia se ha pronunciado en el mismo sentido: “Así, pues, antes que violar la 
Constitución Política, el legislador le ha dado plena observancia, al someter a un 
régimen más exigente y restrictivo la concesión del beneficio de la libertad 
condicional a conductas que han causado grave fractura a valores cuya transgresión, 
constituye grave amenaza para la paz y la convivencia social; aún para la integridad y 
viabilidad misma del Estado y de Colombia como Nación civilizada, pues, 
ciertamente, comprometen la intangibilidad de las funciones públicas y de los más 
altos fines del Estado, precisamente, por cuanto afectan piedras angulares para la 
cohesión y seguridad tanto del interés general como el orden público, económico 
social”. (Sentencia C-592/98. Corte Constitucional de Colombia. 


45. En consecuencia debido a la naturaleza pluriofensiva del delito de tráfico de 
drogas así como del lavado de activos que proviene de esta actividad, y considerando 
las graves consecuencias que genera en el Estado, se ha implementado políticas 
criminales en las que el legislador en uso de sus facultades constitucionales en esta 
materia ha optado por elaborar leyes que permitan una lucha eficaz contra este azote. 
Así, este Tribunal en cumplimiento de sus obligaciones y a fin de garantizar la 
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adecuada consecución de estos fines, interpreta que en esta materia la Constitución ha 
establecido optando por una finalidad preventivo general, intimidatorio, a fin de 
proteger y salvaguardar a la sociedad y al propio Estado ya que podría afectar su 
propia existencia; lo que no quiere decir en modo alguno que el principio 
resocializador del régimen penitenciario quede vaciado totalmente de contenido. 


EXP. N° 00025-2005-AI 


FUNDAMENTO 97 


97. El legislador detenta en el ejercicio de su función una libertad de configuración 
que le habilita adoptar cualquier medio para alcanzar el objetivo propuesto. La 
adopción de los medios que considere conveniente es, así, consustancial a su función 
legisferante, máxime en el contexto de una Constitución abierta y de una Constitución 
como proceso público Sin embargo, el límite de tal marco de elección de fines está 
representado por los demás principios y bienes constitucionales, pero, sobre todo, por 
los derechos fundamentales. A este respecto, el Tribunal Constitucional alemán ha 
afirmado, en el reciente y conocido caso del Velo de Ludin (BVerfGE 108, 282 (p. 296), 
Caso “Turbante (Velo islámico) Ludin” (Kopftuch Ludin). Sentencia de 24 de 
setiembre de 2003, expedida por la Segunda Sala.) y, con referencia específica al 
derecho de acceso a la función pública, que: “El legislador detenta, en principio, una 
amplia libertad de configuración, en la determinación de los criterios de aptitud para 
la respectiva función y la conformación de los deberes funcionales conforme a los 
cuales ha de juzgarse la aptitud de los postulantes para el servicio público.”; sin 
embargo, añade seguidamente que: “Los límites de tal libertad de conformación se 
deducen de las decisiones fundamentales en otras normas constitucionales, en 
especial, los derechos fundamentales establecen límites a la libertad de configuración 
del legislador.” En línea análoga de razonamiento, la Corte Constitucional italiana ha 
afirmado que “El uso de la discrecionalidad del legislador en la determinación de los 
requisitos para el acceso a las funciones públicas debe ser objeto de escrutinio más 
estricto de constitucionalidad cuando no está en discusión sólo la genérica 
razonabilidad de las opciones legislativas en relación al carácter de la función, sino la 
admisibilidad de un requisito cuya imposición se traduce indirectamente en una 
limitación al ejercicio de un derecho fundamental” (Sentenza N.° 445/2002, 
Fundamento 3, tercer párrafo). En definitiva, la libertad de configuración del 
legislador terminará donde el derecho de acceso resulte afectado. 
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5. JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL FEDERAL ALEMAN 


EXP. N° 05427-2009-AC 


FUNDAMENTO 20 


20. Es por ello que pese a que en muchos países no se ha recogido la figura de la 
“acción de inconstitucionalidad por omisión”, los tribunales, cortes o salas 
constitucionales han llevado a cabo a través de la jurisprudencia el control de dichas 
omisiones normativas inconstitucionales, integrando el ordenamiento de cara a 
solucionar el caso concreto, así como ordenando a la autoridad que corresponda la 
emisión de la regulación necesaria a fin de superar la situación inconstitucional 
producida. Concretamente y en épocas tempranas, el Tribunal Constitucional Federal 
alemán en la sentencia 26/1969, de 29 de enero de 1969 (BVerfGE 25, 167), declaró la 
omisión legislativa inconstitucional del régimen de derechos de los hijos ilegítimos, 
que por disposición del constituyente debían ser igualados por ley a los hijos 
legítimos. El transcurso de 20 años sin que se expida esta ley de desarrollo 
constitucional fue considerado suficiente por el Tribunal para declarar la comisión de 
esta infracción constitucional omisiva y proceder a ordenar a los órganos 
administrativos correspondientes equiparar los derechos de la hija ilegítima 
demandante y sus hermanos, a despecho de la falta de regulación legal, y exigir al 
legislador federal que supere dicha omisión legislativa en el lapso de la legislatura en 
curso. 


EXP. N° 05029-2007-AA 
FUNDAMENTO 4 


20. Conforme tenemos establecido en nuestra jurisprudencia, siguiendo al Tribunal 
Federal Alemán: 


La estructuración del proceso, la determinación y valoración de los elementos de 
hecho, la interpretación del derecho ordinario y su aplicación a los casos individuales 
son asuntos de los tribunales competentes para tal efecto, y se encuentran sustraídos 
de la revisión posterior por parte del Tribunal Constitucional Federal; sólo en caso de 
la violación de un derecho constitucional específico por parte de un tribunal, puede el 
Tribunal Constitucional Federal entrar a conocer el asunto (...). [L]os procesos de 
subsunción normales dentro del derecho ordinario se encuentran sustraídos del 
examen posterior del Tribunal Constitucional Federal, siempre y cuando no se 
aprecien errores de interpretación relacionados fundamentalmente con una 
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percepción incorrecta del significado de un derecho fundamental, especialmente en lo 
que respecta a la extensión de su ámbito de protección, y cuando su significado 
material también sea de alguna importancia para el caso legal concreto (BuerfGE 18, 
85 -sentencia del 10 de junio de 1964-). 


EXP. N° 00005-2007-AI 


FUNDAMENTO 1 


1. Con relación al control de leyes derogadas, el Tribunal Constitucional Federal 
Alemán sostuvo, en criterio que comparte este Colegiado, que bajo ciertas 
circunstancias, también una norma que ya no está vigente puede ser objeto del control 
de constitucionalidad. Esto sucede cuando ella todavía produce efectos jurídicos en 
situaciones pasadas que pueden ser objeto de procedimientos judiciales (BVerfGE 5, 
25(28)), o cuando se trata de normas que, como en el caso de la ley de presupuesto, 
contienen regulaciones para el ámbito de los órganos estatales, mientras esas 
regulaciones sean aún de importancia en la esfera de la organización estatal (BVerfGE 
20, S6(93 y s.). 
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VI. COLOFÓN 


Hemos pretendido en las páginas precedentes demostrar que el neoconstitucionalismo 
ya está instalado en nuestro país. Y parece que no se va a ir en un rato largo. Por el 
contrario, asoma un enraizamiento, crecimiento sólido y una solución de continuidad 
en el tiempo. 


Creemos que la mejor muestra de lo afirmado lo constituye la jurisprudencia 
constitucional recopilada para tal efecto. No se trata solamente de disquisiciones 
teóricas o propuestas doctrinarias aisladas. El neoconstitucionalismo está vivo en las 
sentencias del supremo intérprete de la Constitución. Esto es, está signado con el 
bálsamo del principal creador del Derecho Constitucional en este país. Lo que ya es 
bastante. Cada una de la jurisprudencia que acompaña a los conceptos es la 
legitimación de que esta teoría ha venido bajo el brazo del siglo XXI. 


Una vez determinado y con probanza extensa que el fenómeno neoconstitucionalista 
está entre nosotros, resta saber si esto suma o resta al Derecho peruano. Como en todo 
proceso -de cualquier índole- es imposible dar un veredicto en medio del mismo. Se 
corre el riesgo de verse empujado por el entusiasmo en algunos caso o envueltos en el 
pesimismo y la frustración en otros. Más aún en Derecho, siempre tan proclive a la 
pontificación desmedida por un lado y a dramatizar por otro. 


Dejemos que el tiempo haga su labor. La de siempre, poner las cosas en su justa 
dimensión. Aún así, nuestro papel no debe ser de reparto en la filmación de esta 
nueva película de la juridicidad nacional. Nos corresponde ser protagonistas. Y estar 
atentos. 


Por ahora, nuestra labor ha sido de ubicar, seleccionar, clasificar y valorar la más 
importante jurisprudencia del país. Todo fusionado con un solo objetivo: demostrar 
que el neoconstitucionalismo no sólo está en los libros. Es mucho más que un 
neologismo sobre el cual se sigue discutiendo su nombre de pila. Es una criatura con 
identidad propia que convive en nuestra cotidianidad forense y cobra un 
protagonismo acelerado e intenso. 


Por último, recomendamos no dejar de lado los cimientos de siempre del Derecho. 
Aquellos basamentos que se mantienen enhiestos desde el amanecer de las ciencias 
jurídicas y que han servido para moldear a fuego las instituciones que hoy asoman 
frescas y atrevidas. Tampoco perdamos de vista la alta dosis de activismo judicial que 
encierra todo esto. Aguardemos que no sea un remake del activismo legal que se ha 
empotrado en los procesos ordinarios. El paternalismo estatal se justifica en 
situaciones límites. Nunca como un subsidio que disfraza la incompetencia y la 
incapacidad de los ciudadanos. Y de sus intereses. 
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